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INTRODUCCJON 

A pesar de los grandes logros consignados en la declaración de 

los derechos sociales que consagró el Constituyente de Ouerétaro de 1917, son aún 

muchos Jos trabajadores que no gozan de tales beneficios. 

De !os innumerables casos en que los trabajadores se 

encuentran sin protección de las normas laborales, debemos destacar Ja situación de 

inseguridad jurídica en que viven Jos trabajadores de los organismos 

descentralizados. Estos no se regulan de manera expresa en la norma 

constitucional, lo que provoca que en algunos casos se rijan por lo dispuesto en el 

Apartado "A", o bien, en el Apartado "8" del Artículo 123 constitucional. 

No existe dentro del marco constitucional alguna norma expresa 

que determine el régimen laboral de los trabajadores de los organismos 

descentralizados por lo que están sujetos a la voluntad política del Ejecutivo 

Federal, quien tiene la facultad de asignar el régimen laboral de estos trabajadores 

El que los trabajadores de los organismos descentralizados no 

:uenten con la garantía fundamental de la seguridad jurídica, es el punto central en 

ol desarrollo de este trabajo. 

El marco jurídico de los trabajadores de los organismos 

jescentralizados. en la práctica, puede serlo el Apartado "A", o el Apartado "8", del 

!.\rtícu!o 123 constitucional; ya que no se tiene un sustento jurídico claro para hacer 

:licha asignación. 

Por las razones antes expuestas, nos dimos a la tarea de hacer 

Jn estudio para proponer que los trabajadores de los organismos descentralizados, 

;ean incorporados de manera expresa dentro del Apartado "A", del Artículo 123. 
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Para su estudio, dividimos este trabajo en cuatro capítulos: 

El primero se dirige a conocer cada uno de los conceptos 

necesarios para la debida comprensión del tema, ya que se debe tener bien definido 

cada uno de los elementos que integran este estudio 

El segundo capítulo es un estudio de los antecedentes del 

derecho burocrático, para comprender aquello que motivó que los trabajadores al 

servicio del Estado quedaran con derechos protectores muy disminuidos. 

La tercera parte se refiere a la teoría constitucional, en la que 

explicamos la importancia de las normas contenidas en el máximo cuerpo jurídico de 

un pais, que sirve para justificar nuestra propuesta de que se incluyan las relaciones 

laborales de los trabajadores al servicio del Estado la Ley Suprema. 

En la cuarta parte hacemos un estudio de los organismos 

descentralizados, desde su creación y el procedimiento que se sigue para imponer 

su régimen laboral. Se hace mención de las diferencias que existen entre los 

organismos descentralizados y centralizados, los criterios que la Suprema Corte 

tiene al respecto y un análisis para entender !as ventajas que representaría para los 

trabajadores de los organismos descentralizados si se rigieran por lo dispuesto en e! 

A,partado "A" del Articulo 123 constitucional. 

Como conclusión, puntualizamos la necesidad de que sean 

ncorporados al Apartado "A" del Artículo 123 constitucional, a los trabajadores al 

servicio del Estado. De acuerdo al estudio que llevamos a cabo, existen los 

::!ementos jurídicos suficientes que sustenten dicha propuesta. 



l. CONCEPTOS 

1.1 Derecho del Trabajo 

Debemos considerar al derecho del trabajo como una institución 

de reciente creación, como a un derecho innovador que revoluciona la concepción 

del derecho clásico. El derecho del trabajo, es fruto de una incesante lucha de 

clases, que concluye con la incursión de nuevos principios jurídicos. destinados a 

proteger a la clase trabajadora En el texto de la Ley Suprema se consagran 

Instituciones que re1v1nd1can a la clase trabajadora. 

Para hablar de derecho del trabajo es necesario hacer referencia 

de los triunfos obtenidos por la clase trabajadora. que a través de una incesante 

lucha ha conseguido que sus logros se matenahcen en pnncipios enmarcados en 

diversos cuerpos legales, que emanan de la Carta Magna. 

El derecho del trabajo se compone por un conjunto de normas, 

que tienen como fin procurar e! menor grado de desigualdad entre ias partes que 

constituyen las relaciones de trabajo ta! como lo precisa el maestro José Dávalos 

quien define a! derecho del trabaJO como "el conjunto de normas jurídicas que tienen 

por objeto conseguir el equilibrio y la JUst1c1a soclal en las relaciones de trabajo" 1 En 

toda relación labora!, los trabajadores conforman la parte económicamente débil por 

lo que están expuestos a padecer toda clase de abusos La única forma de evitar 

esos abusos. es contando con normas que prote¡an a estos trabajadores 

1DÁVALOS, José. Derecho de! Traba10 f Tercera edición Porrúa, México 1990, pág. 44 
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El campo de acción del derecho del trabajo es muy e:ctenso, se 

integra por un conjunto de normas de variada naturaleza. Esta disciplina no se limita 

a lo que dictan las leyes formalmente establecidas, sino que accede a la injerencia 

de diversas fuentes del derecho que enriquecen el contenido de dicha disciplina. 

Las ft.:entes que conforman ei derecho de! trabajo se componen 

por tratados inte~'""'.acionales. ¡:~¡nc1p1os de derecho Jurisprudencias, así como Ja 

posibilidad de concebir !a contratación colectiva, que rija las relaciones laborales en 

una determinada e:npresa. o la creación de contratos-ley que constituyen auténticas 

normas obligatorias 

La justicia social tiene como finalidad buscar un equilibrio entre 

los sujetos que conforman las relaciones de trabajo, ya que no podemos asegurar 

que existe igualdad entre sus partes, s1 cons1aeramos que Jos patrones son dueños 

del capital y cuentan con ei poder económico. En cambio Jos traba¡adores 

consti1uyen la pane económicamente débil, Jo que les obliga en muchas ocasiones a 

sujetarse a !as co",d1ciones de trabajo que impone arbitrariamente el patrón. Para 

evitar esros abusos frecuentes. es imprescindible la existencia de leyes que pro:ejan 

a los trabajadores y de esa manera se consiga el equilibrio de la notoria desigualdad 

que prevalece en !e. sociedad. 

El ob¡eto pnncipal del derecho del traba¡o, es alcanzar Ja just1c1a 

social. que ayude a conseguir ei equilibrio de fuerzas entre patrones y trabajadores 

Sobre el particu/s· Nestor de Buen consiaera al derecho del trabajo como "el 

conjunto de normas relativas 2 las relaciones que directa o indirectamente denvan 

de la prestación l1:::;re, subordinada y remunerada, de servicios personales y cuya 

función es produc1~ el equilibrio de los factores en Juego mediante la realización de 

!a justicia socia!".~ 

2DE BUEN LOZANO :-..:estor Derecho del Traba10 'Tomo l. Séptima edición. Porrúa México, 1989, 
pág. 131 
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Del concepto mencionado se destacan como elementos del 

derecho del trabajo a los sujetos de la relación de trabajo, pero condicionada a la 

existencia de la figura de la remuneración. No hay que olvidar que Ja remuneración. 

no es indispensable para la existencia de una relación de trabajo. 

Se debe de3ar en claro oue en una relación de traba10 no es 

necesana ta ex1stenc1a del elemento remuneración, por otra parte, existen 

innumerables actos dentro de! derecho del trabajo propios de esta d1sclphna Jurídica 

como puede ser la negociación colectiva o la firma de tratados 1ntemacionales. 

En la doctrina existen conceptos de derecho del trabajo que se 

enfoca a reconocerle un carácter eminentemente socia!. Dentro de esta postura 

Trueba-Urbina considera que derecho del trabajo es "el conjunto de principios 

normas e Instituciones que protegen, dignifican y tienden a reivindicar a todos los 

que viven de sus esfuerzos materiales o intelectuales, para la realización de su 

destino histórico: soc1altzar la vida humana" 3 

Este concepto se dirige a favorecer en todo sentido al trabajador 

ya que considera que los patrones no tienen carácter social por lo que los excluye 

como elemento del derecho del trabajo. 

Es notorio el carácter social del anterior concepto, pero no hay 

que oiv!dar que los derechos deben ser recíprocos y el asegurar que el derecho del 

trabajo es exclusivo para beneficiar a una parte, sin reconocer Jos derechos de la 

::;tase patrona!, es contrarie a todo principio de justrcia socia!, ya que no se daría un 

~qu1librJo entre las partes de la relación laboral. Se volvería a la inJusticia de la 

jes1gualdad, actitud que no ayudará a la clase trabajadora. 

TRUEBA-URBINA, Alberto. Nuevo Derecho del Trabajo. Quinta edic1ón. Porrúa. México 1980, pág. 
135 
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Es necesarlo tener presente que el derecho busca el equilibrio 

justo para las partes y el factor patronal en las relaciones de trabajo constituye una 

de esas partes No se debe perder el objetivo del derecho del trabajo, que la justicia 

que se trata de alcanzar sea efectiva, la equidad no puede consagrarse si se le 

reconocen derechos a una sola de las partes. 

Después de analizar y reflexionar sobre el tema del derecho del 

trabaJo, podemos dec·ir que es el con;unto de normas jurídicas, que tienen como 

finalidad re1vind1car a Ja clase traba;adora, a través de conseguir e! equilibno entre 

las partes que intervienen en las relaciones de trabajo. 

1.2 Trabajo 

Referirse al traba;o, es hacer una reflexión sobre la act1v1dad 

primaria en la vida de todo hombre Los seres humanos desde sus primeros años 

comienzan a prepararse para desarrollar aptitudes ya sean técnicas o intelectuales. 

que sirvan de base para e! ejercicio ef1c1ente de un trabajo, que sirva de sustento 

para su vida, ya para su superación persona!. 

Como !o hemos apuntado, desde sus orígenes hasta nuestros 

días. el trabajo forma parte del hombre mismo, pasando por diversas etapas a lo 

largo de la historia. En documentos antiguos como la Biblia, e! trabajo se considera 

como un castigo que le impuso Dios al h0mbre por su desobediencia. En otras 

culturas como la gnega, el trabajo era una actividad degradante y exclusiva para los 

esclavos. 
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Estas ideas vejatorias en torno al trabajo, se pueden comprender 

al tomar en cuenta los diversos sentidos etimológicos que se dan a esta palabra. 

Algunos autores consideran que la palabra proviene del latín trabs, trabis, que 

significa traba, ya que el traba¡o se traduce en una traba para los individuos por 

!levar implícito el desplfegue de un cierto esfuerzo, que se traduce en una hmitac1ón 

a la libertad ae! hombre Por otra parte, se considera que la palabra proviene del 

griego thlibo. c;ue s1gnlf1ca apretar, oprimir o afligir, lo que se entiende como la 

atadura exclusiva para Jos esclavos, que no gozaban de deredlo alguno, así como 

de los hombres que se encontraban en la necesidad de trabajar sin tener la 

posibilidad de liberarse de ese castigo. 

El traba¡o en Ja época antigua refleja un alto grado de 

desprestigio, por que las labores físicas eran exclusivas de las clases sociales bajas, 

de allí que algunos autores consideren que la raíz etimológica de trabaJO proviene 

de la palabra laborare o labrare, del verbo latino laborare que quiere decir iaorar, 

relativo a la 1abranza de la tierra, excluyendo a Jas actividades rntelectuales, 

artísticas y filosóficas. 

Sin embargo, a Jo largo de la historia esas Ideas han sido 

superadas. el constante afán de superación del hombre, ha llevado a terminar con 

las ideas vejatorias que tenían a! referirse a e! trabajo, al grado de considerarlo 

::;orno un derecho que abarca toda forma de actividad humana, sin importar e! grado 

je especialización o de !:is conocimientos técnicos para poder desarrollarlo E! 

~oncepto de trabajo en la actualidad incJuye las actividades físicas, técnicas. 

ntelectuales y filosóficas 

De acuerdo al D1cc1onario de la Real Academia Española, 

rabaJo es "e! esfuerzo humano aplicado a la producción de la riqueza" De este 

:oncepto no se desprenden todas las formas del trabajo humano. En este sentdo, 
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trabajo es sólo aquel encaminado a producir riqueza a través de un esfuerzo, y no 

todas las actividades que lleva a cabo el hombre. De lo anterior, se entiende que los 

hombres que generan riqueza a través de la creación de bienes y servicios 

tendientes a satisfacer las necesidades del ser humano, son a quienes se les 

considera como trabajadores. 

En un sentido propiamente jurídico, la Ley Federal del TrabaJO 

establece en su artículo 8°, párrafo 11, que. "se entiende por trabajo toda actividad 

humana, intelectual o material, independientemente del grado de preparación 

técnica requerido por cada profesión u oficio". 

Para la Ley, trabajo es toda actividad del hombre, sin importar el 

grado de preparación técnica que se tenga para la profesión o el ofrcio que se 

desempeñe. Se busca proteger a las personas de cualquier oficio o profesión, desde 

aquellas que tengan la categoría de aprendices y desarrollen los trabajos más 

modestos. hasta Jos profesionistas con el más alto grado de preparación 

No cabe duda que existen actividades que reúnen los elementos 

del concepto de trabajo pero que aun no están protegidos por la legislación. sin 

embargo. e! derecho de! trabajo es una discipllna en evolución, que en poco tiempo 

subsanará estas lagunas. 

Al iíabaJO lo podemos entender como toda actividad humana 

d1ng1da a obtener Ja satisfacción de necesrdades, y la generación de la riqueza 

Antes de concluir con .este tema, es importante considerar 

algunos pnnc!pios entorno a !a concepción del trabajo En primer Jugar, hay que 

entender que el trabajo no es un artículo de comercio. son seres humanos quienes 

lo t!even al cabo. por 1o que debe respetarse su dignidad y debe prestarse en 
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condiciones que aseguren su salud y un nivel de vida decoroso para el traba¡ador y 

su familia. 

E! traba¡o es un derecho consagrado en nuestra propia Ley 

Fundamental, según lo establece su articulo 5°. En dicho precepto se consagra la 

libertad de toda persona paía dedicarse a la actividad que más !e agrade. en la 

1ntehgenc1a de que es un derecho irrenunciable que tiene como límite ser una 

act1v1dad lícita 

Por otra parte, el trabajo es consíderado como un deber social. 

ya que el ser humano forma parte de una sociedad, que exige el cumplimiento de 

ciertas funciones. y se materializan a través del trabajo de sus integrantes, por !o 

que corresponde a la propia sociedad brindar fuentes de trabajo necesanas, para 

lograr la existencia de esa sociedad. 

1.3 Servicio Público 

El Estado tiene a su encargo el cumplimiento de múltiples 

tareas, ya que al igual que !os seres humanos, debe satisfacer necesidades 

elementales para su subsistencia. Una sociedad necesita satisfacer sus propias 

necesidades. y io logra con el desarrollo de diversas actividades que requiere la 

colectividad. Estas tareas !e han sido encomendadas al Estado, que a través de la 

administración pública, se encarga de prestar los servicios públicos suficientes para 

alcanzar el bien de la comunidad. Es necesario aclarar que si bien es cierto la 

prestación de los servicios públicos es una tarea muy importante, esta no es la única 

función que tiene a su encargo el Estado, ya que sus atribuciones son muy variadas 
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y comple]8s. 

la prestación del servicio público constituye una de las múltiples 

atribuciones que le corresponden a la administración pública. Por servicio público se 

entiende "la act1v1dad técnrca. directa o 1nd1recta, de la administración púbhca activa 

o autorizada a ios particulares_ que ha sido creada y controlada para asegurar -de 

una ma;-iera permanente, regJiar, continua y sin propósno ae lucro-. la satisfacción 

de una necesidad co\ecflva de interés general, su1eta a un régimen especial de 

derecho público'' .:: 

O bien, como "la actividad de la que es titular el Estado y que, en 

forma directa o indirecta satrsface necesidades colectivas, de una manera regular, 

continua y uniforme".5 

Analizando las definiciones de los diversos autores, 

encontramos ciertos elementos básicos que nos sirven para entender y hacer un 

estudio adecuado de la teoría del servicio público. 

Es necesario prestar el servicio público basándose en principios 

técnicos, para asegurar que las necesidades de la comunidad sean satisfechas de 

manera efectiva. Se deben destinar Jos recursos materiales y humanos suficientes 

para alcanzar sus objetivos E! serv1c10 público es necesario en áreas de salud 

pública. educación suministro de energía. limpieza, etc., áreas que requieren la 

ap!1cac1ón de conoc1m1entos técnicos para que se traduzcan en beneficros sociales 

Originalmente se entendió que el servicio público es una 

.:SERRA ROJAS. Andrés. Derecho Administrativo Tomo !. Octava edición Porrúa. Méxlco 1977, 
fág. 102. 
OLIVERA TORO, Jorge. Manual de Derecho Admmístrativo. Segunda edición Porrúa. Méxlco, 1967, 

pág. 57. 
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actividad exclusiva del Estado, sin embargo. esta idea ha evolucionado en razón de 

lo complejo que representa proporcionar estos servicios a una sociedad cada día 

más compleja. Hoy en día el Estado no tiene la capacidad para prestar todos los 

servicios que exige la comunidad, por lo que tiene la necesidad de buscar 

alternativas para cumplir con su obligación, encontrando como un método 

conveniente, dejar en manos de los partjc:..i!ares !a prestación de esos servicios a 

través de una figura conocida cómo concesrón 

A través de la concesión los particulares se encuentran en Ja 

posibilidad de prestar servicios públicos, y el Estado se encarga de vigilar su 

eficiente desempeño. 

El serv1clo público debe sujetarse en principios que sirvan para 

el beneficio de !a colectiv1dad Estos principios consisten en la obligación de prestar 

el servicio público de una manera permanente, regular y continua La sociedad 

necesrta de manera 1n1nterrump1da de esos servicios, que son imprescindibles para 

asegurar la existencia de una sociedad, además de que se deben prestar a todos 

sus miembros srn excepción alguna. 

Dentro de !os elementos del servicio púb!rco, existen puntos de 

controversia, como puede ser !a afirmación de algunos autores como Serra RoJaS 

quien considera que el servicio público no debe hacerse con propósito de !ucro.6 

Esta es una afirmación que no corresponde a !os esquemas 

actuales de la teoría del servicio público .si tomamos en consideración que el 

partrcu!ar que tiene la posíbi11dac de prestar el servicio público, !o hace arnesgando 

enormes inverslories, por lo que es razonable que busque Ja obtención de una 

6 SERRA ROJAS. Andrés. Derecho Administrativo Décima séptima edición Porrúa. México, 1996, 
pág. 104. 
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ganancia; por lo tanto, los particulares sí prestan los servicios públicos con el ánimo 

de lucrar. Ese afan de lucro, se encuentra limitado por el Estado, quien se encarga 

de establecer los medios legales para la explotación de los servicios, sujetándolos a 

reglamentos y tarifas que permitan a todos los miembros de la sociedad gozar de 

esos servicios. 

Los servicios púb!Jcos se clasifican de múltiples formas Gab1no 

Fraga clasifica a Jos servicios públicos desde dos puntos de vista· 

1 a) servicios públicos nacionales, es decir, destinados a satisfacer necesidades de 

toda la nación sin que los particulares obtengan individualmente una prestación de 

ellos, tales como el servicio de defensa nacional; b) servicios públicos que sólo de 

manera indirecta procuran a los particulares de ventajas personales, tales como los 

servicios de vías generales de comun1cación, los servicios sanitarios, los de puertos, 

faros, etc., y e) los servicios que tienen por l1n satisfacer directamente a los 

particulares por medio de prestac1ones individualizadas. Dentro de esta categoria se 

encuentran los serv1c1os de enseñanza, de correos, de telégrafos 

rad1ocomunicac1ón. transportes, etc., y también los servicios públicos sociales como 

son los de asistencia pública, los de previsión, los seguros sociales. los de la 

vivienda barata. etc. 

2. Desde otro punto de vista. es decir, la \arma de gestión del servicio público se 

separan aquéllos que son manejados directamente, y en algunos casos como 

monopolios por el Estado o por organismos creados por el mismo Estado. de los que 

se explotan por medios de concesión que se otorga a individuos o empresas 

part1culares.7 

- FRAGA. Gabino. Derecho Admu11stratrvo_ Vfgesimaoctava edrclón. Porrila. México, 1989, pag. 244. 
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1.4 Relación de Trabajo 

Como lo hemos apuntado, el derecho del trabajo tiene como 

principio fundamental el respeto a la dignidad del ser humano. Uno de los ternas 

más caractensucos del aerecho del trabajo, es el relativo a la defensa de la "teoria 

ae !a relación ae trabajo como una situación Jurídica ob1e11va 1ndepend1en1e ae su 

ongen". 8 

Las relaciones de trabajo se incluían dentro de los contratos de 

carácter crvil, se equiparaba a !a compraventa de servicios, como el que presta un 

animal que se requiere para tirar de un molino, al de sum1n1stro de la energía 

eiéctnca necesaria para echar a andar una máquina, etc. indudablemente que el ser 

humano no puede ser tratado corno un objeto, debe dársele un trato de persona 

respetando su dignidad. 

Hacer a un lado los principios del contractualisrno mercantil y las 

relaciones de trabajo no ha s!do fácil Pocos civllistas tienen simpatía de compartir la 

idea de que una relación de trabajo nace, aun con la falta de un acuerdo de 

voluntades. En la relación de trabajo no se necesitan anteponer las cláusulas del 

contrato, la Ley impone los mínimos derechos y los que un traba¡ador puede gozar, 

si a una persona se le obliga a traba1ar usando cualquier tipo de violencia para que 

preste un trabajo estamos frente a una relación de trabajo. No se protege el acuerdo 

de voluntades sino al trabaJo en sí mismo 

Mano de la Cueva def1Ae a la relación de trabajo como ''una 

situación jurídica objetiva que se crea entre un trabajador y un patrono por la 

'DE LA CUEVA. Mario E! Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. Tómo !. Décima tercera edición. 
Porrúa Méxrco, 1993, pág. 80. 
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prestación de un trabajo subordinado, cualquiera que sea el acto o la causa que le 

dio origen, en virtud de la cual se aplica al trabajador un estatuto objetivo, integrado 

por los principios, inatitucciones y normas de la Declaración de derechos sociales, 

de la Ley del Trabajo, de los convenios internacionales, de los contratos colectivos y 

contratos Ley y de sus normas supletonas. 

De igual forma. e! artículo 20 de la LFT dispone que ·Se 

entiende por relación de trabajo, cualquiera que sea el acto que le dé origen, la 

prestación de un trabajo persona! subordinado a una persona~ 

De las def1n1ciones anteriores se desprende que no es requisito 

indispensable el acuerdo de voluntades para que se preste una relación de trabajo, 

la Ley o los contratos colectivos. serán las normas que se apliquen en dicha 

relación. No es necesana la ex1stenc1a de un contrato escrito, con la pura presencra 

de un trabajo, personal subordinado. estamos ante una relación de trabajo. 

1.4.1 Trabajador 

Es en la propia Ley Federal del Trabajo en su artículo 8º, donde 

encontramos la definición de trabajador, y establece que trabajador "es la persona 

física que presta a otra. física o mora!, un trabajo persona! subordinado". 

Esta definición contiene -ciertos elementos que entre sí han 

vertido diversas opiniones. En principio debemos determinar que trabajador sólo 

)Uede serlo una persona físlca, un ser humano, se excluyen las actividades que 

J'esarrol!en los animales o la que reahcen las máquinas y en segundo lugar se 
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excluye a las personas Jurídicas, es decir aquellas ficciones creadas por la ley que 

son susceptibles de adquirir derechos y obligaciones. Existen legislaciones que 

consideran que trabajador lo pueden ser personas colectivas, como por ejemplo los 

sindicatos, cuyos actos, según algunas leyes, son equiparados a las del trabajador. 

Esta tendencia ha sido superada en nuestro país, por lo que la ley enfatiza de 

manera categórica que solamente el ser humano es considerado como trabajador 

Otro elemento se refiere a la prestación del trabajo personal, 

esta condición es necesaria para determinar la existencia de la relación de trabaJO. 

No se puede hablar de la ex'1stenC1a de una relación de trabajo, si el sujeto que 

presta el servicio no lo hace por sí mismo, sino que lo lleva al cabo a través de otra 

persona. La condición de que e! trabajo será personal, no debe ser razón para 

ocultar verdaderas relaciones de trabajo, ya que en caso de que para desarrollar un 

servicio el trabajador requiera del apoyo de otras personas, se habla de una relación 

personal de trabajo. 

Como tercero, y más discutido elemento, se encuentra el 

referente a Ja subordinación. Tal discusión se puede entender en razón al 

s1gnif1cado de la subord1nac1ón, que según el Dicc1onano de la Real Academia 

Española, es "la sujeción a la orden o dominio de uno" 

Si tomamos en consideración que Ja declaración de !os derechos 

sociales tiene como finalidad alcanzar la dignidad y la reivindicación de la clase 

trabajadora, es dificil aceptar que el trabajador sea una persona sujeta a la orden y 

dominio del patrón situación aue lo dejaria en un notable estado de infenoridad ante 

el patrón. Es 1a critica de T rueba Urbma, quien reprueba tajantemente la condición 

de la subordinacrón. 

Considera Trueba Uro1na que hablar de subordinación es un 
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resabio de aquella vieja autoridad que tenían los patrones sobre los trabajadores, 

recuerda el contrato de trabajo del derecho civil y las locatios, donde el patrón era el 

amo y el trabajador un esclavo, es por ello que define al trabajador como ·~odo aquel 

que presta un servicio personal a otro mediante una remuneración". 9 

Cabe hacer notar que el autor, no hace referenc;a a qué tipo de 

perso~a se le puede cons1aerar como trabajador, tam;mco e~ elemento 

subordinación debe ser considerado dentro del concepto de trabajador, por 

considerarlo vejatorio; pero si en cambio, considera que hay trabajador si se da !a 

presencia de! elemento remuneración 

Aceptar la condición de remuneración, es dar oportunidad a 

innumerables fraudes a la ley laboral, ya que al no existir remuneración, no se tiene 

la presencia de un trabajador, aún con la existencia de un servicio personal y 

subordinado. Sólo hay que pensar en el trabajo que pueda prestar una persona que 

por necesidad de supervivencia presta un servicio personal, stn percibir salario 

alguno, en cuyo caso, de acuerdo a este concepto, no hablaríamos de Ja existencia 

de trabajo. 

Dejando a un lado el sentido literal de la subordinación, 

podemos entenderla como un elemento necesario para que se cumplan de manera 

efectiva los objetivos de un trabajador. 

E! patrón como sujeto de la relación de trabajo, tiene diversas 

obl1gac1ones, de las que destaca la de pagar el salario; sin asignarle a! salario el 

carácter de elemento esencia! de la relación de trabajo, sino como una de tantas 

:Jbligaciones. Por tanto, el trabajador también está Sujeto a ciertas obligaciones, de 

:as cuales una consiste en prestar los servicios bajo la d1reccíón del patrón. Las 

;LEY FEDERAL DEL TRABAJO. Comentada por Alberto Trueba Urbina. Septuagésima sexta edición. 
:lorrúa México, 1996, pág. 27 
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actividades de una empresa, no pueden desempeñarse al arbitrio de los 

trabajadores, sino de acuerdo a las necesidades que requiere ese trabajo. Es en 

este sentido donde se habla de una subordinación, que en ningún momento 

contraviene a la libertad del hombre, ni a su dignidad, sino que forma parte del 

trabajo mismo, para alcanzar la finalidad de ese trabajo. 

Las relaciones de trabajo se encuentran evoluc1onando al ritmo 

de los avances técnicos y económicos de la sociedad, por lo que existen ciertas 

actividades que no pueden contemplarse dentro del marco JUridico de los 

trabajadores en general; y se crean diversas reglas que especifican las 

característrcas de como se deben prestar esos trabajos. 

Dentro del mismo orden de ideas, Ja Ley regula las relaciones de 

los llamados traba¡os especiales, los cuales no son una exclusión de los trabajos en 

genera!. sino que representan algunas actividades cuya naturaleza requiere 

necesanamente de reglas específicas De ta! modo, que se habla de trabajadores de 

conf1anza, trabajadores domésticos, deportistas profesionales, trabajadores de 

buques y aeronaves etc Es importante hacer notar que estos trabajadores no están 

excluidos de la protección lega!, sino que sus relaciones de trabajo no son las 

mismas que las de otros trabajos 

La existencia de normas especiales es fácil de comprender s1 

lomamos el ejemplo del trabajador de un buque, que debe encontrase siempre alerta 

y a disposición para el caso de cualquier evento de la travesía, por lo que no puede 

sujetarse a una jornada de ocho horas dianas Así cada uno de estos trabajos 

:)oseen ciertas características en atención a las necesidades de cada actividad 
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1.4.2 Patrón 

Para referimos a la figura del patrón y en general para su 

comprensión, es necesario un estudio más ámpfio que el estudío que hicimos del 

concep10 de trabajador Lo anterior en razón que debe entenderse claramente, quién 

es e\ su1erc que se beneficia con las obhgac1ones de los trabajadores 

En principio debemos dejar en claro la terminología correcta 

para hacer mención del sujeto de la relación laboral que ocupa los servicios del 

trabajador. ya que este tiene múltiples denominaciones. Se le llama patrono, 

acreedor de trabajo, empleador (término utilizado por la Organización Internacional 

del Trabajo), empresario, dador de empleo etc. Nosotros adoptaremos el término 

legal y tradicional por los autores que lo refieren como patrón. 

Es en la propia Ley Federal del Trabajo, en su artículo 1 O. donde 

define al patrón como "la persona fís·1ca o moral que utiliza los servicios de uno o 

varios trabajadores" 

Del concepto legal se desprende que patrón es el sujeto que 

aprovecha !a prestación del serviclo de! trabajador, ya que e! patrón como dueño de 

los medios de producción requiere de personas físicas que pongan en marcha la 

maquinaria productiva. 

El patrón indistintamente puede ser una persona física o una 

Jersona Jurídica o moral, ya que el servicio puede ir dirigido a! beneficio de un so!o 

ndiv1duo. o bien, al de una persona colect1va, caso en ef cual el beneficio no es para 

Jna persona determinada, to que no impide la existencia de un patrón. 
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Considerar a una persona corno patrón, no se condiciona a la 

existencia de una empresa, ya que el sólo hecho de tener a una persona física 

prestando un trabajo personal subordinado, es suficiente para atribuirle el carácter 

de patrón, tal como lo considera Sánchez Alvarado, quien define como patrón a "la 

persona física o jurídico-coleciiva (moral) que recibe de otra, los servicios matena!es 

intelectuales o arr:t::os géneros en forma subord1nada".1º Un su3eto adquiere los 

derechos y !as obL~ac1ones correspondientes a la figura patrona!, con el hecho de 

recibtí !os servicios de una o vanas personas de manera personal subordinada. 

El patrón además de adquirir derechos, también es su¡eto de 

obligaciones, por !o que en muchas ocasiones se disfraza esa categoría y entonces 

no se conoce de quien es el patrón. Este problema nos obliga a realizar un estudio 

más profundo para detenninar a la persona que adquiere las obligaciones 

patronales. 

En principio se debe apuntar el concepto de empresa, que es la 

figura más común dentro de las relaciones laborales y que de conformidad al articulo 

16 de la Ley Federal del Traoajo, "es la unidad económica de producción o 

distnbuc1ón de bienes o servicios". En esta def1n1ción se sustentan !as figuras de 

patrón y de trabajaao: como elementos de la empresa. 

La Ley considera que al igual que una empresa, se debe 

establecer el concepto del es1aolecimiento, entendiendo por este a "la unidad 

técnica que como s:.icursa/, agencia u otra forma seme1ante, sea parte íntegrante y 

contribuya a la rea,ización de los fines de la empresa". El establecimiento se 

presenta por la necesidad de crecimiento de. las empresas, que al encontrarse en 

una economía más versátil. requieren constitutr sucursales que le permitan 

acercarse a otros me ... cados. 

·•0sANCHEZ ALVARAO::. Alfredo. !nst:tuc1ones de Derecho Mexicano del Traba10. Tomo l. Porrúa. 
México, 1967. pág 299 
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Los trabajadores son el elemento esencial de la empresa, por lo 

tanto, si el patrón transmite a otra persona, patrón sustituto, la propiedad de la 

empresa o del establecimiento, también se transmiten las obligaciones y derechos 

adquiridos con los trabajadores. 

Cabe destacar que e! patrón orlg1nano, al transmltjr la propiedad 

:le la empresa, no queda 11berado de sus obiigaciones con respecto a !os 

traba3adores. Tiene la obl!gación de responder de manera solidaria con el patrón 

sustituto de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo, por un período de 

5e1s meses a partir de la fecha de la sustitución. 

Otra figura que se presenta en las relaciones obrero patronales 

!S la concerniente a la del 1ntermediarío, que de acuerdo al artículo 12 de la Ley 

'ederal del Trabajo es "Ja persona que contrata o interviene en Ja contratación de 

)tra u otras para que presten servicios a un patrón", ei intermediario no se beneficia 

lel trabajo que presta la persona que contrata, por lo que el responsable de cumplir 

:on las obfJgaciones adqur(1das con los trabajadores será la empresa que se 

>enefic1a directamente con este servicio. 

La Ley implementa Ja protección del trabajador. en el sentido de 

1segurar que un sujeto se haga responsable de los derechos de los trabajadores, 

1or lo que se debe considerar como patrón, a las empresas que contratan personas 

1ara hacer trabajos que se ejecuten con elementos propios y suficientes. Dicha 

iruación tiende a evitar que se disfracen !as relaciones laborales con ia figura del 

itermed1ario. 

Para evitar que el trabajador sea objeto de abusos, la Ley del 

rabaJO presenta diversos casos y maneja gran variedad de hipótesis que en algún 

iomento podrían presentarse. lo que representa normas indispensable para 



19 

asegurar los derechos de los trabajadores. 

1.5 Trabajador al Servicio del Estado 

El amplio campo en las áreas de trabajo, origina que sea 

1mpos1b!e ordenar las relaciones de trabajo con un criterio universa!, ya que como 

hemos apuntaao. existen trabajos que por su naturaleza se regulan con pincipios 

particulares. Uno de estos trab8Jos especiales, es el de los trabajadores a! servicio 

del Estado. 

La diferencia entre los trabajadores en general y los trabajadores 

:il servicio del Estado. se establece de acuerdo al servicio que cada uno presta En 

a mayoría de los casos. el trabaJO que se presta al Estado es seme¡ante al que 

fosempeñan los trab8Jadores en general La dfferencia radica en que para los 

raba¡os en general el patrón es un particular, y por otra lo es el Estado 

El Estado como patrón, no tiene como fin primordial la obtención 

ie un beneficio personal un lucro, sino e! bienestar social. Para lograr sus metas, la 

náqu1na estatal requiere los servicios de personas físicas. 

Como en los trabajos especiales, las normas laborales del 

rabaJador burócrata, solamente requieren de establecer ciertos entenas en la Ley 

:ederal del Trabajo como se hace con otros trabajos especiales. lo que permitiría 

1na regulación suficiente. Es posible entender que el trabajador a! servicio del 

:stado es la persona física que presta al Estado, un serv1c10 personal y 

ubord1nado 
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Lamentablemente el supuesto que manejamos no corresponde a 

la ley positiva, ya que las relaciones laborales que se dan entre el Estado y sus 

trabajadores no están reguladas por la Ley Federal del Trabajo, sino por otro 

ordenamiento jurídico que es la Ley Federal de Trabajadores al Servicio del Estado 

Esta Ley tiene como sustento a las funciones de! Estado que no buscan alcanzar un 

beneficio propio, sino obtener un beneficio saeta! 

En este orden de ideas, el legislador ha oons1derado que las 

relaciones entre el Estado y sus servrdores no pueden regularse por los postulados 

de la Ley Federal del Trabajo, por lo que crea ei apartado B del artículo 123 

constitucional, cuya ley reglamentaria es la Ley Federal de los Trabajadores al 

Servicio del Estado, cuerpo legal que se sustenta en bases de justicia social, y que 

tiene como fin regular las relaciones entre el Estado y sus traba¡adores. 

Lamentablemente esta ley guarda muchas desventa1as en comparación con lo 

ostablecido por la Ley Federal del Trabajo, lo que provoca la existencia de 

:rabajadores de primera y de segunda categoría, y en ocasiones la escala es todavía 

nayor. 

De tal manera que 1urid1camente las relaciones laborales entre el 

:stado y sus traba1adores son distintas a las de los trabajadores en general. Por tal 

nativo, la Ley Federal de los Traba¡adores al Servicio del Estado, establece en su 

irtículo 3°, que trabajador es "toda persona que preste un servicio físico intelectual o 

le ambos géneros. en virtud de nombramiento expedido o por figurar en las listas de 

aya de los traba¡adores temporales" 

Este concepto presenta notables diferencias en comparación al 

once;:>to de los trabajadores en genera!. En principio, no se hace d1st1nc.1ón del tipo 

le persona que presta e! trabajo, omisión que resulta subsanada si consideramos 

ue este problema es resuelto por la propia Ley Federal del Trabajo. que establece 
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que solamente las personas físicas pueden ser consideradas como trabajadores. La 

diferencia que presenta este concepto, es que no considera como elemento de la 

relación laboral, la prestación del servicio personal y subordinado; sino que hace 

referencia a dos condiciones que se sustentan en bases del derecho administrativo. 

E1 primer eiemento es el que señala 1a exis1enc1a de un 

nombramiento paía que ei sujeto pueda sustentarse como traba1aaor. La Ley 

considera que una persona es trabajador, si se cumple con la formalrdad 

adm1n1strativa del nombram1ento. entendiendo que a pesar de que un 1nd1viduo 

preste sus servicios de manera personal y subordinada, el Estado no lo considera 

como su trabajador, srno que es a través de cumplir con el requisito formal del 

nombramiento cuando se le da esa calidad. 

El nombramiento en este sentido es un contrato formal de 

:rabajo, así lo establece Mora Rocha, quien considera que el nombramiento "es un 

:ormullsmo en Ja designación de una persona para que desempeñe o ejerza un 

;argo, determinadas funcrones o un empleo", 11 las personas que prestan servicros a 

)articulares, no requieren de formullsmo alguno para sustentarse como trabajadores, 

ta que con la presencia del traba Jo personal subordinado se consideran como tal. 

Para tener una idea más amplia de lo que se entiende por 

1ombram1ento, Rafael Martínez Morales dice que "es e! acto jurídico formal en cuya 

nrtud la administración pública designa a una persona como funcionario o empleado 

1 Ja somete al régimen que, conforme a la ley, le es aplicable específicamente a Ja 

unción pública".12 

'MORA ROCHA, Manuel. "Elementos Prácticos del Derecho de! Trabajo Burocrático'' Segunda 
dición. PAC México, 1992, pág 40. 
:MARTiNEZ MORALES Rafael. Derecho Administrativo 2° curso. Harla. México, 19S1, pág 347. 
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Cabe hacer mención de que el nombramiento por si mismo y a 

pesar de su formalismo, no surte sus efectos de manera inmediata, ya que el 

trabajador para adquirir plenos derechos laborales, requiere además, de que 

transcurran seis meses de servicio sin nota desfavorable en su expediente, y sólo 

hasta entonces. tendrá !a categoría de trabajador. 

Otro elemento que exige la Ley para atribuirle a una persona el 

carácter de trabajador, es el relativo a figurar en las listas de raya. en el caso de los 

trabajadores temporales El hecho de figurar en listas de raya. constituye para los 

trabajadores eventuales contratados por obra deterrrnnada o por tiempo fiJO, el 

requisito para adquirir los derechos que otorga la ley a un trabajador, que incluye la 

inamovilidad durante el tiempo pactado para desempeñar el trabajo en los términos 

de su contratación. Esta condición se presta para no reconocerle a una persona el 

carácter de trabajador, a pesar de que preste un trabajo personal subordinado y se 

le esté proporcionando el salano correspondiente 

Es necesario mencionar que el hecho de que la ley no 

:::;ondicione la existencia de un servrcio personal subordinado para darle a un 

1nd1v1duo la categoría de trabajador, no quiere decir que esta condición no se 

:iresente en las relaciones laborales de! Estado. La ley burocrática consigna en 

:l1versas dtspos1c1ones. como lo indica el artículo 44, en su fracción 1, que "el 

rabajador tiene obl1gac1ón de desempeñar sus labores con la intensidad, cuidado y 

lSmero apropiados, sujetándose a la dirección de sus Jefes y a las leyes y 

·eglamentos respectivos". Que es la condición de la subordinación. 

De lo anterior figuran algUnas características propias de lo que 

;e entiende por trabajador ai servicio del Estado, sin dejar de mencionar que para la 

:?;Y burocrática, existen dos clases de trabajadores, los de base estudio al que ya 

1emos hecho referencia, y Jos trabajadores de confianza. 
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Estos trabajadores de confianza no gozan de la tutela de la ley, 

solamente disfrutan de las medidas de protección al salario y de los beneficios de la 

seguridad social por Jo que no tienen derecho a una jornada máxima, a la 

estabilidad en el empleo, ni de algún derecho colectivo. 

El derecno que uenen los trabajadores de confianza a los 

benef1c1os de le:; segundad social se instituye en el artículo 5° fracción 111, de la Ley 

del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores ael Estado que 

dice. "Para Jos efectos de es1a !ey se entiende por trabajador, toda persona que 

preste sus serv1c1os en las dependencias o entidades mencionadas, mediante 

des<gnación legal o nombramiento, o por estar <nclu1do en las listas de raya de los 

trabajadores temporales, con excepción de aquéllos que presten sus servicios 

mediante contrato sujeto a la legislación común y a los que perciban sus 

emolumentos exclusivamente con cargo a la partida de honorarios"; es decir, que los 

trabajadores de confianza gozan por 10 menos de los derechos de protección al 

salario y a Ja seguridad social 

1.6 Titular 

Para hablar de la existencia de una relación laboral, es 

1ecesar1a !a presencia de dos sujetos, ei tíabajador y el patrón; pero referimos a 

~stos sujetos en e! derecho burocrático, requiere de un estudio en particular, ya que 

~n pnnc1p10 e! Estado mismo no puede responder de todas las obligaciones como 

)atrón. 

Si tomamos en consideración los pnnc1pios del derecho 
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adm1nistrat1vo, el Estado para ejercer sus atribuciones requiere de múltiples 

organismos, Jos cuales se especializan en cada una de las funciones que se deben 

desempeñar en favor de la comunidad Ante ta presencia de esa variedad de 

órganos, hace difícil establecer al su1eto directamente responsable de las 

obligac1ones laborales. 

El amplio margen de acción que abarca la función adm1n1strat1va, 

impone la necesidad de crear múltiples órganos que se caracterizan por ser "esferas 

especiales de competencia, y por otra parte, por requerir de personas físicas que 

ejerciten esa competencta".13 

La finalidad de la existencia de diversas esferas de competencía. 

es la de desarrollar de manera eficiente la función pública, ya que esta implica la 

existencia de un alto grado de especialización en sus áreas de aphcac1ón Por otra 

:>arte, esas esferas de competencia requieren de personas físicas, a las que se le 

:iueda remover sin afectar ta continurdad del órgano, a estas personas se les conoce 

::orno titular. 

El titular es la persona física que matenallza las funcíones que 

~ncarga la ley a los órganos de la administración, y es a través de su voluntad como 

;e realizan los actos necesarios para alcanzar Jos fines que se propusieron desde 

~ue fueron creados. 

E! titular supone un encargo específico dentro de ta 

1dm1n1strac1ón púbhca y sus funciones se detenninan concretamente en la 

,g·1slac1ón aplicable. El encargo que atribuyen al titular se caracteriza por la relación 

~xterna de carácter representativo. 

1FRAGA. Gabino Derecho Administrativo Op. Cit. pág. 122. 
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En principio el titular de la administración pública es el 

Presidente de la República. Pero cómo el Jefe del Ejecutivo no puede ser el único 

patrón de todos los trabajadores al servicio del Estado, la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, en su artículo 2", establece que "pare Jos 

efectos de esta ley. la relación jurfdica de trabajo se entiende establecida entre los 

r11ulares de las aependenc1as e 1nstituc1ones citadas y los trabajadores de base a su 

servicio" 

S1gu1endo este orden de ideas, debemos determinar que en el 

derecho burocrático, el sujeto que adquiere las obligaciones laborales con respecto 

a los trabajadores es el titular de cada una de las dependencias de los poderes ce la 

Unión. del Gobierno del Distnto Federal y de las diversas instituciones que la Ley 

enumera. 

El servidor público que adquiere el carácter de patrón. no es el 

superror jerárquico de cada dependencia, sino el titular. Esta aclaración es 

necesaria, para no caer en confusiones que hagan def1c1ente la interpretación de la 

norma laboral en perjuicio de la clase trabajadora. 

1. 7 Constitución 

No es posible hablar de la existencia de un Estado de Derecho, 

;1n la presencia de un conjunto de normas qUe establezcan Jos deberes y derechos 

je los órganos del Estado. 

Es necesario un orden jurídico Integrado de diversos cuerpos 
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legales, y que de entre todos estos, se cuente con alguno que sirva de base para la 

gestación de esas normas; esa tarea le corresponde a una ley supenor que se 

conoce con el nombre de Constitución. 

Desrgnar un concepto genénco de lo que entendemos por 

Consutuc1ón no es fácil, cada Estado presenta cond1c1ones sociales propias, lo que 

no nace posible encajonar en un concepto uniforme a la Carta Magna. 

Algunos autores hacen drversas clasif1caciones en e! estudio de 

este concepto, Kelsen le da dos sentidos a ia Constitución, por un lado un sentido 

material y por otro un sentido formal 

En un sentido formal, la Constitución es "cieno documento 

solemne, un con1unto de normas Jurídicas que sólo pueden ser modificadas mediante 

a observancia de prescripciones especiales, cuyo objeto es dificultar la modificación 

je tales normas", 14 en este orden de ideas, se presenta a la Constitución con una 

::>aniculandad que la hace diferente a cualquier otra iey ordinaria, que es tener un 

:arácter de rigidez. ya que establece requisitos más severos para su modificación. 

)ebemos mencionar que en algunos sistemas JLirídicos, la Constitución no es un 

jocumento escrito sino consuetudinario, por lo que puede ser reformada con mayor 

acilídad 

Por otro lado, en su sentido material "la constitución está 

;onst1tuida por los preceptos que regulan la creación de normas jurídicas generales 

, especialmente la creación de leyes"15 como habíamos apuntado. todo orden 

1rídico requiere de un cuerpo lega! que sirva Ue base para dar origen a otras leyes, 

¡ue al crearse no deben contrariar Jos principios que establece Ja Ley Suprema. 

1 KELSEN, Hans Teoría Genera! del Derecho v de! Estado. Traducción de Eduardo García Maynes. 
extos Universitanos, UNAM México 1988, pag 148 
Id cm 
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De acuerdo a estos dos principios, podemos entender a la 

Constitución como ~el conjunto de normas jurídicas supremas que regulan los 

derechos fundamentales del hombre, así como la estructura y actividades del 

Estado",16 o bien, como el ordenamiento jurídico supremo que regula y organiza la 

estructura estatal y reconoce el mínimo de derechos de que todo individuo debe 

gozaí 

Como lo hemos apuntado, cada constitución adquiere 

características propias; en nuestro sistema jurídico la Ley Fundamenta! está 

conformada por dos partes, la primera conocida como parte dogmátrca, contiene las 

garantías rndividuales a las que toda persona tiene derecho que se le respeten. En 

un sentido estncto. las garantías 1nd1v1duales se encuentran contenidas en su Título 

prrmero, capitulo L dentro de los prrmeros 29 artículos, sin embargo, en este primer 

capítulo también encontramos prinCJpios referentes a la rectoría económica del 

Estado. 

No hay que olvrdar que nuestra Constitución, además de 

reconocer los aerechos del ind1v1duo, también hace referencra a !os llamados 

derechos sociales es decir, aquellas normas que se ocupan de proteger a 

dererm1nadas clases sociales, que se caractenzan por ser las más desprotegidas de 

la sociedad. Estos principios se encuentran sustentados en los artículos 27 y 123 de 

a Carta Magna. 

La segunda parte de la Constitución se refiere a la organización 

jei Estado. Encontíamos lo referente a Ja nacionalidad y a la ciudadanía, así como a 

a ca11dad de los ext:-anJeros. Se encuentran- !os pnncip1os de soberanía nacional, 

eaeralismo y d1v1s1ór: de poderes, y la competencia de cada uno de !os poderes de 

a Unión. 

0 St..Y=:G HELU, Jorge instituciones de Derecho Const1tuc1ona! Mexicano. Porrúa. México, 1987, 
'ª9 25 
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Nuestra Ley Fundamental establece en su última parte los 

principios de supremacía e inviolabilidad, que es el estado que guarda con respecto 

a otras normas, por lo que impone e! proceso que debe seguirse para su reforma. 

Nuestra Constitución es un documento escrito, que se encuentra sustentado por el 

consenso del pueblo que para garantizar su aplicación requiere de un proceso 

riguroso para reformarse. 

1.8 Soberanía 

Para entender plenamente la importancia que para una nación 

corresponde la existencia de su Constitución, es necesario hacer un análisis del 

concepto de soberanía. postulado que de acuerdo a la opinión de vanos autores, es 

uno de los más debatidos 

Et1mológ1camente soberanía significa lo que está por encima de 

todo De •·super", sobre, se formó superanía ~soberanía", que deriva de '·super 

Jmn1a". sobre todas las cosas 

Por lo tanto, se entiende como soberanía al poder que está por 

~nc1ma de todos, e! que no admite limitac1ones o determinaciones jurídicas externas. 

_a soberanía es "Ja 'facultad absoluta de autodeterminarse, mediante la expedición 

je la Ley Suprema, que tiene una nación y autonomía a la facultad restringida de 

iarse su propia ley que posee cada uno de lós Estados de la Federación",
17 

en este 

;entido. soberanía es la 'facultad que tiene un pueblo para crear una Constitución 

1 TENA RAMJREZ. Felipe. Derecho Const1tuc1onal Mexicano. Decimoséptrma edición. Porrúa. 
qéx1co, 1980, pág. 72. 
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La palabra soberanía tiene dos sentidos, uno interno que se 

refiere a la facultad de un pueblo para expedir su propia Constitución, y otro externo, 

referente a la independencia que guarda con otros Estados 

Antes de continuar nuestro estudio, es necesario determrnar a 

que SUJeto le corresponde la titularidad de ese poder soberano, que tenga la facultad 

de estableceno en un orden Jurídico supremo. En pnnc1p10 se puede determinar que 

el Estado es quien detenta la potestad soberana Es decir, el Estado se niega a 

::::ualquier subordinación de algún otro poder. 

En otro orden de ideas, esa soberanía del Estado se manifiesta 

3n el ámbito internacional, donde los Estados como órganos supremos, no se 

•ncuentran limttados a la voluntad de algún otro. Son los propios Estados quiénes 

:;e encuentran en el escaño más alto de poder y de independencia para 

::iutodeterminarse 

Es necesario comprender que e! Estado es una f1cc1ón Jurídica 

iue no tiene voluntad propia. por lo que no se puede hablar de éste como titular de 

a soberanía Esa potestad solamente puede manifestarse a través de personas 

ís1cas. 

La soberanía del Estado radica en el pueblo, que se integra por 

1n conjunto de personas con voluntad propia, que hace posible la presencia de la 

oberania de un Estado. tal y como lo dispone el artículo 39 de nuestra Carta Magna 

1ue dice ~la soberanía nacional reside esencial y originariamente en e! pueb!or. 

El pueblo necesita e1ercer su soberanía, pero es imposible 

acerlo a través de todos sus integrantes, por lo que debe encargar esa función a un 

rgano determinado. 



30 

En algunos sistemas jurídicos, Ja soberanía se delega a los 

órganos de gobierno, es decir, que los soberanos son los representantes de! poder 

público, como lo puede ser e! Rey. Lo anterior no sucede en países como e! nuestro, 

donde la soberanía no reside en e! poder público, sino que se reconoce 

ong1nariamen1e en 1a vo!unrad del pueblo, por escrito, en el documento llamado 

Cons11tuc1ón. 1ª 

En efecto, el pueblo como ente titular de Ja soberanía, constituyó 

un Estado, el cual debe estar 1urídícamente organizado, por lo que crea una ley que 

sirve de base para esa organización jurídica y política. Esa ley Suprema, se 

encargará de organizar la forma de gobierno, y de crear los poderes públicos, 

jotándolos de facultades que se encuentran determinadas por el orden JUrídlco 

Siguiendo el mismo orden de ideas. los poderes públicos no son 

os titulares de la soberanía Su campo de acción la determina el mismo sistema 

Jrídico lo que consolida el principio de división de poderes, para que exista un 

:ontrapeso entre estos, que sirva para evitar cualquter violación a la soberanía. 

Sólo podemos hablar de un Estado soberano, si hacemos 

~ferenc1a a la presencia de un oraen _jurídico nacional por el cual no existe ningún 

tro poder.19 Es decir, la Constitución es un órgano JUrídtco supremo creado por 

ecisión del pueblo en e1ercic10 de su potestad soberana, por lo que no es posible 

~formarla si no mediante las vías establecidas por el mismo documento. 

Ibídem, pág_ 9. 
KELSEN, Hans. Teoría General del Derecho y del Estado. Op Cit. pág 248. 
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1.9 Poder Constituyente 

Siguiendo el análisis del capítulo anterior, y una vez planteados 

los conceptos de Const1tuc1ón y soberanía, es necesarro mencionar !o que se debe 

entender por Poder Constituyente. 

La soberanía ong1nalmente reside en el pueblo, pero para su 

ejercicio necesita plasmarse en un documento jurídico que llamamos Constitución. 

En la Carta Magna se establece el orden jurídico del Estado. 

La Constitución encuentra su origen y leg1trmldad en la 

soberanía del pueblo. Esta soberanía se deposita en un órgano colegiado que 

conocemos como poder constítuyente 

La Carta Magna nace por decisión soberana del pueblo, única y 

onginarla de la cual emana todo poder y por la cual se legitima el orden jurídico 

Para dar or!gen a una Constitución. e! pueblo integra un órgano 

colegiado al que se le conoce cómo poder constituyente. Este poder encuentra su 

origen de diversas maneras, puede ser un consenso general, o bien. alguna lucha 

armada donde el pueblo decide romper de manera violenta con el sistema JUríd1co 

1_asta entonces es;:ab!ec1do 

El poder constituyente es la soberanía misma. pues tiene la 

·unción de estructu:-ar pnmar!a y fundamentalmente al pueblo, mediante la creación 

je una Constitu:ión con sentido Jurídico-posit1vo, o sea, como un conjunto de 



32 

normas de derecho básicas y supremas.20 

La necesidad de que sea un poder constituyente el encargado 

de elaborar la Constitución, se presenta por que es imposible que todo un pueblo 

haga ese trabajo. por !o que corresponde a una asamblea esa tarea. Organismo al 

que denomrnamos Congreso Constituyente 

Este Congreso está conformado por representantes del pueblo. 

quienes se encargan de plantear, discutir y en su caso aprobar los pnncipios que 

serán integrados en !a Constitución 

Además el Congreso Constituyente debe establecer las normas, 

que contengan las bases Institucionales de creación, organización y determinación 

de las competencias que !es corresponden a los órganos constitucionales, y ros 

contenidos mínimos de protección de segundad jurídica de Jos gobernados 

Cabe hacer notar que el Congreso Constituyente tiene 

permanencia transitoria, ya que una vez creada la Ley Suprema, desaparece y da 

:iaso a nuevos órganos que se encargarán de cumplir con Jos fines del Estado Los 

Srganos a Jos que se da origen. son Jos poderes constituidos, que están facultados 

)ara crear leyes se~undarias, e rnc!usive para reformar la Constitución 

Al cumplir con su tarea el Congreso Constituyente se extingue y 

~n Ja propia ley Suprema se establece el proced1m1ento por e! cual puede 

eformarse (art í35 de !a Constitución). Es un proceso rígido, que sirve de 

)rotección para conservaí e\ sentido orig1naJ del documento 

0 BURGOA ORIHUEU. .. Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. Octava edición. Porrúa. México, 
991. pág 248. 
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1.1 O Poder Público 

Como hemos apuntado, el pueblo crea el orden jurídico supremo 

que se conoce como Constitución cuerpo Jurídico soberano, sobre de! cual no existe 

otro ooder 

Esta Constnución tiene como objetivo organizar y estructurar al 

Estado. que para llevar al cabo sus funciones requiere de personas físicas, ya que 

ésta es una institución pública suprema dotada de personalidad juríd1ca,21 es decir, 

una ficción jurídica carente de voluntad propia 

El Estado tiene la tarea de cumplir diversos objetivos, que 

solamente se pueden alcanzar con e! establecimiento de un poder público, 

encargado de llevar al cabo la tarea de gobierno, es decir, encauzar las actividades 

públicas y privadas Este poder se encuentra representado por los poderes de la 

Unión que se d1v1den en Ejecut1vo, Legislativo y Judicial Todos facultados para 

llevar al cabo ac1os de autoridad, que se caracterrzan por ser !mperauvos, 

unilaterales y coerc1t1vos. 

El poder público se traduce en la posibilidad de imponer la 

1oluntad del gobrerno sobre ia de los gobernados. con el fin de alcanzar los 

JbJe11vos estatales sin recurrir a 1a autorización de éstos, pero no sólo eso, sino con 

a pos1oiJ1dad de utilizar fa fuerza para que se obedezca. 

Es importante aclarar que si bien es c'1erto que el poder público 

mpone su voluntad aun en contra de la de los ciernas, el poder público no es un 

)oaer soberano Sus funciones se encuentran delimitadas por el orden jurídico 

1 lbíaem. pág. 255. 
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supremo. 

En todo orden jurídico se establece el campo de acción y 

competencia dentro de la cual pueden actuar Jos poderes públicos, por lo tanto, esas 

facultades de pode~ unilaterales, imperativas y coercitivas, deben apegarse a lo que 

indique la norma fundamental. 

A pesar que entre las funciones que ejerce el poder público se 

encuentra la referente a crear normas jurídicas generales y abstractas, no debe 

pensarse que los titulares adquteran potestad soberana. La facultad de crear leyes 

se encuentra delimttada y las normas que emanan del órgano legislativo no deben 

ser contrarias a lo que establece la Ley Suprema. 

1.11 Organismos Públicos Descentralizados 

El Estado es una institución pública, dotado de personalidad 

JUrid!ca. con ob1et1vos y fines determinados. Es una ficción 1urídica que desempeña 

sus funcrones a través de los titulares de sus diversos órganos. 

Dichos órganos se colocan en una situación Jerárquica de supra­

subord1nación "son entes 1mpersonal1zados, individuales o colegiados. que a nombre 

de! Estado o en su representación efectúan las diversas funciones en que se 

desarrolla el poder público"." 

22 Ibídem, pág. 259. 
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Siendo tan extensas las funciones de tos órganos estatales, 

sobre todo aquéllas que tiene a cargo la administración pública, es necesario crear 

diversos órganos que no mantengan una relación de jerarquía, pero a quienes se les 

puedan confiar act1v1dades técnico-administrativas. que le correspondan al Estado. 

De tal forma que dentro de la adm1n1stración pública federal. 

existen !os organismos descentralizados, que de conformidad al artículo 45, de !a 

Ley Orgánica de la Administración Públ1ca Federa!, son "las entidades creadas por 

ley o decreto del Congreso de la Unión o por decreto del Ejecutivo Federal, con 

personalidad Jurídica y patrimonio propios, cualquiera que sea la postura legal que 

adopten". 

Estos organismos tienen que prestar los servicios suficrentes 

para satisfacer las necesidades de la sociedad. Todo organismo descentralizado se 

crea para cumplir con alguno de los objetivos que señala el artículo 14 de la Ley 

Federal de Entidades Paraestatales: "son organismos descentralizados, las 

personas jurídicas creadas conforrre a lo dispuesto por la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal y cuyo objeto sea. 

• 1 - La realización de acuvidades correspond1entes a las áreas estratégicas o 

prioritarias· 

• ll - La prestación de un serviclo público o social; o 

• 111.- La obten::::ón o aphcación de recursos para fines de asistencia o seguridad 

social". 

Los organismos desCentralizados son entes dotados de 

personalidad jurídica, ya sea por una ley o decreto del Congreso de la Unión, o por 

decreto de! E1e:::~t!vo Federa!. Su tarea principal consiste en realizar diversos fines 

específicos que originalmente corresponden a Jos órganos de poder, para lo que 
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cuentan con un patrimonio propio, con autonomía técnica y orgánica. Se estructuran 

con reglas técnrcas especiales. con procedimientos de la misma naturaleza. Su 

administración debe ser ágil, eficiente. sujeta a los sistemas de control establecidos 

en la ley, así como a los demás que se relacionan con la administración pública. 

~s necesario aclarar que a pesar de que estos organismos 

cuen1an con pa1nmon10 propio. estos' recursos corresponden de manera ong1nal al 

Estado. aunque sometidos a un régimen especial, por !o que en el momento que 

desaparecen los organismos descentralizados, los bienes vuelven a! patnmon10 del 

Estado. Lo anterior lo podemos comprender mejor con la interpretación que da el 

Poder Judicial Federal al respecto: 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS. COMPETENCIA DEL FUERO FEDERAL PARA 

CONOCER DE JUICIOS EN LOS QUE INTERVENGAN. Y SE COMPROMETA SU 

PATRIMONIO La creación de !os organismos públicos descentrallzados obedece a una 

necesidad de confiar algunas act1v1dades administrativas a órganos que guardan con la 

admm1strac1ón federal, una relación que no es de jerarquía, para lograr de esa manera la 

satisfacción más eficaz de los intereses sociales; por ello, como caracteres esenciales de !os 

organismos descentralizados se encuentra la existencia de una personalidad iurid1ca 

especial y ae un patrimonio propio. Sm embargo, el patrimonio de esos organismos forma 

parte de !a feCeración ya que de acuerdo a los artículos 1º, 3º y 45 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Feaeral, los organismos descentralizados se encuentran integrando 

1a adm1mstrac1ón púb!Jca paraestatal y de conformidad con los articules 1 º a 3º de la Ley 

General de Bienes Nacionales los brenes que mtegran su patrlmomo son creados como 

bienes de la Federación, por lo que la misma tiene interés en los lit:igros a que estén 

compromet1cos De ello debe concluirse, con fundamento en los articulos 104, frac 111, 

constitucional. 54, frac. ll, de la Ley Orgénica del Poder Judicial de la Federación, 18 y 19 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, que es en el fuero federal en el que radica Ja 

jurisdicción oara conocer de tales controversias, lo que coincide con to previsto en e! artículo 

7º de ta Ley General de Bienes Nacionales que dispone que "solo los tribunales de la 

Federación serén competentes para conocer de Jos JUICIOS de civiles, penales o 

administrativos, así como de !os procedimientos Judiciales no contenciosos que se 

relacwnen con brenes nacionales, sean de domm10 público o de dominio pnvado". 
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Competencia 207/81 • Jueces Primero de OiStrito en Materia Civil en el Estado de Jahsco y 

Pnmero de lo Civil en la ciudad de Guadalajara, Jalisco.- 9 de septiembre de 1982.­

Unanimldad de 4 votos - Ponente. Glona León Orantes. Secretario: Raúl Ponce Fanas. 

Competencia 280/82.- Jueces Pñmero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal y 

Vigésimo Noveno de lo Civil en el Distrito Federal.- 23de1unio de 1983.- 5 votos.- Ponente: 

Ernesto Díaz Infante Secretario Víctor Manuel Islas Domínguez. Compétencla 223/87 -

Juez Qumto de D!stritc er. Materia C1v1l en el Estado de Veracruz y Juez Segundo oe 

Pnmera instancia de Poza Rlca, Veracruz.- 24 de febrero de 1988 - Unanimidad de 4 votos -

Poneme. Mariano Azuela GUttrón. Secretaria. María Estela Ferrer Mac-Gregor Po1sot 

Ausente: Ernesto Díaz Infante 

Competencia 190/86- Jueces Primero de Distrito en Matena CivJ/ en er Estado de Jalisco y 

Primero de lo Civil en la ciudad de Guaaala1ara, Jalisco - 9 de septiembre de 1982-

Unanimldad de 4 votos- Ponente Gloria León Orantes. Secretario: Raúl Ponce Farias. 

Competeneta 120/88.- Juez Cuarto Mixto de Paz del Distrito Federal y Juez Segundo de 

Distrito en Materia Civil en e! Distrito Federal.- 3 de octubre de 1988- Unanimidad de 4 

votos_- Ponente: José Manuel Villagordoa de Lozano. Secretario: Manuel Cicero Sabido. 

(Texto aprobado por sesión de 28 de noviembre de 1988). 

Estos organismos descentralizados desempeñan act1v1dades de 

carácter económico. por lo que también cuentan con ingresos propios derivados del 

e1erc1c10 de su actividad. ya sea por los servicios o por /os bienes que explotan Sin 

de1ar de observar que de igual modo estos ingresos forman parte del patrimonio 

estatal 

La autonomía de estos organrsmos no es tan amplia. dependen 

jeJ E1ecutivo Federa!, quien impone de manera indirecta Jos lineamientos que les fi1a 

a ley Los organ!smos descentralizados cuentan con sistemas de v1gilanc1a y 

;antro: por Jo oue sus func1onanos también se encuentran sujetos a !o dispuesto en 

a Ley Federal de Responsabilidades de los S13rv1dores Públicos 

No debemos dejar de mencionar que estos organismos además 
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de contar con carácter técnico, cuentan con un carácter político,23 ya que los 

titulares son nombrados por el Eiecutivo Federal, sea diíectamente o a través de los 

coordinadores de sector, según se desprende de los artículos 52 y 53 de la Ley 

Orgánica de la Administración Púbhca Federal. Además tienen la obligación de 

acudir a! Congreso cuando alguna de las Cámaras requieran de informes 

relacionados con los asuntos de! organismo que dirigen, o bien, se discuta una ley 

de su ramo. 

23 ACOSTA ROMERO. Miguel. Teoría General del Derecho Administrativo. Primer curso. Décima 
edición Porrúa México, 1991, pág 378. 



11. ANTECEDENTES DEL DERECHO BUROCRATICO 

2.1 El Constituyente de 1917 

Las normas laborales han sufrido incesantes ataques de 

aquellas personas que pretenden reformarla, por considerar que es una norma 

obsoleta e ineficaz Sin embargo, los preceptos contenidos en su cuerpo nonmativo, 

solamente se pueden valorar a través de un estudio histónco, que permita entender 

su valor y la razón de su existencia. 

Los movímientos armados y las invasiones extranJeras a 

terntono nacional, fueron problemas que se aquejaron desde e! nacimiento del 

México independiente, pero no es sino hasta e! porf1nato, donde se inicia una época 

de estabilidad social. En efecto, es durante el gobierno del General Porfirio Diaz, 

que se inicia a parnr de mayo de 1876. cuando se termina con esa inestabilidad y se 

inicia el cambio hacia un progreso insólito Beneficios que lamentablemente se 

dieron en base a un costo social también sin precedentes 

El progreso que se vivió en el pais durante el período de la 

drctadura porlirista es cuestionable, si consideramos que se permitió el saqueo de 

los recursos naturales a industrias extranjeras Además del abuso 1nd1scriminado 

sobre obreros y campesinos; que fue com_o el general Díaz logró e! resonante 

crec1m1ento. 

Durante el porfiriato, las empresas extranjeras se benefrciaron 

con todo tipo de concesrones, que a la vez se traducían en inmensos beneficios para 
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éstas, pero que lamentablemente no se reflejaron en algún bienestar para el país. 

Durante esta etapa no se coristruyeron obras de bienestar social, ni escuelas que 

significaran un progreso nacional 24 

Por otra parte, en materia agrícola se vivió la más amarga de tas 

1n1usuc1as. En esta época, se despojó de sus tierras a los pequeños prop1etanos, con 

el fin de concesionarlas a 1naustnas extranjeras o caciques nacionales, lo que 

provocó que las tierras se encontraran en pocas manos y se formaran latifundios 

que no contaban con una producción superior a la de la satisfacción de sus propias 

necesidades. El país se hundió en un rezago agrícola del que aun no se repone. 

Con el espejismo del progreso, se despojaron enormes 

extens1ones de tierra, que se traducía en la injusticia social que sUfrían las clases 

campesinas Los campesinos de Ja época se sujetaban a !a voluntad del cacique, 

configurando una verdadera esc1avitud. Por otra parte, los obreros se encontraban 

sujetos a condiciones de trabajo deplorables 

Todas aquellas lnjusttc1as que se suscitaron por más de treinta 

años de dictadura. dieron como resultado el levantamiento armado de 191 O 

En este movimiento armado, se vivieron drstintos matices. En el 

pnmer año de guerra se termina con el régimen porfirista, pero comienza una batalla 

entre líderes de los diversos grupos que part1c1paron en la lucha. Es hasta julio de 

1914 en que Venust1ano Carranza entra victorioso a la ciudad de México como 

primer Jefe del Ejército Const1tuc1onal y el país adquiere un matiz de estabilidad 

po\ítica.25 

Venust1ano Carranza, como primer jefe del EJérc1to 

24 HISTORIA GENERAL DE MEXlCO "Tómo 2 El Colegio de México Harla México 1988, pág 1170. 
:"Ibídem. pág 1138. 
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Constitucional, trata de ordenar el país, pero no es posible contra Ja incesante lucha 

interna entre los jefes revolucionarios, que intentan cada uno asumir e! poder. Hasta 

que en octubre de 1915 el presidente estadounidense Henry Lane Wilson reconoce 

el triunfo militar de Carranza, y consolida el régimen carrancista 

Es en este momento, que comienza una verdadera revolución 

social, sustentada en Ja creac!ón de leyes enfocadas a buscar la satisfacción a las 

necesidades económicas. políticas y sociales de! país. Se busca alcanzar Ja justicia 

socia! entre los mexicanos. La política de Carranza se encamina a resolver 

problemas de la vida nacional, cómo el agrario, el obrero, el económico, la 

educación, la soberanía de los recursos naturales, Ja relación entre la Iglesia y el 

Estado, y la estructura política. 

El Jefe Constitucionalista trata de abatir los problemas añejos 

de la vida nacional con la promulgación de leyes y decretos, pretendiendo que estas 

normas adquirieran legitimidad de manera paulatina. Lamentablemente sus acciones 

no fueron suf1c1entes _ por lo que Carranza se hace a la tarea de crear una nueva 

Constituc1ón, 26 un marco Jurídico que conservara e! espíritu liberal de la Constrtuc1ón 

de 1857, pero que subsanara sus defectos Se debe señalar que dicha reforma se 

encaminaba pnnc1pa!mente a legitimar una mayor fuerza de acción del e1ecutivo, 

para que Carranza como Presidente, no tuviera límites en la aplicación de sus 

planes de gobierno. 

Siguiendo su nueva estrategia, el 14 de febrero de 1916, 

Venustiano Carranza promulga un decreto de reformas al Plan de Guadalupe, cuyo 

propósito consistía en convocar la reunión de un Congreso Constituyente, que se 

encargara de estudiar las reformas convenientes a la Constitución. Las elecciones 

del Congreso Constituyente se celebraron el 22 de octubre de 1916, para reunirse ef 

26 Ibídem. pág. 1150 
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1° de diciembre del mismo año. 

Después de un intenso trabajo por parte del gobierno 

carrancista, el 20 de noviembre iniciaron las sesiones preparatorias del Congreso, 

presididas por Manuel Amaya. diputado por Coahuila. En la sesión del 30 de 

noviembre se efec:uaron elecciones para fa mesa directiva del Congreso. Resultaron 

eieg1aos como ::::,.es1denre L.J1s Manuel RoJas: pnmer vicepresidente, Cándido 

Agui!ar: segundo v1cepres1dente, Salvador González Torres; secretarios. Fernando 

L1zard1, Ernesto Meade Fierro, José María Truchuela y Antonio Ancona Albertos; y 

prosecretarios: Jesús López Lira, Fernando Castaños, Juan de Dios Bojórquez y 

Flavio A. Bórquez 27 

El 1° de diciembre de 1916, Venustiano Carranza presentó su 

proyecto de Reformas a la Constitución, documento que preserva un sentido 

conservador; no busca un camblo de estructuras, salvo la adquisición de mayores 

facultades para el EJeCutivo que sirvieran de sustento para alcanzar un mayor 

campo de acción e intervención en Ja vida nacional. 

El Constituyente de Querétaro se integró por hombres jóvenes e 

1deaíistas, que buscaban hacer efectivos los ideales por los cuales el pueblo 

nexicano se levantó en armas Estos hombres tenían el propósito de hacer una 

1erdadera revolución social. que reflejara beneficios para aquellos hombres que 

ucharon por un idea! de just1c1a social y que después de incesantes batallas no 

1abían cosechado los frutos anhelados. Por tal motivo, e! proyecto de Constitución 

)rigina! fue debat100 y reformaao en muchos sentidos 

~I Constituyente se dio a la tarea de adicionar princrp1os que 

:DIARIO DE LOS o::BATES DEL CONGRESO CONSTITUYENTE 1916-1917 Ediciones de la 
~omisión Nacionat para la Celebración de! sesquicentenario de la proclamación de Ja independencia 
aaonal y oel ctncuentenario de la Revolución Mexicana, México, 1960, tomo l pág 375-376. 
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sirvieron de sustento ideológico en la lucha armada, causando en Jos debates del 

Congreso Constituyente las más apasionadas controversias, sintiéndose las 

diversas corrientes ideológicas que concurrían a la convención. Las posiciones eran 

divididas, las ideologías de los ponentes fueron múltiples, al grado que incorporaron 

al nuevo cuerpo legal, pnnc1pios relativos a la educación, la religión y el Estado 

Pero sin lugar a dudas la 1ncorporac1ón al texto constitucional de 

los derechos sociales fue Ja aportación más original y de mayor trascendencia que 

adoptó el Constituyente. En dichas disposiciones se enmarcaba el premio a Jos 

múltiples sacrificios de la sociedad mexicana. 

Finalmente, el 5 de febrero de 1917, después de dos meses de 

incesantes debates, se proclamó la Constitución, que se resumía como el texto 

reivindicatorio del pueblo de México. 

2.2 Artículo 123 

Como hemos apuntado, los derechos sociales sustentados en la 

Consutuc1ón de 1917. son resultado del anhelo nacional. Se incluyen verdaderas 

bases de justicia social. sín embargo, el camino para su tormación no fue fáci!, ya 

que para consolidarse. se tuvo que luchar primero en el campo de batalla y después 

en e\ recinto \egls\ativo. 

Dentro del proyecto de reformas constitucionales que 

Venust1ano Carranza presentó ante el Constituyente de Querétaro, destaca Ja 

propuesta de dar al Congreso Ja facultad de legislar en materia de trabajo, 



44 

esperando con esta reforma, implementar las instituciones que sirvan para favorecer 

a Ja clase trabajadora. 

Con relación al tema del trabajo, Carranza propuso conservar el 

artículo 5° constitucional (relativo a la libertad de trabajo), tal como lo sustentaba la 

Caíta Magna de 1857, inclusive con Ja reforma de 1898, Este precepto sustentaba Ja 

prc'lib1ción de que e! individuo conviniere una renuncia temporal o def1n1t1va para 

ejercer determinada profesión, industria o trabajo, y la limitación a un año del plazo 

obligatorio de! contrato de trabajo, sin que éste pudiera extenderse a la renuncia, 

pérdida o menoscabo de !os derechos políticos o civiles 

La primera Comisión de Constitución, presentó en la sesión del 

26 de diciembre un dictamen favorable al proyecto del artículo 5°, pero los Diputados 

Agu1lar. Jara y Góngora propusieron algunas adiciones, de las que destacaron 

incluir en el precepto el establecimiento de una jornada máxima de trabajo de ocho 

horas. Ja prohib1c1ón del trabajo nocturno industrial para niños y mujeres: y el 

descanso semanal 

Sin embargo, Ja Comisión no juzgó procedente la inclusión en el 

artículo 5º de otros puntos de dicha iniciativa, como podrían ser los relativos al 

principio de Ja igualdad del salario en igualdad de trabajo, indemnizaciones por 

accidentes y enfermedades profesionales, la solución de Jos litigios laborales, etc. 

Su negativa se sustentaba en razón de que estos temas no tenían lugar en la 

sección de garantías individuales, por lo que aplazaron su estudio para cuando 

llegara ei tema de las facultades del Congreso. 

La Comisión manifestaba sus deseos por ir más allá del proyecto 

ong1nal de Carranza. sin embargo, fa influencia de la doctnna tradicional 

consntuc1ona/1sta limitaba sus aspiraciones, ya que no se consideraba propio incluir 
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dentro del capítulo de garantías individuales, prerrogativas dirigidas a determinados 

grupos sociales. 

Los debates en torno al artículo 5° Constitucional del proyecto 

de Carranza, manifestaron dos tendencias en cuanto a la 1nclus1ón de preceptos 

polft1co-soc1a!es en el texto constitucional. 

La primera corriente (negativa) se apoyaba en la técnica 

constitucional clásJca, que Juzgaba poco aconsejable la inclusión en la Carta 

Fundamental, de materias que habitualmente se regulaban en la legislación 

ordinaria, ya que se pensaba que la materia constitucional estaba circunscrita a la 

organización política del Estado y a los derechos individuales. 

Esa tendencia la sostenJan entre otros, Fernando Lizardi, quien 

[dejando ver su postura conservadora] sostuvo que la limitación de la jornada 

méxima de trabajo en e! artículo 5° !e queda al artículo exactamente como un par de 

pistolas a un Santo Cristo. 

La cornente innovadora (positiva) sostenía que la técnica 

const1tuc1onal clásica no era motivo suficiente para limitar la facultad legislativa del 

Congreso, pues era el momento propicio para cambiar el futuro de la nación 

El ataque a la corriente negativa la inició el diputado Cayetano 

Andrade, quién recordó a la Asamblea Constituyente. que el movimiento 

const1tuc1onalista no fue solamente una revolución política. sino una revolución 

eminentemente social. que buscaba una transformación en todos los órdenes: "las 

const1tuc1ones ciertamente que como Jo dijo atinadamente e! señor Medina, no debe 

ser trabajo de las m1serías humanas ni mucho menos una especie de terapéutica 

nacional, es decir, un catálogo de los remedios que necesitamos; pero. sí más o 



46 

menos deben marcarse las tendencias, las aspiraciones, dar rumbo y guías para el 

progreso de una sociedad La Constitución actual debe responder, por cons1gu1ente, 

a los principios generales de la revolución constitucionalista, que no fue una 

revolución como la maderista o la de Ayutla, un movimiento meramente instintivo 

para echar abajo a un tirano; Ja revolución constitucionalista tiene Ja gran 

trascendencia ae ser una revolución eminentemente sociai y, por Jo mismo, trae 

corr.o corolano una transformación en Todos los órdenes Los elemen¡ales principias 

para la lucha constituc1onal, que traen como consecuencia las libertades públicas, 

fueron de las clases obreras, Jos trabajadores de los campos, ese fue el elemento 

que produjo este gran triunfo y por lo mismo, nosotros debemos interpretar esas 

necesidades, y darles su justo coronam1ento". 28 

En e\ mismo sentido, Her/berta Jara, criticó la doctrina 

constitucronalrsta ctásica, de manera tajante, defendiendo la inclusión de normas 

protectoras de la clase obrera en la Ley Fundamental. "los junsconsultos, los 

tratadistas. ras eminencias en general en matena de Jegislac1ón, probablemente 

encuentran hasta ridícula esta proposición, ¿cómo se va a señalar allí que el 

ind1v1duo no debe trabajar más de ocho horas al día? Eso, según ellos. es imposible, 

eso. según ellos, pertenece a la reglamentación de las leyes; pero, precisamente. 

señores esa tendencia, esa teoría. ¿qué es lo que ha hecho? Que nuestra 

constitución tan libérrima, tan amplia, tan buena haya resultado, como la llamaban 

los señores científicos, <un traje de luces para el pueblo mexrcano>, porque faltó 

esa reglamentación, porque jamás se hizo. Se dejaron consignados los principios 

generales, y allí concluyó todo_ Después (.quién se encargará de reglamentar? 

Todos ros gobiernos tienden a consolidarse y a mantener un estado de cosas y 

dejan a los innovadores que vengan a hacer ta! o cual reforma. De allí ha venido 

que, no obstante la libertad que aparentemente se garantiza en nuestra Carta 

Magna, haya sido tan restringida, de allí ha venido que los hermosos capítulos que 

20 Ibídem. oág. 380 
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contiene la referida Carta Magna, queden nada más como reliquias históricas allí en 

ese libro"_ 

Finalmente, Jos diputados Héctor Victoria, Froylán ManJarrez y 

Alfonso Cravioto plantearon, en definitiva, el nacimiento de las garantías sociales. El 

Diputado obrero, Héctor Victoria, que asistió al Congreso de Querétaro, lamentó la 

opos1crón de un sector de !a asamolea a Ja integración de los derechos obreros en !a 

Const1tuc1ón: "es verdade~amente sensible que el traerse a discusión un proyecto de 

reformas que se dice revolucionario, deje pasar por alto las libertades públicas, 

como han pasado hasta ahora las estrellas sobre las cabezas de los proletarios; 

jallá a Jo lejos!". 29 

En el mismo orden de ideas, Victoria pidió que el artícu10 5° 

fuera complementado cor- las bases constitucionales de la legislación ordinaria del 

trabajo. no importando la contradicción que se hiciera a la técnica constitucional 

clásica, "los trabajadores estamos enteramente cansados de la labor pérfida que en 

detrimento de las libertades públicas han llevado a cabo los académicos, los ilustres, 

los sabios, en una palabra, Jos 1urisconsultos". 

Pero fue Froylán ManJarrez quien pugnó por la dedicación de 

todo un iítulo constitucional, que atendiera el problema del trabajo, objetivo que 

juzgó indispensable para conjugar !os ideales revolucionarios, sin importar que se 

rompieran los principios ciásicos constituc1onales: "creo que debe ser más explícita 

nuestra Carta Magna sobre este punto, y precisamente porque debe serlo, debemos 

dedicarle toda atención, y si quiere no un articulo. no una adición. sino todo un 

capítulo, todo un título a la Carta Magna_ a ~mí no me importa nada de eso, a m1 lo 

que me importa es que se den las garantías suf1c1entes a los trabajadores, a mí lo 

que me importa es que atendamos debidamente al clamor de esos hombres que se 

29 Ibídem, pág.381 
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levantaron en la lucha armada y que son los que más merecen que nosotros 

busquemos su bienestar y no nos espantemos a que debido a errores de forma 

aparezca la Constitución un poco mala en la forma; no nos asustemos de esas 

trivialidades, vamos al fondo de la cuestión; introduzcamos todas las reformas que 

sean necesarias al trabaJD". 

?or otra parte, Alfonso Cravioto afirmó que el artículo 5° 

presentado por la Comisión, no era suficiente para dar solución a Jos problemas en 

cuestión, por lo que propuso la creación de un articulo constituc1ona/ especia!, 

dedicado a la protección de los derechos laborales. Su sustento era que la 

Revolución Mexicana no sólo buscaba la tranSformación polit1ca, sino que de 

manera primordial una serie de reformas sociales. Esas reformas sociales pueden 

condensarse así: Lucha contra el peonismo, o sea la redención de los trabajadores 

de los campos: lucha contra el obrensmo, o sea la reivindicación legítima de tos 

obreros, así de los talleres como de las fábricas y de las minas, lucha contra el 

hacend1smo, o sea Ja creación. formación, desarrollo y multiplicación de la pequeña 

propiedad; lucha contra el cap1tal1smo monopolizador y contra el cap1tal:smo 

absorbente y privilegiado: luchemos contra el clericalismo, pero sin confundir el 

clencahsmo con todos los relig1osos, luchemos contra el mi!rtarrsmo, pero sin 

confundir e! miJ1tansmo con nuestro Ejército. 

Crav1oto manifestó que !a democracia es e! gobierno de la 

sociedad. por las clases populares y para su beneficio, la democracia "no es otra 

cosa que un casi soo1aiismo"; para él, la fórmula liberal de "dejar hacer, dejar pasar' 

era enteramente Inadmisible para las masas Cravioto hizo ver que el primer jefe 

constituciona!ista desde Veracruz. había encargado la elaboración de leyes 

protectoras para la ciase obrera y pidió a Ja asamblea que el licenciado Macias 

autor de dichos proyectos, informara de sus trabaJOS. 
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Finalmente presentó su moción de que se elaborara un artículo 

especial que seria el más glorioso de los trabajos de la Asamblea Constituyente: 

"Así como Francia. después de su revolución, ha tenido el alto honor de consagrar 

en !a pnmera de sus cartas magnas los inmortales derechos del hombre, así Ja 

Revolución Mexi::;ana tendrá el orgullo legítimo de mostrar al mundo que es la 

primera de cons ;:1ar en una Constrtución los sagrados derechos de los obreros" 

De Jos múltiples debates que se presentaron en el recinto 

Jeg1s1ativo, finalmente el constituyente logró un consenso unánime. y la Asamblea 

aprobó suspenCer la discus!ón del artículo 5°, para que se presentara a su 

consideración un oroyecto de bases constitucionales en materia de trabajo. 

Fue a través de una Comisión, como se comenzó a elaborar un 

proyecto de art\c.J\o constitucional, especif1camente dedicado a la materia del 

trabajo, y se inte;raba por el ingeniero Pastor Rouaix, diputado poblano y secretario 

de fomento con licencia del gabinete carrancista, y por él ncenciado José Natividad 

Macias, quienes tenían el encargo de tan importante labor. El Diputado Rouaix se 

encargó de organ.zar un grupo ae trabajo, al que se unieron entre otros, el general y 

licenciado José loccente Lugo y el diputado Rafael L de los Ríos A dicho grupo de 

redacción se Jnte~raron diversos diputados interesados en el problema, siendo los 

más destacados V.etano Góngora, Esteban Baca Calderón, Silvestre Dorador, Jesús 

de la Torre. Alt:·e:i.o Terrones Benítez, Antonio Gutiérrez, José Alvarez, Donato 

Bravo Izquierdo Samuel de los Santos. Pedro A. Chapa, Porfirio del Castillo, 

D1on1s10 Zavala Carlos L Grac1das y Rafael Martínez de Escobar 

La Comisión tuvo diversc:is bases para el cumplimiento de su 

tarea. tomando rc5as de !a !eg1síación obrera de Macias, así como el resultado de 

los debates sobre el artículo 5° además de la diversa legislación obrera que se 

exp101ó en ese er::8nces en vanos de los estados de !a República 
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El proyecto final fue presentado ante el Congreso el 13 de enero 

de 1917 suscrito por 46 diputados, además de las personas que habían colaborado 

habitualmente en el grupo de trabajo. El documento incluía las razones y la 

naturaleza de las reformas propuestas, tanto del artículo 5°, como el nuevo precepto 

constitucional Como rdea básica se señaló el incuestionable derecho de! Estado. 

para 1nterven1r como 1nst1tución reguladora en el desarrollo del trabajo del hombre, 

cuando es objeto oe una relación labora! 

El proyecto presentado por el grupo de trabajo fue conocido y 

aceptado por el Presidente Carranza, sin hacer observaciones. El Congreso lo turnó 

a la primera Comisión de Constitución, Ja cual emitió un dictamen favorable. aunque 

proponiendo algunas modificaciones y adiciones, tales como la participación de los 

obreros en las utilidades de las empresas y \a obligación de éstas para proporcionar 

habitación a sus trabajadores. Estas innovaciones fueron inspiradas 

fundamentalmente poi Múgica. 

El 23 de enero de 1917, se inició la discusión del dictamen 

correspondiente para que se aprobara el proyecto. destacando en el debate el 

reconocimiento al derecho de huelga, que sin lugar a dudas fue el tema más 

controvertido. Finalmente un total de 163 diputados aprobaron por unan1mrdad los 

textos del artículo 5° y del que pasaría a ser el artículo 123, dentro del título 

constitucional denominado "Del Trabajo y la Previsión Social". 

El articulo 123 de la Constitución Mexicana de 1917, dio cause a 

una revolución 1deológ1ca de los principios constituc1onales del derecho clásico. Es 

una obra 1uridica fruto del sacrificio de las· clases más desfavorables de nuestra 

nación, cuyos anhelos no podían dejarse en el olvido por el Constituyente de 

Queréiaro, qwen de manera responsable afrontó el reto de elevar a rango 

constitucional los derechos de la clase trabajadora. Con su acierto. e\ Constituyente 
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de Querétaro revolucionó la teoría constitucional clásica, al incluir dentro de la Ley 

Suprema la regulación de las relaciones obrero-patronales. 

Los derechos sociales implican la obligación del Estado, de 

v1guar que las re¡actones ae traoaJO se \leven con equidad, en busca de !a JUst1c1a 

so.::1a que evite q.;e se presen::en Jos abusos cometidos en el pasado. 

La declaración de Jos derechos sociales contenida en el artículo 

123, contiene enorme riqueza en cuanto a los de principios protectores para la clase 

traba1adora, de los que se destacan las siguientes garantías: 

1 Del trabajo individual, sm dist1nc1ón de sexo, edad o nacionalidad, reglas directas 

de la prestación del servicio 

2. Protección al trabajo de las mujeres y de los menores, 

3. derechos co!ect1vos. sindicaros, negociación colectiva, huelga, 

4. Protección en materia procesal, y 

5. Garantías relacionadas con la previsión social. 

La declaración de los Derechos Sociales, que se cristaliza en e! 

articuio 123 de la Constitución oe 1917, marca la pauta en Ja búsqueda de la justicia 

social Sin embargo. la protección JUridtca que el Constituyente de Querétaro 

instrtuye para la clase trabaJadora, no incluyó en los mismos términos a !os 

trabajadores al servicio del Estado que en cuestiones laborales seguían sujetos a 

las disoos1c1ones del Derecho Adm1n1strat1vo. 
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2.3 Ley Federal del Trabajo de 1931 

Dentro del proyecto de Constitución que presentó el Presidente 

Carranza, se consignaba la facultad del Congreso de la Unión para legislar en 

materia de trabaJO sin embargo, el Constituyente de Querétaro no lo aprobó y 

estableció la facultad del Congreso de ia Unión y las legislaturas de ios Estados 

para expedir leyes laborales que se a1ustaran a las necesidades de cada región. 

Bajo ese contexto, las legislaturas estatales se dieron a la tarea 

de elaborar sus propias leyes de trabajo. De éstas leyes destaca la de Veracruz, ya 

que fue la primera en promulgarse y fue antecedente para la creación de otras e 

incluso sirvió de modelo para conformar la Ley Federal de 1931. 

La iacultad que el Constituyente otorgó a los Estados para 

promulgar sus propias leyes laborales no fue del todo sana. muy pronto se 

presentaron diversos problemas que sólo entorpecieron los fines trazados e:i los 

princ1p1os del artículo 123 

La falta de criterios uniformes en la aplicación de los derechos 

sociales, acarreó muchos problemas. Una dificultad típica, fue ei desarrollo de la 

industria, que se expandia entado e! territorio nacional. 

Si en dlstinras entidades existían establecimientos de una misma 

empresa, los traba1adores mantenían condiciones de trabaJo totalmente desiguales 

Los emoresar!os buscaban establecerse eñ plazas donde tas leyes fueran más 

benéficas con sus intereses to que provocaba fa creación de normas con carácter 

económico y no JLiíídrco 
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Los problemas que se presentaron, hicieron reflexionar al 

legislador y motivó un cambio en la fórmula original, para optar por una legislación 

de carácter federal que fuera expedida oor el Congreso de la Unión, pero con la 

posibilidad de ser aplicada por autoridades de cada Estado, y de esa manera hacer 

llegar la justicia social a cada rincón del país. 

El Pres1aente e1 !Jcenc1ado Emtl10 Portes Gil, envió al Congreso 

un proyecto de Código Federa! del TrabaJD, elaborado por una comisión que se 

integraba por los licenciados Praxedis Balboa, Enrique Delhumeau y Alfredo lñarntu; 

proyecto que se conoce como el Proyecto Portes Gil. 

Este proyecto no tuvo fortuna, fue objeto de rechazos tanto de 

patrones como ce trabajadores, sin embargo. hay que destacar que no era del todo 

malo. e! proyecro incluía dentro de sus postulados normas protectoras para los 

trabajadores al servicio del Estado. concedía las mismas protecciones y 

prerrogativas a obreros y burócratas: además que señalaba la Institución del 

contrato colect1vo casi con los términos en que actualmente aparece en la Ley, así 

como el contrato-ley. además del contrato tndividuat.30 

El Proyec10 Portes Gil fue sust1tu1do por el "Proyecto de la 

Secretaría de ln::::.·Jstria. Comercio y Trabajo" que se presentó ante el Congreso por 

iniciativa del Pres1aente Pascual Ortíz Rubio. La iniciativa fue aprobada y luego 

promulgada el 18 de agosto de 1931 

La Ley de 1931 man¡uvo una tendencia proteccionista para el 

trabajaaor, pero s~n incluir beneficios para los trabajadores al servicio del Estado 

como lo hizo en SJ momento el proyecto Portes Gil. La orientación de esta ley para 

tratar !a sítuaciór; oe los burócratas fue ta1ante; tal como se desprende de su artí:;ulo 

30CANTON MOLLER. Miguei Derecho del Traba10 Burocrático. Segunda edición. Pac. México, 1991, 
pág. 72. 
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2° que señala "las relaciones entre e! Estado y sus servidores se regirán por las 

leyes del servicio civil que se expidan". Por Jo que Jas garantías sociales que fueron 

otorgadas por el Constituyente de 1917, aún no beneficiaban a los trabajadores al 

serv1c10 del Estado 

La Ley Feaera1 de 1931 tuvo una vigencia de casi cuarenta 

af'-ias !o que nos nace compan:1~ ias af1rmac1ones que hacen los autores, al 

considerar que fue una ley eficaz y que solamente por la necesidad de adecuar los 

preceptos a la dinámica de la vida diaria, se abrogó la multicitada Ley 

2.4 Decreto Presidencial de Abelardo L Rodñguez 

Como hemos apuntado, los trabajadores al servicio del Estado 

no gozaron de los beneficios de la Declaración de los Derechos Sociales, 

enmarcada en la Constitución de 1917. Los trabajadores al Servicio del Estado, 

fueror. exclwdos totalmente Las prerrogativas enunciadas por el articulo 123 

constitucronal nunca los benefició Su exclusión no se justifica, ya que ese artículo 

no d1sf1ngue entre los trabajadores de la iniciativa privada y los del Estado; por lo 

que no existe razón para que las leyes secundarias hagan dicha clasificación 

De las leyes que en su tiempo emitieron las legislaturas locales, 

y posteriormente la Ley Federal de 1931, se excluyeron a los trabajadores al servicio 

del Estado, dejanao que sus relaciones laborales se regularan de acuerdo a 

principios de Derecho Adminrstrativo 

Por mucho tiempo las relaciones laborales entre el Estado y sus 
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trabajadores siguieron principios de Derecho Administrativo Dentro de esta 

disciplina encontramos que los órganos estatales mantienen una relación de 

jerarquía, es decir. varios poderes mantienen la unidad de la administración, a pesar 

de la diversidad de los órganos que la forman Esos poderes son los de decisión y 

de mando que conserva la autoridad supenor. 31 

Siguiendo el mismo orden de ideas, se considera que entre ei 

Estado y sus tra:Jajadores existe una relación de supra-subordinación, que se da 

desde el trabajador hasta el titular del órgano, y éste adquiere facultades como las 

de nombramiento o el poder disciplinario que impone a los inferiores jerarqu1cos. Lo 

que representa una ruptura de los ideales reivindicatorios de los derechos sociales. 

La falta de seguridad juridica que sufren los trabajadores al 

servicio del Estado se ha ¡ustificado con afirmar que la Declaración de los Derechos 

Soc1ales, se hrzo con e! fin de buscar un equilibrio entre el capital y e! trabajo como 

factores de !a producción; situación que no se presenta en las relaciones entre el 

Estado y sus traba¡adores. 

La inseguridad Jurídica de los trabajadores al servicio del Estado, 

fue ta causa para emprender Ja lucha de los burócratas en busca del reconocim1ento 

de sus derechos Se hicieron constantes movilizac1ones, así como presiones en 

todos los ámbitos 

Con la renuncia del entonces presidente Oniz Rubio, la Camara 

de Diputados ei1gió como presidente interino al general Abelardo L. Rodríguez, 

quien durante su breve período de gobierno, mostró cierto interés en los problemas 

31 FRAGA, Gabino o=RECHOADMJN!STRAT!VO. Op Cit. pág.166. 



56 

que sometían a las clases desprotegidas. En este sentido, emitió los decretos 

tendientes a favorecer a los trabajadores. Se fijó el salario mínimo en seis pesos 

diarios. 

De Jos múltiples acuerdos emitidos durante el intennato del 

general Rodríguez, destaca un acuerdo transitorio que se dirige a limrtar Ja facultad 

de remover libremente a los trabajadores al servicio de! Estado, dicho acuerdo se 

publicó en el Diario Oficial del 12 de abril de 1934, con el nombre de Acuerdo sobre 

la Organización y Funcionamiento del Servicio Civil. 

El citado acuerdo se dirigía a las personas que desempeñaban 

cargos, empleos. o bien al personal que fuera dependiente del Ejecutivo, con 

excepción de los militares altos funcionanos y los trabajadores de confianza. De 

igual forma, con e! acuerdo se crearon las Comisiones del Serv1c10 Civil, que 

formarían parte de los órganos de Estado, además señalaba los requisitos para su 

ingreso y separación, asimismo, establec·1ó las reglas para gozar de vacaciones, 

l1cenc1as, permisos, recompensas y ascensos; así como los derechos y obligaciones 

del personal. 

Fue breve y discutido el gobierno del general Rodríguez. sin 

embargo, debemos reconocer que el Acuerdo sobre la Organización y 

Func·1onamiento del Servicio Civil fue un documento que estableció un precedente 

importante para alcanzar el reconocimiento de Jos derechos laborales de los 

trabajadores al servicio del Estado 
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2.5 El Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Poderes de la 

Unión de 1938 

El Decreto presidencial de Abelardo L Rodríguez. fue el 

antecedente que marcó el inicio de una incesante lucha por parte de los 

trabajadores al serv1c10 del Estado, que buscaban el reconoc1m1ento de sus 

derechos laborales. 

El periodo presidencial del general Lázaro Cárdenas se 

distingue por apllcar una política populista, llevando al cabo una cantidad de 

exprop1ac1ones de trerras sin precedentes, además de encabezar la nac1onalizac1ón 

del petróleo La situación obrera no pudo de¡arse en el olvido, por lo que el 23 de 

noviembre de 1937 se presentó ante el Congreso de la Unión una iniciativa de 

Estatuto para los trabajadores que prestan servicios al Estado 

La iniciativa de Lázaro Cárdenas se turnó a la Cámara de 

Senadores donde se aprobó casi en su totalidad Los legisladores aceptaban el 

reconoc1m1ento de los derechos de los trabajadores al servicio del Estado, siempre y 

cuando se mantuvieran ciertas reservas a las características de cada empleo. Por 

otra parte, en fa Cámara de Diputados la iniciativa provocó acalorados debates,32 

pero al final tue aprobada, con algunas modificaciones 

El Estatuto fue publicado en el Diario Of1c1al el 5 de diciembre de 

1938. El documento contenía el régimen al que debían su¡etarse los empleados 

públicos y se componía de los siguientes capítulos. 

- D1spos1c1ones Generales: 

32CANTON MOLLER, Miguel. Derecho de! Trabara Burocrát1co. Op Cit. pág. 73. 
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- Derechos y Obligaciones de los trabajadores; 

- De las horas de trabajo y de los descansos legales; 

- De los salarios; 

- De tas obhgaciones de los Poderes de la Unión con sus trabajadores 

conslderados 1nd¡v1dualmente. 

- De las obl1gac!ones de los trabajadores. 

- De !a suspensión de los efectos del nombramiento de Jos trabajadores. 

- De la terminación de los efectos del nombramiento de los traba¡adores; 

- De la organización colectiva de los trabajadores al servicio de los poderes de 

la unión, 

- De las condiciones generales de traba¡o, con tres artículos; De las huelgas; 

- Del procedimiento en materia de huelgas y de la intervención que 

corresponde al Tribunal de Arbitraje; 

- De los riesgos profesionales y de las enfermedades profesionales; 

- De las prescripciones; 

- Del Tribunal de Arbitraje y Juntas Arbitrales para los trabajadores al Servicio 

del Estado y del procedimiento que debe seguirse ante el propio Tribunal y 

las Juntas. 

- De la competencia del Tribunal de Arb1tra¡e y las Juntas; 

- De! proced1m1ento ante el Tnbunal de Arbitraje y las Juntas 

El Estatuto se integraba por ciento quince artículos. más doce 

transirorios Se traró de un gran avance en materia de protección laboral para los 

trabajadores al servi.cío del Estado, se reconocen los principios de justicia socia! y se 

les da la protección a estos trabajadores. 

Contenía principios como el salario y la ¡ornada de traba¡o, las 

relaciones colectivas de trabaJO. el derecho a la huelga. los procedimientos y !os 

órganos competentes para dirimir las controversias en materia laboral 
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2.6 Estatutos de 1941 

El Estatuto expedido por el entonces presidente Lázaro 

Cárdenas, tuvo una vigencia relativamente corta, pero fue un avance de gran valor. 

Tales Estatutos no fueron suficientes para que !os trabaJadores 

al servicio del Estado dejaran de luchar para lograr la justicia social, por lo que la 

búsqueda por alcanzar mayores beneficios laborales fue cada vez más intensa 

BaJo el régimen de Manuel Ávila Camacho, el 4 de abril de 1941 

se promulgó un nuevo Estatuto que sustituyó al inmediato anterior de 1938. El 

maestro Cantón MoUer, considera que en reattdad se trató únicamente de una 

reforma al Estatuto que estaba vigente; ya que el contenido general, la orientación 

política-social y el contenido JUridico del llamado nuevo estatuto, era enteramente 

igual a\ de 1938, con \a única salvedad de que se adicionaron nuevos cargos o 

empleos a los llamados de confianza, es decir, para aquellos servidores públicos a 

los que en realidad no les es aplicable la protección del Estatuto, ya que pueden ser 

removidos libremente por los titulares.33 

Ambos estatutos constituyen el punto de partida del 

reconoCimiento constitucional del Derecho a fa justicia social de los traba1adores a! 

servicio del Estado Se consiguió el beneficio merecido para todo trabajador en favor 

de los burócratas al servicio del Estado. 

331bídem. pág. 77. 
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2.7 El Apartado "B" del Articulo 123 Constitucional 

Es en el año de 1959, bajo el régimen de Adolfo López Mateos. 

que se intentan incluir en la Constitución los derechos establecidos en los estatutos 

de 1938 y de 1941 Se hacen las primeras ccnsignas para reconocerle los derechos 

sociales a los trabajadores a! servicio de! Estado 

A pesar de la voluntad para reconocer los derechos laborales de 

los trabajadores al servicio del Estado, nunca fue posible equiparar sus ccndic1ones 

de trabajo con la de los trabajadores de la iniciativa privada. Se ccnsideró que los 

trabajos en una empresa no eran iguales a los que requiere el Estado, ya que en el 

pnmero se busca la obtención de un beneficio propio y el Estado no tiene esa 

finalidad. 

En princrpio, la iniciativa que se envió al Congreso fue una 

síntesis de los derechos establecidos por el estatuto en vigor, con la novedad de 

que se incorporó la creación de! Tribuna! de Arb1tra1e; dicho organismo se 

encargaría de dirimir !os conflictos de trabajo, con excepción de !as controversias 

entre los servidores del Poder Judicial Federal. pues para estos conflictos sería el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia el órgano ccmpetente para resolverlos. 

En el debate intervinieron destacados legisladores, entre ellos el 

senador Abe!ardo de la Torre Grajales, quien señaló lo benéfico que resultó la 

aplicación de los distintos estatutos que reconocieron los derechos de los 

traba1adores a! servicio del Estado. En e! mismo sentido, el senador Juan Manuel 

T erén Mata. aceptó que e! Estatuto había funcionado bien, pero era necesano 

elevarlo a mayor nivel. Rodolfo Brena Torres, senador originario de Oaxaca, apuntó 

que !a inclusión de estos derechos, sólo se equiparaba a la inserción de los 
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derechos sociales en el artículo 123 constitucional. 

La multrcitada iniciativa tuvo un largo proceso de debates, pero 

frnalmente el 1 O de diciembre de 1959 fue aprobada por las Comisiones Unidas; 

Primera de Puntos Constitucionales y Primera de Traba10; para posteriormente pasar 

a la Cámara oe Diputados, en donde ias com1slones Segunoa de Puntos 

Consutuc1onales y Tercera ae Trabajo, modlf1caron ¡a Fracción lX ae: apanaao B, 

donde se incluyó la posibilrdad del traba3ador cesado de optar entre la rernstalación 

y el pago de la rndemnrzación. 

El drctamen fue aprobado por la Cámara de Senadores y 

posterrormente pasó a las Legrslaturas de Jos Estados, publicándose la adición del 

apartado "B' del articulo 123 constitucional en el Drario Oficial de la Federación el 5 

de Diciembre de 1960. 

Con la reforma el citado precepto en la introducción de sus apartados quedó de la 

siguiente manera. 

Articulo 123 - El Congreso de la Unión, srn contravenrr las bases srguientes. deberá 

expedir leyes sobre el trabajo las cuales regirán: 

A - Entre los obreros, Jornaleros, empleados, doméstrcos. artesanos y de una 

manera general todo contrato de trabajo. 

B - Entre los Poderes de la Unión, los Gobiernos del Drstrito y de los Territorios 

Federales y sus Trabajadores 

El nuevo apartado contiene principios muy similares a los 

consignados por el apartado .. A'' ya que reconocen los siguientes derechos: 
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• La jornada maxima de trabajo, así como los días de descanso, 

• E! derecho al satano, el cual no será menor al de los traba1adores en general, 

• El derecho a la estabilidad en el empleo y a la seguridad social, 

• El derecho a la asociación libre de los trabajadores, y 

• La integración del Tribuna! Federal de Conc1l1ac1ón y Arb1rra1e, que sirva de 

instancia para !a resoluc1on de confhctos de trabajo. 

El Estatuto Jurídico se mantuvo en vigor hasta el año de 1963, 

ya que el 28 de diciembre de 1963 se publicó en el Diario Oficial la Ley Federal de 

los Trabajadores al Servicio del Estado. 

2.8 Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado de 1963 

Con la adición de 14 fracciones al artículo 123 constitucional. se dio 

lugar a la creación del apartado "B", pero era necesario crear una ley reglamenta na 

que sirviera de base para hacer efectivos los nuevos principios const1tucíonales. 

En efecto con las reformas constitucionales se sustentaba una 

nueva regulación de las relaciones de trabajo entre el Estado y sus trabajadores, era 

necesaria su ley reglamentaria, para comenzar la tarea de aplicar de manera 

efecuva los pnncipios protectores de las relaciones laborales de los burócratas. 

El 27 de diciembre de 1963, se promulgó la ley reglamentaria del 

apactado B de! artículo 123 constitucional, es decir, la Ley Federal de los 

Trabajadores a: Servicio dei Estado (LFTSE), publicada en el Diario Oficial de la 
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Federación el 28 de diciembre de ese mismo año. 

La nueva Ley se compuso de diez títulos, los cuales contienen. 

• Disposiciones generales. donde se establece su ámbito de competencia. así 

como Jos elementos de Ja relación de trabajo. 

• Los derechos y obllgactones de los titulares y de !os trabajadores. Se fi1an las 

::ondic1ones najo !as cuales se debe desarrollar e: tíabajo. Ss establece la 

1ornada máxima de trabajo de ocho horas dianas los días de descanso y 

vacaciones; se establecen las condiciones del salario. 

• Un titulo particular es el referente al escalafón, es decir las reglas que deben 

observarse para las promociones de ascenso de los trabajadores. 

• La segunda parte es concerniente a! derecho colectivo del trabajo, se describen 

las reglas de Ja sindicalización y el proceso de nacimiento de los sindicatos Por 

otra parte se fijan los elementos del derecho de huelga, así como los de la 

negociación de las condiciones generales de trabajo. 

• Otro punto trata de la seguridad social. 

• La tercera y última parte contiene las reglas esenciales del procedimiento; 

necesaria para los casos en que se presenten controversias ae relaciones de 

trabajo. Se atribuye Ja competencia y estructura del Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje; y la competencia del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de !a Nación, para los casos de controversias entre el Poder Judicial 

Federal y sus trabajadores 



111. TEORIA DE LA CONSTITUCION 

3.1 Fundamento Constitucional 

La Constitución es el ordenamiento Jurídico supremo que 

contiene las normas protectoras de los trabajadores. En su articulo 123 se 

establecen los derechos sociales de todos los trabajadores. De esta norma se 

desprenden las leyes reglamentarias, que según el apartado de que se trate, 

hablamos de la Ley Federal del Trabajo, o bien, de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado. Por otra parte, la Constitución establece los 

principios a los que deben sujetarse la firma de los tratados internacionales, 

referentes a materia laboral. 

Atrapadas dentro del remolino del libre mercado, innumerables 

normas que tienen el carácter de protectoras de las clases sociales, han estado 

perdiendo su naturaleza. Es una lástima que aquellas leyes de carácter social, que 

nacieron como consecuencia de una lucha armada, y que en algún momento la 

histona las marco como orgullo de la cultura jurídica nacional, en estos momentos se 

les consideren obsoletas. 

Afortunadamente el máximo triunfo que alcanzó el Constituyente 

de Querétaro af incluir dentro de[ texto constrtucíonal las normas protectoras de la 

clase trabajadora. ha logrado, hasta el momento, sobreponerse a los embates de la 

nueva corriente de la flexibilización. Son incesables los ataques que día a día 

buscan acabar con los principios protectores del articulo 123 y de la Ley Federal del 

Trabajo, con el pretexto de modernizar las instituciones laborales, lo que solamente 
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servirá para _borrar los derechos protectores de la clase trabajadora y dejarle el 

camino libre al incesante paso del neoliberalismo. 

La Constitución integra en diversos artículos los principios del 

Derecho del Traba¡o, tal como se observa en el artículo 3º, en donde se aborda el 

tema del régimen laboral de Jos trabajadores óe !as Uníversaidades, tanto de 

carécte;- a~adémico ::orno adm1n1strat1vo Artículo 3º Toda individuo tiene derecho a 

rec1b1r educacrón El Estado - Federación, Estados y Municipios impartirá educación 

preescolar, primaria y secundaria. La educación primaria y Ja secundaria son 

obligatorias... La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar 

armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a Ja vez, el 

amor a la Patria y Ja conciencia de solidaridad internacional, en la independencia y 

en la justicia.. VII. Las universidades y Jas demás instituciones de educación 

superior a las que la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad 

de gobernarse a sí mismas, realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la 

cultura de acuerdo con los principios de este artículo, respetando la libertad de 

cátedra e investigación y de libre examen y discusión de las ideas, determinarán sus 

planes y programas, fijarán los términos de ingreso, promoción y permanencia de su 

personal académico; y administrarán su patrimonio Las relaciones laborales. tanto 

del personal académico como del administrativo, se normarán por el apartado A del 

artículo 123 de esta Constitución, en los términos y con las modalidades que 

establezca la Ley Federal del Trabajo conforme a las características propias de un 

trabajo especial de manera que concuerden con la autonomía la libertad de cátedra 

e investigación y los frnes de las instituciones a que esta fracción se refiere 

Por otra parte es el artículo 5º constitucional, el que se refiere a 

la libertad de la persona humana para realizar cualquier trabajo licito: Artículo 5º. A 

ninguna persona podrá impedírsele que se dedique a la profesión, industria, 

comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El e1ercicio de esta libertad sólo 
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podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de 

tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, 

cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del 

producto de su trabajo, sino por resolución judicial... Nadie podrá ser obligado a 

prestar trabajos personales sin la Justa retribución y sin su pleno consentimiento, 

salvo el traba10 impuesto como pena por Ja autoridad judicial el cual se 8Justará a lo 

dispuesto en !as fracciones 1 y 11 de! artículo 123 Ei Estado no puede permitir que 

se lleve a afecto ningún contrato, pacto o convenio que tenga por ob1eto el 

menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad de ta persona por 

cualquier causa.. El contrato de trabajo sólo obligará a prestar e! servicio convenido 

por et tiempo que fiJe la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del trabajador, 

y no podré extenderse. en ningún caso, a ta renuncia, pérdida o menoscabo de 

cualquiera de tos derechos políticos o civiles ... La falta de cumplimiento de dicho 

contrato. por to que respecta al trabajador, sólo obligará a éste a ta correspondiente 

responsabiridad civil, sin que en ningún caso pueda hacerse coacción sobre su 

persona. 

Ahora bien. quien tiene ta facultad exclusiva para legislar en 

materia de trabajo es et Congreso de la Unión Articulo 73. Et Congreso tiene 

facultad ... X. Para legislar en toda la república sobre hidrocarburos, minería, 

1ndustna cinematográfica, comercio, 1uegos con apuestas y sorteos, intermediación y 

serv1c1os financieros. energía e!éctnca y nuclear, y para expedrr las leyes del trabajo 

cegtamentanas del artículo 123 

El articulo 115, en su fracción VIII. considera tas bases bajo tas 

:uales deberán regir sus relaciones laboral~s los trabajadores de los municipios. 

~rtículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior la forma de gobierno 

·epublicano representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y 

je su organ1zac1ón política y adm1nistrat1va, e! Municipio Libre conforme a las bases 
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siguientes ... VIII Las relaciones de trabajo entre los Munícípios y sus trabajadores, 

se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los Estados con base en lo 

dispuesto en el artículo 123 de esta Constítucíón, y sus disposiciones 

reglamentarias 

Lo :o;¡smo hace el artículo 116, er. su fracción VI, pero en el caso de !os 

Estadas con s~s trabajacores Artículo 16 E.! poder público de los Estado~ se 

div1d1rá, para su ejercicio, en E¡ecut1vo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse 

dos o más de estos poderes en una so!a persona o corporac1ón, ni deposrtarse el 

Legislativo en un solo individuo ... VI. Las relaciones de trabajo entre los Estados y 

sus trabajadores. se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de Jos 

Estados con base en lo dispuesto por el articulo 123 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones reglamentarias. 

Pero sin duda es nuestro artículo 123. el ordenamiento Jurídico 

fundamental de todas las relaciones de traba10: 

A.RTICULO 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil, al efecto, 

se promoverán la creaC!ón de empleos y la organización social para e! trabajo, conforme a 

a!ey 

:=1 Congreso de !a Unión, sin contravenir a tas bases siguientes, deberS expedir leyes sobre 

~I trabajo, las cuales regrrán: 

~.- Entre Jos obreros, jornaleros, empleados, domésticos, artesanos y, de una manera 

~eneral, todo contrato de trabajo 

La duracrón de la iomada máxima se¡á de ocho horas; 

J La jornada máxima de trabajo nocturno sera de siete horas. Quedan prohibrdas: las 

abores insalubres o peligrosas el trabajo nocturno industna! y todo otro trabajo después de 

as diez de !a nocne de los menores de dieciséis años; 

11 Queda prohibida ta utilización del trabajo de los menores de catorce años. Los mayores 

le esta edad y me;¡ores de dieciséis tendrán como jornada máx1ma la de seis horas, 

V. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día de descanso, 
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cuando menos: 

V.- Las mujeres durante e! embarazo no realizarán trabajos que exi1an un esfuerzo 

considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación: gozarán 

forzosamente de un descanse de seis semanas anteriores a la fecha fiJada 

aproximadamente para e! parto y seis semanas posteriores al mismo, debiendo percibir su 

salario integro y conservar su empleo y los derechos que hubieren adquirido por Ja relación 

de trabajo. En el período de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de 

media hora cada uno, para alimentar a sus h11os, 

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los trabajadores serán generales o 

profesionales Los primeros regrrán en las áreas geográficas que se determinen: los 

segundos se ap11caran en ramas determinadas de la actividad económica o en profesrones, 

oficios o trabajos espeC1ales. 

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para sabsfacer las necesidades 

normales ae un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la 

educación obligatoria de los hijos. Los salarios mínimos profeslonates se fijarán 

considerando, además, las condiciones de las d1st1ntas actividades económicas. 

Los salarios mínrmos se fi1arán por una comisión nacional integrada par representantes de 

los trabajadores, de los patrones y del gobierno, la que podrá auxiliarse de las com1s1ones 

especiales de caracter consultivo que considere indispensables para el mejor desempeño 

de sus funciones~ 

VI! Para traba10 igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo, y 

nac1onalldad, 

V!!I El salario mínimo quedará exceptuado de embargo, compensación o descuento; 

!X Los trabajadores tendrán derecho a una participación en las utilidades de las empresas, 

regulada de conformidad con las siguientes normas: 

a) Una Comisión Nacional, integrada con representantes de los trabajadores, de !os 

patronos y del gobierno, fijará el porcentaje de utihdades que deba repartirse entre los 

trabajadores; 

b) La Comisión Nac1ona¡ practicara las 1nvestrgaciones y realizará /os estudros necesarios y 

aproprados para conocer las condiciones generales de Ja economía nacional. Tomara 

asrmismo en consideración la necesidad de fomentar el desarrollo industrial de! pais, el 

interés razonable que debe percibir el capital y la necesidad de reinversión de capitales. 
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e) La misma comisión podrá revísar e! porcentaje fijado cuando existan nuevos estucfJos e 

investigaciones que los justifiquen; 

d) La ley podrá exceptuar de la obligación de repartir utilidades a las empresas de una 

nueva creación durante un número determinado y limitado de años, a los trabajos de 

exploración y a otras actividades cuando 10 justifique su naturaleza y condiciones 

particulares; 

e) Para determinar el monto de las ut!lidades de cada empresa se tomará como base Ja 

renta gravable de conforrrudad con las dispos1c1ones de la ley del impuesto sobre Ja renta 

Los trabajadores podrán formular, ante la oficina correspondiente de !a Secretaría de 

Hacienda y Crédrto Público, las ob1ec1ones que Juzguen convenientes, ajustándose al 

procedim1ento que determina la ley; 

f) El derecho de los trabajadores a participar en las utilidades no implica la facultad de 

intervenir en la dirección o administración de las empresas; 

X. El salario deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no siendo permitido 

hacerlo efectivo con mercancías. ni con vales. fichas o cualquier otro signo representativo 

con que se pretenda sustituir la moneda; 

X! Cuando. por circunstancias extraordinarias, deban aumentarse las horas de jornada, se 

abonará como salano por el tiempo excedente un ciento por ciento más de lo fijado para las 

horas normales. En ningún caso el trabajo extraordinario podrá exceder de tres horas 

dianas, ni de tres veces consecutivas. Los menores de d1ecisé1s años no serán admitidos en 

esta clase de trabajos; 

X!l Toda empresa agrícola, industrial, minera o de cualquier otra clase de trabajo, estará 

obligada, según lo determinen las leyes reglamentarias, a proporcionar a los trabajadores 

habitaciones cómodas e higiénicas. Esta obligación se cumplirá mediante !as aportaciones 

que las empresas hagan a un fondo nacional de Ja vivienda a fin de constituir depósitos en 

favor de sus trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a 

éstos crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad tales habitaciones. 

Se considera de utilidad soc'ral la expedición de una ley para la creación de un organismo 

integrado por representantes del Gobierno Federal, de los trabajadores y de Jos patrones, 

que administre Jos recursos del fondo nacional de !a vivienda. Dicha ley regulará !as formas 

y proceaimientos conforme a los cuales los trabajadores podrán adquirir en propledad tas 

habitaciones antes mencionadas. 
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Las negociaciones a que se refiere el párrafo pnmero de esta fracción, situadas fuera de las 

poblaciones, están obligadas a establecer escuelas, enfermerias y demás seT'l/icios 

necesarios a la comunidad. 

Además, en estos mismos centros de trabajo, cuando su población exceda de doscientos 

habitantes, deberá reservarse un espacio de terreno, que no será menor de cinco mil 

metros cuadrados para el estableCJmiento de mercados púbhcos, instalación de edificios 

destinados a Jos servicios municipales y centros recreativos. 

Queda prohibrdo en todo centro de trabajo el estabtec1m1ento de expendios de bebidas 

embriagantes y de casas de JUSgos de azar, 

Xl!L Las empresas cualquiera que se su actividad, estarán obligadas a proporcionar a sus 

trabajadores, caoacitación o adiestramiento para el trabajo. la ley reglamentana 

determinará los sistemas, métodos y procedimientos conforme a los cuales los patrones 

deberén cumplir con dicha obligación; 

XIV. Los empresarios serán responsables de los accidentes del trabajo y de las 

enfermedades profesionales de los trabajadores, sufridas con motivo o en ejercicio de la 

profesión o trabajo que e1ecuten; por lo tanto, los patrones deberén pagar la indemnización 

correspondiente, según que haya incapacidad temporal o permanente para trabajar, de 

acuerdo con lo que !as leyes determinen Esta responsabilidad subsistiril aun en el caso de 

que el patrono contrate el traba10 por un intermediario; 

XV E! patrón estará obligado a observar, de acuerdo con la naturaleza de su negoc1aclón, 

Jos preceptos legales sobre higiene y segundad en las instalaciones de su establecimiento. 

y a adoptar las medidas adecuadas para prevenir accidentes en el uso de las maquinas, 

instrumentos y materiales de trabajo, así como a organizar de tal manera éste, que resulte 

la mayor garantia para la salud y !a vida de los trabajadores, y del producto de la 

concepción, cuando se trate de mu1eres embarazadas. Las leyes contendrén, al efecto, las 

sanciones procedentes en cada caso; 

XVJ Tanto los obreros como los empresarios tendrán derecho para coaligarse en defensa 

de sus respectivos ¡ntereses, formando sindicatos. asoCtaCtones profesionales, etc: 

XVII. Las leyes reconoceran como un derecho de los obreros y de Jos patrones las huelgas 

y los caros. 

XVllL Las huelgas serán lícitas cuando tengan cor objeto conseguír el equilibrio entre los 

j1versos factores de !a producción, armonizando los derechos del trabajo con los del capital. 
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En los servicios públicos será obligatorio para los trabajadores dar aviso, con diez días de 

anticipación, a la Junta de Conciliación y Arbitraje de la fecha señalada para la suspensión 

del trabajo. Las huelgas serán consideradas como ilícitas únicamente cuando Ja mayoría de 

los huelguistas ejerciere actos violentos contra fas personas o las propiedades o, en caso 

de guerra, cuando aquéllos pertenezcan a los establecimientos y servicios que dependen 

de! gob1emo, 

XIX. Los paros serán lícitos únicamente cuando e! exceso de producción haga necesario 

suspender el trabajo para mantener los precios en un límite costeab!e, previa aprobac1on de 

la Junta de Conciliación y Arb1tra.ie, 

XX. Las diferencias o los confüctos entre el capital y el trabajo se sujetaran a la decisión de 

una Junta de Conciliación y Arbitraje, formada por igual número de representantes de los 

obreros y de los patrones y uno del gobierno; 

XXL Si e! patrono se negare a someter sus diferencias ar arbitraje a aceptar el Jaudo 

pronunciado por la Junta, se dará por terminado el contrato de trabajo y quedará obligado a 

indemnizar al obrero con el importe de tres meses de salario, además de la responsabilidad 

que le resulte de! conflicto. Esta drsposición no será aplicable en los casos de las acciones 

consignadas en la fracción siguiente. Si la negativa fuere de los trabajadores, se dará por 

terminado el contrato de trabajo; 

XXI!. El patrono que despida a un obrero sin causa justificada o por haber ingresado a una 

asociación o sindicato, o por haber tomado parte en una huelga lícita, estará obligado a 

elección del trabajador a cumplir el contrato o a indemnizarlo con e\ importe de tres meses 

de salario La ley determinará Jos casos en que el patrón podrá ser eximido de la obligación 

de cumplir el contrato, mediante el pago de una indemnización Igualmente tendrá la 

obligación de indemnizar al trabajador con el rmporte de tres meses de salario, cuando se 

retire del servicie por falta de probrdad del patrono o por recibir de él malos tratamientos, ya 

sea en su persona o en la de su cónyuge, padres, hijos o hermanos. El patrono no podrá 

exrmirse de esta responsabilidad, cuando los malos tratamientos provengan de 

:iependientes o familiares que obren con el consentimiento o tolerancia de él· 

><XIII. Los créditos en favor de los trabajadores paf salario o sueldo devengados en el último 

:iño, y por indemnizaciones, tendran preferencia sobre cualesquiera otros en los casos de 

~oncurso o de quiebra; 

<XIV. De las deudas contraídas por los trabajadores a favor de sus patrones, de sus 
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asociados, familiares o dependientes, sólc será responsable el m·ismo trabajador, y en 

ningún caso y por ningún motivo se podrá exigir a los miembros de su familia, n1 serán 

exigibles dichas deudas por la cantidad excedente del sueldo del trabajador en un mes; 

XXV. El servicio para la colocación de los trabajadores será gratuito para éstos, ya se 

efectúe por oficinas municipales, bolsas de trabajo o por cualquiera otra institución oficial o 

particular En la prestación de es1e servicio se tornará en cuenta la demanda de trabaJC y 

en igualdad de condiciones tendrén pnondad qurenes representen la única fuente de 

ingresos en su familia; 

XXV!. Todo contrato de traba10 celebrado entre un mexicano y un empresario extran1ero 

deberé ser Jegal1zado por la autoridad municipal competente y visado por e! cónsul de ta 

nación a donde el trabajador tenga que ir, en el concepto de que, además de las cláusulas 

ordinarias, se especificará claramente que los gastos de la repatriación quedan a cargo del 

empresario contratante; 

XXVI!. Serán condiciones nulas y no obligarán a los contrayentes, aunque se expresen en 

el contrato: 

a) Las que estipulen una jornada inhumana como por lo notoriamente excesiva, dada la 

índole del trabajo; 

b) Las que fijen un salario que no sea remunerador a juicio de las juntas de conciliación y 

arbitraje, 

e) Las que estipulen un plazo mayor de una semana para la percepción del Jornal; 

d) Las que señalen un Jugar de recreo, fonda, café, taberna, cantina o tienda para efectuar 

el pago del salario, cuando no se trate de empleados en esos establecimíentos; 

e) Las que entrañen obligación directa o indirecta de adquirir los artículos de consumo en 

tiendas o lugares determinados, 

') Las que permitan retener el salario en concepto de multa; 

~) Las que constituyan renuncia hecha por el obrero de las indemnizaciones a que tenga 

jerecho por accidente del trabajo y enfermedades profesionales, pe~uicios ocasionados 

)Or et incumplimiento del contrato o por despedírsele de la obra; 

l) Todas las demás estipulaciones que impliquen renuncia de algún derecho consagrado a 

avor de! obrero en tas leyes de protección y auxi/Jo a los trabajadores; 

O:Vlll. Las leyes determinarán Jos bienes que constituyan el patnmonio de ¡a familia, bienes 

1ue seran inafienables. no podrán sujetarse a gravámenes reales ni embargos y serán 
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transmisibles a título de herencia con simplificación de !as formalidades de los juidos 

sucesinos: 

XXIX Es de utilidad pública la ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de 

1nva/1dez, de veJeZ, de vida, de cesación involuntaria del trabaJO, de enfennedades y 

accidentes, de servicio de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar 

de los trabajadores, campesinos. no asalariados y otros sectores socrales y sus famihares 

XXX Asimismo, serán consideradas de utilidad social las sociedades cooperativas oara la 

construcc1on de casas baratas e hrg1én1cas, destinadas a ser aaquiridas en propiedad por 

los trabajadores en plazos determinados; y 

XXX! La apl1cac1ón de las leyes del traba10 corresponde a tas autondades de los estados. 

en sus respectivas JUí!Sdicciones, pero es de la competencia exclusiva de las autoridades 

federales en tos asuntos relativos a: 

a) Ramas industriales y servicios: 

1. Textil; 

2 Eléctrica; 

3. C1nematográfrca; 

4 Hulera 

5 Azucarera, 

6. Minera; 

7. Metalúrgica y siderUrgica, abarcando la explotación de los minerales básicos, el 

beneficio y !a fundición de !os mismos, así como la obtención de hierro metálico y 

acero a todas sus formas y llgas y los productos laminados de los mismo; 

8. De hidrocarburos; 

9. Petroquímlca; 

1 O Cementera; 

11 Calera, 

12 Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctricas, 

13 Química, incluyendo la química farmacéutica y medicamentos; 

14 De celulosa y papel; 

15. De aceites y grasas vegetales. 

16. Productora de alimentos, abarcando exclusivamente Ja fabricación de los que 

sean empacados, enlatados o envasados o que se destinen a ello; 
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17. Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas o que se destinen a 

ella; 

18. Ferrocamlera; 

19. Maderera básica; que comprende la producción de aserradero y la fabricación de 

triplay o aglutinados de madera, 

20. Vidriera exciusivamerite por lo que toca a Ja fabricación de v1drro piano, liso o 

tabrado o de envases de vidrio; 

21 Tabacalera, que comprende el benefrcío o fabricación de productos de tabaco; y 

22. Servicios de banca y crédito, 

b) Empresas: 

1. Aquéllas que sean administradas en forma directa o descentralizada por el 

Gobierno Federal; 

2 Aquéllas que actúen en virtud de un contrato o concesión federa! y las industrias 

que le sean conexas. y 

3. Aquéllas que ejecuten trabajos en zonas federales o que se encuentren bajo 

JUnsdicción federal, en las aguas territoriales o en las comprendidas en Ja zona 

económica exclusiva de la nación. 

También será competencia exclusiva de las autoridades federales, Ja aplicación de las 

d1spos1c1ones de trabajo en los asuntos relativos a confüctos que afecten a dos o más 

entidades federativas, contratos c0Ject1VOS, que hayan sido declarados obhgatonos en más 

de una entidad federatíva; obhgac1ones patronales en matena educatNa, en Jos términos de 

!ey, y respecto a las obhgaciones de Jos patrones en materia de capacitación y 

adiestramiento de sus trabajadores, así corno de seguridad e higiene en Jos centros de 

trabajo, para Jo cual, las autoridades federales contarán con e! auxilio de las estatales, 

cuando se trate de ramas o actividades de jurisdicción local, en los términos de la ley 

reglamentaria correspondiente. 

B.- Entre los poderes de la unión, el gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores: 

La jornada diana máxima de trabajo diurna y nocturna será de ocho y siete horas, 

·espectivamente Las que excedan serán extraordinarias y se pagarán con un ciento por 

:iento mas de la remuneración fijada pa;a el servicio ordinario. En ningún caso e! trabajo 

~xtraord1nario poará exceder de tres horas diarias ni de tres veces consecutivas; 
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JI. Por cada seis días de trabajo disfrutará el trabajador de un día de descanso, cuando 

menos, con goce de salarlo íntegro; 

Jll. Los trabajadores gozarán de vacaciones, que nunca serán menores de 20 días a! año; 

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos respectivos, sin que su cuantía pueda ser 

disminuída durante la vigencia de éstos 

En ningún caso Jos salarios podrán ser inferiores al mínimo para los trabajadores en general 

en er Distrito Federal y en las entidades de la Reoública; 

V A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta el sexo; 

V!. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, deducaones o embargos al saJano, en 

los casos previstos en las leyes; 

VIL La designación del personal se haré mediante sistemas que permitan apreciar los 

conocimientos y aptitudes de los aspirantes. El estado organizará escuelas de 

administración pública; 

VJJL Los trabajadores gozarán de derechos de escalafón a fin de que los ascensos se 

otorguen en función de Jos conocimientos, aptitudes y antigüedad. En igualdad de 

condiciones, tendrá prioridad quien represente la única fuente de ingreso en su famifla: 

!X Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa justificada, en los 

térmrnos que fije la ley. 

En caso de separación injustificada tendrán derecho a optar por la reinstalación en su 

trabajo o por la 1ndemn12ación correspondiente, previo el procedimiento legal En los casos 

de supresión de plazas, los trabajadores afectados tendrán derecho a que se les otorgue 

otra equivalente a la suprimida o a la 1ndemn1zación de ley, 

X. Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse para Ja defensa de sus intereses 

:omunes. Podrán, asimismo, hacer uso de! derecho de huelga, previo er cumplimiento de 

os requisitos que determine la ley, respecto de una o varias dependencias de los Poderes 

:iúb!icos. cuando se violen de manera general y sistemática Jos derechos que este artículo 

es consagra; 

<l. La segundad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas: 

¡) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no profesionales 

· maternidad: y Ja JUbiíación, la invalidez, vejez y muerte; 

•) En caso de accidente o de enfermedad, se conservara el derecho a! trabajo por el tiempo 

ue determine la ley 
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e) Las mujeres durante e\ embarazo no reaíizarán trabajos que exijan un esfuerzo 

considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación; gozarán 

forzosamente de un mes de descanso antes de la fecha fijada aproximadamente para el 

parto y de otros dos desoués del mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su 

empleo y los derechos que hubieren adquindo por la relación de trabajo En e! período de 

lactancia tendran dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada uno, para 

alimentar a sus hijos. Además, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de medianas, 

de ayudas, para la 1actanc1a y del serv1c10 de guarderías infantiles; 

d) los familiares de los trabajadores tendrán derecho a asistencia médica y medicinas, en 

los casos y en la proporción que determine la ley; 

; ) se establecerán centros para vacaciones y para recuperación, asi como tiendas 

~conómicas para el beneficio de los trabajadores y sus familiares; 

") se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas, en arrendamiento o venta, 

;onforrne a los programas previamente aprobados. Además, el estado mediante !as 

~portaciones que haga, establecerá un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir 

lepósitos en favor de dichos trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que 

)ermita otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad 

1ab1taciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar 

1asivos adquíndos por estos conceptos. 

as aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas a! organismo encargado de 

i seguridad social regulándose en su ley en las que corresponda, la forma y el 

roced1miento conforme a Jos cuales se adm1n1strará el citado fondo y se otorgarán y 

djud1carán los créditos respectivos, 

!!. Los conflictos individuales, colectivos o 1ntersindicales serán sometidos a un Tnbuna! 

edera! de Conciliación y Arbitraje, integrado según lo prevenido en la ley reglamentana. 

Js conflictos entre el Poder Jud1cral de Ja Federación y sus servidores serán resueltos por 

Consejo de Ja Judicatura Federal: los que se susciten entre la Suprema Corte de Justicia 

sus empleados serán resueltos por esta última 

11. Los militares, marinos, personal de servicio exterior, agentes de! Ministerio Público y los 
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miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. 

El estado proporcionará a los miembros en el activo del EJército, Fuerza Aérea y Armada, 

las prestaciones a que se refiere e! inciso f} de la fracción XI de este apartado, en términos 

similares y a través del organismo encargado de la seguridad social de Jos componentes de 

dichas instituciones; 

Los miembros de las instituciones po1Jc1a!es de los municipios, entidades federativas. del 

Distrito Federa! así como de la Federación, podrán ser removidos de su cargo si no 

cumplen con Jos requisitos que las leyes vigentes en el momento de la remoción señalen 

para permanecer en dichas instituciones, sin que proceda su reinstalación o restitución, 

cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combat!f la remoción y, en su caso, 

sólo procederá la indemnización. La remoción de los demás servidores públicos a que se 

refiere la presente fracción, se regiré por lo que dispongan los preceptos legales aplicables; 

XII! bis.· El banco central y las entidades de la Administración Pública Federal que formen 

parte del sistema bancario mexicano regirán sus relaciones laborales con sus trabajadores 

por lo dispuesto en el presente apenado; y 

XIV La ley determinará los cargos que serán considerados de confianza Las personas que 

los desempeñen disfrutarán de las medidas de protección al salano y gozaran de Jos 

beneficios de la seguridad social. 

Una de las fuentes más destacadas dentro del Derecho del 

fraba¡o. la encontramos dentro de los tratados internacionales, los cuales deben 

oelebrase bajo los pnnc1p1os del artículo 133: Esta Constitución, las leyes del 

~ongreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo 

:on la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con 

•probación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada 

:stado se arreglarán a drcha Const1tucióñ, leyes y tratados, a pesar de ias 

hsposiciones en contrato que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 

:stados 
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3.1.1 Importancia de la base Constitucional 

La legitimidad constitucional. Lo legítimo es aquéllo que es 

auténtico, genuino, que es contrario a lo falso Por lo tanto, una Constitución será 

legítima de acuerdo a la autenticidad del órgano que la crea 

Como hemos apuntado, el único facultado para dar origen a una 

Constitución es el pueblo a través del Poder Constituyente. Así entonces, cualquier 

otro poder que tenga el deseo de dar nacimiento a una Constitución, será un 

usurpador, y el documento que elabore será ilegítimo. 

En la antigüedad se entendía que las leyes provenian de ta 

voluntad divina, por lo que no se dudaba de su legitimidad y se reconocia que era 

auténtica Sin embargo, las leyes que se basan en el pensamiento jurídico positivo 

reconocen el principio de soberanía nacional, por lo que se entiende que 1a Ley 

Suprema emana del pueblo, y a este le corresponde decidir sobre el régimen jurídico 

que le convenga 

Asi entonces, debemos entender que los pueblos modernos por 

su complejidad. no pueden crear por sí mismos una Constitución, deben depositar 

j1cha función a un cuerpo colegiado que conocemos com9 Congreso Constituyente, 

"ue se conforma con representantes del pueblo, electos a través de vías 

jemocráticas. 

El poder Constituyente no siempre representa los intereses de la 

otalidad de los integrantes de! pueblo, y en ocasiones algunos grupos no ven con 

3grado los postulados constitucionales. 
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Las sociedades se componen de diversos grupos que buscan 

alcanzar mejores niveles de vida, pero solamente el grupo que represente a la 

mayoría popular, gozará de dicho beneficio. 

No es posible que en la actualidad se hable de una Constitución 

totalmente ¡egíuma, ya que como hemos apuntado, en los regímenes democráticos 

se manifiestan múltiples corrientes 1deológ1cas que son contranas entre sí. Por io 

tanto, para considerar el principio de legitimidad, no es necesario que la 

Constitución sea la manifestación total de la voluntad soberana. ni que se haya 

expedido por un cuerpo constituyente en el que verdaderamente se representa la 

mayoría del pueblo. Sin embargo es legitimo porque se funda en la aceptación 

consciente, voluntaria y espontánea, tácita o expresa, de esa mayoría respecto del 

orden jurídico, político y social por ella establecido." 

El principio de legitimidad cons1ituc1onal busca que todos los 

integrantes de la sociedad estén conscientes de que es un documento obligatorio 

para todos, que a pesar de que existan impugnaciones o ataques se acepte y se 

esté de acuerdo con la obligatoriedad de esas normas. 

Para considerar el principio de legit1m1dad constitucional, no es 

necesario que la nueva Carta Magna siga las reglas establecidas por la ley 

Suprema anterior, ya que por el contrario, el nuevo cuerpo jurídico se crea de 

acuerdo a las necesidades de una sociedad, que tiende a romper con e! régimen 

anterior. 

Así entonces, una Constitución tendrá autenticidad y vigencia, si 

:;,s creada por un Congreso Constituyente que represente los intereses de la mayoría 

Jel pueblo. Debe ser un documento que refleje la ideología de esa sociedad. 

"BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. Op. Cit. pág. 345 
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La deontología constitucional. Si bien es cierto que la 

Constitución es una ley que goza de principios como el de supremacía y rigidez, 

ésta no puede ser permanente, ya que la vida de toda sociedad es dinámica y existe 

la posibilidad de cambio en los factores socíales que le dieron vida. 

Los fines de toda sociedad son claros, se resumen en el idea\ de 

alcanzar el bien común a través de la igualdad social entre todos sus integrantes 

Pero llegar a ese ideal no es fácil, lo que provoca innumerables movimientos 

sociales que tratan de imponer alguna ideología que sea capaz de alcanzar la 

Justicia social. 

Todo movimiento popular desea encontrar la justicia social a 

través de un orden JUrid1co que contenga los principios de igualdad, que son la 

bandera de ese movimiento. Es en la Constitución donde se concreta el deseo de 

igualdad. que se traduce en la posibilidad de que todo individuo pueda desarrollar y 

lograr su bienestar, sin que existan normas que impidan o limiten ese objetivo. 

Así entonces, la norma constitucional adquiere un sentido 

deonto!ógico, al incorporar normas jurídicas con pnncipios de igualdad que son 

:::a.paces de alcanzar la justicia social y se manifieste en toda la sociedad 

Tan importante es el carácter de justicia que debe contener una 

:onstitución, que s1 no se cumple con este principio, se Justifica su reforma, o bien, 

a sustitución_ Se le da oportunidad al pueblo de procurar que la nueva Ley Suprema 

;ontenga estos principios de igualdad y de justicia. 

Esos compromisos para alcanzar igualdad y justicia. es lo que 

JStifica a una Constitución. Este documento debe contener los elementos 

1ecesarios para hacer posible combatir los grados de desigualdad e in1ust1c1a que 
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existan en una sociedad. 

Si la Constitución no contiene los elementos que ayuden a 

encontrar la igualdad social. sino por el contrario constituye un obstáculo para lograr 

este ftn la Ley Suprema es obsoleta y debe cambiarse 

A pesar de que la Constitucrón es el orden JUríd1co supremo, 

puede modificarse. Claro que con el sustento de factores que hagan indispensable 

dicho cambio, con Ja condición de que no se haga en favor de un grupo al que Je 

convenga mantener cierta desigualdad para mantenerse en el poder. 

Siendo la Carta Magna el orden jurídico supremo, debe 

manifestar sus principios de conformidad a Ja voluntad del pueblo Lamentablemente 

!a falta de este elemento se presenta en múltiples sociedades, donde se crean 

documentos jurídicos formales que no contienen los elementos sociales que 

JUst1f1quen su existencia, sino que persiguen fines eminentemente políticos, para 

favorecer a Jos hombres que detentan el poder. 

Este principio de deontología, que representa la voluntad y el 

querer ser de un pueblo. es casi 1nex1stente en las constituciones vrgentes. Las 

constituciones son creadas con tecnicismos jurídrcos que dific1lmente se ajustan al 

deseo popular. además ae que durante su vigencia, se reforman injustificada y 

arbitrariamente. para satisfacer solamente la voluntad de algunos cuantos, en 

perju1c10 de las mayorías. 

Los factores reales de poder y las decisiones 

Fundamentales. Los factores reales de poder son "Jos elementos diversos y 

v'anab!es que se dan en Ja dinámica social de las comunidades humanas y que 

jetermrnan la creación constitucional en un cierto momento histórico y condicionan 
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la actuación de los titulares de los órganos del Estado en lo que respecta a las 

dec1s1ones que éstos toman en e! ejercicio de sus funciones públicas que tienen 

encomendadas". 35 

En efecto, en toda sociedad se presentan los factores reales de 

poder, sin los cuaíes no podria hablarse de la existencia de una Consutuc1ón, pues 

ésta debe contener el modo de ser y querer ser de un pueblo 

Toda sociedad es cambiante, dinámica, busca conseguir 

d1st1ntos medios que ayuden a alcanzar la justicia social para mejorar los niveles de 

vida de la colectividad, de tal forma que la Constitución no puede ser totalmente 

inamovible ni permanente. sino que debe seguir corrigrendo sus defectos de orrgen, 

o bien acercarse lo más posible a la realidad de los problemas de una sociedad 

Una sociedad no es unfforme, está compuesta de diversos 

grupos. como pueden ser reiig1osos, culturales, económicos, po!ít1cos, etc., que 

como sectores buscan satisfacer sus propios intereses, algunas veces muy diversos 

a los de los otros grupos. Esta lucha la produce la interesante dinámica que 

manifiestan los factores reales de poder. 

Los factores reales de poder se conforman por los diversos 

intereses que representan cada uno de esos grupos. ya que desean mejorar o 

cambiar su nivel de vida Son tan importantes que influyen para Ja creación o 

modif1cac1ón de las normas constitucionales. Estos factores reales de poder son !as 

fuerzas de presión que imponen grupos determinados. 

Ai presentarse la oportunidad de crear o modificar la Ley 

Suprema. cada grupo busca incluir normas que les ayuden a conservar o me1orar 

35BURGOA ORIHUELA Ignacio. Op Cit. pág. 348. 
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sus condiciones de vida, para lo cual utilizan distintos medios de presión. 

Los llamados factores reales de poder, se puden presentar con 

la existencia de grupos de presión, que tienen la posibilidad de hacer más dinámica 

la elaboración de las normas constitucionales. 

Así entonces, cuando se da nacimiento a una Constitución, o 

cuando se reforma, se hacen tornar en cuenta los factores reales de poder Los 

múltiples grupos 1nterv1enen, dependiendo su fuerza, para integrar el Congreso 

Constituyente Estos grupos participan en la proyección de sus representantes, y les 

encomiendan la tarea de hacer valer sus intereses, a! incluir las normas que les 

ayuden a mejorar sus niveles de vida. 

Los factores reales de poder sirven para que en el texto 

constitucional se incluyan los principios que acepte la mayoría y se excluyan las 

normas que no colaboran a mejorar las necesidades sociales. 

Por otra parte, las decisiones fundamentales son principios 

básicos declarados o proclamados en la Constitución, que expresan los postulados 

ideo/óg1co-normat1vos que denotan condensadamente los objetivos mismos de los 

mencionados factores. 36 

Estas decisiones son la esencia de toda constitucrón, tan 

1ecesanas que solamente la voluntad del pueblo puede cambiarlas, pues son '·/a 

estructura, la base y el contenido principal de la organización politica. y sobre ellas 

jescansan todas las demás normas del orden Jurídico" .
37 

6BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. Cit. pág. 353 
7CARPJZO, Jorge La Constrtuc1on Mexicana de 1917. Décima edición. Editonal Porrúa. México, 
997, pag. 119_ 
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Como lo hemos subrayado, la Constitución es un documento que 

necesita contar con ciertos elementos. De esos elementos los más importantes son 

las decisiones fundamentales. las cuales deben incluirse de manera ob!igatona en la 

Ley Fundamental, para que este documento sea considerado como Ley Suprema. 

Las decisiones fundamentales son muy variadas, se crean de 

acuerdo a las necesidades de cada pueblo, de su momento h1stónco. su s1tuac1ón 

social, política, económica o histórica. A manera de ejemplo, podemos mencionar 

que nuestra C onst1tución adoptó entre otras decisiones fundamentales las que 

reconocen la soberanía nacional, el pacto federal, la forma de gobierno republicano 

y democrático, el principio de legalidad, las garantías individuales, el respeto a la 

ley, principios de protección a determinados grupos soc1ales, la rectoría económica 

del Estado, la propiedad originaria, Ja educación pública, la libertad rel1g1osa, etc. 

Es tal la importancia de las decisiones fundamentales que dichas 

normas marcan los pnncipios juridicos del Estado. Si estos pnnc1pios se rompen, el 

orden jurídico también desaparece, y no hablariamos de un Estado de Derecho 

sujeto a !os mandamientos constitucionales 

Son variadas las clasificaciones de estas decisiones funaamentales El 

maestro Jorge Carpizo, divide a las decisiones fundamentales en matenales y 

formales. Las matena!es, se entiende que son la subsistencia de! orden jurídico; son 

una serie de derechos pnmanos que la Constitución consigna. Por otra parte, las 

formales tienen la misma substancia que las materiales, solo que en movrm1ento· 

son los pnncip1os que mantienen la vigencia y el cumplim1ento de las decisiones 

11atena!es. 38 

!Slbídem. pág. 123 
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La fundamentalidad y la supremacía en el 

Constitucionalismo Mexicano. Cuando hicimos hincapié al concepto de 

Constitución, nos referimos a las distintas denominaciones por las que se Je conoce, 

dentro de las cuales se encontraba la de "ley Fundamental", lo que significa que la 

Carta Magna es la nonma que está por encima de todas las demás leyes En el 

mismo sentido, :a fundamentaJidad se traduce en Ja posición pnmana que guarda la 

Consutución dentro del orden jurídico, lo que s1gn1f1ca que representa el sustento de 

todas las demás normas 1uríd1cas. 

Por lo tanto, la Ley Suprema debe contener las decisiones 

fundamentales, los principios de soberanía, división de poderes, legalidad, respeto a 

los derechos humanos etc., además de acentar el ámbito de competencia de sus 

lnsfttuc1ones. 

Así entonces, con e! princ1p10 de supremacía, todas las normas 

que conforman el ordenamtento jurídico emanan de lo establecido en !a 

Constitución_ Ninguna Ley puede estar en su contra, ni las autoridades deben actuar 

más allá de lo que la Carta Magna les permtte 

Ahora bien, la fundamentabilidad consiste en que la Constitución 

es la base y el sustento de la estructura jurídica del Estado, por lo que todas las 

demás normas deben sujetarse a los principios de la Ley Suprema. 

Las caíacterísticas de fundamentabilidad y supremacía 

jescansan en ia afirmación de que es e! documento encargado de incluir de manera 

'arma! las decisiones fundamentales. Conttenen los principios polít1cos, sociales, 

~conóm1cos, reHgiosos ... de una nación. 

La Constitución crea las Instituciones y los órganos supremos 
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del Estado, pero también sirve de base del orden jurídico, es decir, todas las demás 

leyes secundarias siguen los lineamientos. Si alguna de esas leyes se contrapone a 

la Ley Fundamental, viola o deja de observar Jos principios, se estaría hablando de 

una ley que puede declararse inconstitucional, por algún medio iurisdiccional que Ja 

misma Carta Magna establece. 

La Carta Magna es suprema, se encarga de crear a las 

Instituciones Estatales, las normas fundamentales, y el modo de creación de las 

leyes que deriven de ella. 

El principio de supremacía lo consagra el articulo 133 de nuestra 

ley fundamental que dice: "Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión 

que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 

celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del 

Senado, serán Ja Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se 

arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las d1spos1ciones en 

contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de los estados". 

Las leyes que expide el Congreso y Jos tratados mtemacionales 

que celebra el Presidente de la República, deben observar los principios de 

supremacía constituc1onal, ya que estas dos últimas están sujetas a la condición de 

no ser contrarias a la Carta Magna 

Lo anterior queda más claro si analizamos el articulo 15 

Constitucional que a la letra dice: "No se autoriza la celebración de tratados para la 

extradición de los oolit1cos, ni para la de aquellos delincuentes del orden común, que 

hayan tenido en el pais donde cometieron el delito la condición de esclavos; ni de 

convenios o tratados en virtud de los que se alteren las garantías y derechos 

establecidos por esta Constrtución para el hombre y el ciudadano". 
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Las Leyes Federales y los tratados internacionales deben estar 

sujetos a los pnncipios fundamentales de la Constitución, por lo que ninguno de sus 

puntos podrán aleiarse de alguno de sus principios. 

Para entender que una ley federal o algún tratado internacional 

no uenen Ja misma Jerarquía que la Constitución, se aebe reconocer que ésta últtma 

crea Jos órganos que se encargan de apucar ei poder púol1co, por tal motivo, estos 

órganos deben actuar de conformidad al texto constitucional y no deben crear 

normas jurídicas, ni llevar actos contrarios a lo dispuesto en Ja Carta Magna 

El grado de supremacía debe respetarse en toda la República, 

1nclusive aún sobre las constituciones autónomas de cada una de las entidades 

federativas, las cuales deben respetar los principios de la Constitución Federal. Los 

distintos órganos de gobierno también tienen esta obligación; así que el poder 

Leg1slatívo, Ejecutivo y Judicial deben respetar esa supremacía. 

Por último cabe señalar que de conformidad a este principio de 

supremacía se protege la norma const1tucional, para que ninguna ley de índole 

secundaria o acto de autoridad la desatienda 

El principio de rigidez constitucional. Como ya lo hemos 

apuntado, la Constitución es un documento susceptible de modificarse, reformarse o 

adicionarse, para aiustarse a la realidad histórica de una sociedad. Dichas reformas 

o modif1cac1ones pueden provenir del ieg1slador ordinario. 

Sin embargo, a pesar de que existe la posibilidad de cambiar. 

nuestra Constrtuc1ón cuenta con el pnnc1p10 de rigidez. Este principio sign1f1ca que !a 

i!Orma constitucional no deberá ser sustituida por otra Norma Suprema, ní sus 

onncip1os fundamentales pueden ser alterados. No se trata de la 1mposibil1dad para 
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reformar la Constitución, si no que se trata de un mecanismo de autoprotecc1ón a Ja 

esencia de sus principios. 

El principio de rigidez se traduce en la necesidad de implantar 

un procedimiento especial para modificar, adrcionar o reformar a ta Constitución, en 

este sentido. solamente un órgano previamente establecido y sigu1endo un 

procedimiento ya establecido, se tiene la posibii1dad de ejercer dicha facultad. 

Es tarea primordial para toda nación, asegurar que la Ley 

Fundamenta! no sea alterada como si se tratará de cualqurera otra norma, Candado 

necesario para asegurar la aplicación de los principios de supremacía y 

fundamentabilidad constitucional. 

Es el articulo 135 de nuestra Carta Magna, en que se plasma el 

principio de rigidez: "La presente Constitución puede ser ad1c1onada o reformada. 

Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que 

el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos 

presentes, acuerde las reformas o adicrones, y que éstas sean aprobadas por la 

mayoria de las legislaturas de los estados. El Congreso de la Unión o la Comisión 

Permanente en su caso haran el cómputo de los votos de las legislaturas y la 

declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas~. 

En este sentido, la Carta Magna solamente puede ser reformada 

s1 el Congreso de la Unión aprueba Ja reforma por una mayoría de dos terceras 

partes, pero además con la aprobación de la mayoría de las legislaturas de los 

Estados. Este procedimiento de reforma solamente se lleva al cabo al tratarse de 

alguna reforma a la Ley Fundamental, lo que no pasa en ninguna de las otras 

normas secundanas 
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Este princ1p10 de ngídez se sustenta en el sentido de que una ley 

que es suprema no puede modificarse siguiendo el mismo proceso que el de 

cualquier otra norma ordinaria. La norma suprema conserva su supremacía con el 

apoyo del principio de rigidez. 

Ahora bien. aunque exista ta o::isibilidad de reformar la 

Const1tuc1ón, esta facultad no es i/1mitaaa, ya que ne se pueder. modificar sus 

decisiones fundamentales, pues sería tanto como cambiar con el sistema jurídíco 

que en su nacimiento implementó el pueblo a través del Constituyente 

Las reformas a Ja Constitución deben ser parciales, no pueden 

cambiar su esencia, ni e! contenido de los pnncip1os que propuso el pueblo en el 

momento de su creación. Los cambios sólo deben atender los puntos necesarios 

para ajustarse a Jas necesidades que surjan en cada momento histórico 

Es oportuno asentar que la facultad de cambiar una Constitución 

es exclusiva del pueblo y no se le transmite esa facultad al Congreso ni ¡¡ las 

legislaturas de los Estados Estos solamente están en posibilidad de hacer algunas 

reformas que se sujeten a lo permrtido por la Constitución 

Otro problema se presenta al encontrarnos con reformas a 

preceptos constitucionales que resultan ser contranos a algun otro precepto de la 

misma Constitución, lo que da lugar a preguntarnos si estas normas deben 

considerarse inconst1tuc1onales 

El Poder Judicial en diversas tesis ha señalado que un precepto 

je !a Constitución no puede ser considerado 1nconstitucio:1aL Pero lamentablemente 

:;! problema prevalece, ya que las reformas a la Constituc:ón son excesivas y sin el 

::::onoc1mlento jurídico necesano para evrtar estas contrad1cc1ones. 
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Las reformas excesivas se deben a la existencia de intereses 

políticos que permrte que se modifique la Constitución de acuerdo a los intereses 

particulares del grupo, y que no buscan el bien de la sociedad_ Se sigue el círculo 

vicioso de que algunos postulados constitucionales se contravengan entre sí. 

La reformabilidad constitucional. Como ya hemos necho 

referencia, el principio ae rigidez no contraviene la posibilidad de modificar Ja 

Constitución, ya que ese cambJo puede presentarse de acuerdo a las necesidades 

que tenga una sociedad en cierto momento histórico 

El principio de reformabilidad constitucional, consiste en la 

posibilidad de modificar alguno de los preceptos de la Carta Magna, siempre y 

cuando los cambios no alteren sus principios fundamentales. 

Como se trata de normas constitucionales las modificaciones 

deben ser necesanas y que correspondan a la realidad de un país. No seguir 

intereses particulares, de grupos aislados, para cumplir con propuestas 

demagógicas que no sirvan para el progreso nacional. 

Si toda norma JUridíca se crea con el fin de ajustarse a las 

necesidades de una sociedad, para alcanzar Ja igualdad entre sus integrantes, las 

reformas deben buscar la superación en Ja vida de los individuos y sobre todo de la 

sociedad. 

Esa necesidad de ajustar las normas a Ja realidad social, es la 

pauta para justificar Ja reforma de los preceptos constitucionales. Se debe segulí en 

todo momento Ja frna/1dad de sentar fas bases para mejorar la vida socia!, o buscar 

a solución de algún problema que obstacullce ese desarrollo, y si no se cumple con 

~stos fines, se habla de una reforma injustificada que sólo sigue tendencias de 
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grupos para satisfacer intereses particulares 

Las reformas a la ley no deben consistir un obstáculo para el 

buen desarrollo de una nación, si se cometen errores, son más notables si 

corresponden a una norma constitucional. Cada reforma debe hacerse para resolver 

necesidades sociales. 

En nuestro sistema jurídico se ha abusado de las reformas 

constitucronales.En el Congreso se hece lo que ordena una sola persona, que 

impone y se hacen Jos cambios que a su parecer son necesanos y que el Congreso 

acepta sin mayor discusión n1 meditación. 

La Constitución, es el ordenamiento juridico que contiene los 

prinCJpios políticos, sociales y económicos que reflejan el modo de ser de un pueblo, 

/os Ideales y los fines que desea alcanzar esa sociedad. 

No es posible encontrar en nuestro sistema Jurídico algún medio 

legal para cambiar los pnncip1os fundamentales de nuestra Constitución, ya que no 

se tiene contemplada alguna figura jurídica -como lo sería el referéndum popular-. n1 

la integración de algún Congreso Constituyente. La úrnca via ¡ustificada para este 

cambio sería a través de una revolución, es decir que el pueblo se revelara en 

contra del orden juíÍdico establecido. 

Por lo tanto, no debemos confundir como Poder Constituyente al 

Congreso, ni a las legislaturas de los Estados, que si bien son cuerpos colegiados 

facultados para reformar la Constitución, éstos solamente pueden hacer algunos 

cambios que no afecten la esencia de la misma 

Las reformas que haga el Congreso de la Unión no deben 
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proclamar ni alterar alguno de los principios básicos del pueblo. La esencia de Ja 

Constitución es intocable, no se puede transmitir la soberanía popular a un grupo de 

legisladores. 

La inviolabilidad de Ja constitución. La Constitución es un 

ordenamiento supremo y fundamental sobre del cual no puede encontrarse alguna 

otra norma jurídica. bien sea una ley secundana o algún tratado internac1onaL 

Pese de todos estos principios protectores de la Ley Suprema, 

no es posible evitar que las normas constitucionales se violen, bien por actos de 

poder o con la aplicación de leyes 1nconstitucionales. 

Es tan factible Ja posibilidad de violar la norma constitucional, 

que en la misma Ley Suprema se establecieron los medios para contrarrestar 

posibles violaciones de sus normas. En nuestro sistema jurídico la medida de 

protección se !lama juicio de amparo, figura jurídica que contiene las normas 

adjetivas necesarias para mantener el orden 1uríd1co supremo 

La inviolabilidad constitucional, es entonces, un principio 

concerniente a Ja soberania del pueblo, único con la posibilidad de cambiar, 

quebrantar o desconocer a la Constitución en ejerc1c10 del poder soberano, y en 

sentido contrano. ningún otro poder ni grupo podrá cambiar o desconocer a la 

Constitución 

La Constitución como orden jurídJco supremo y fundamenta/. no 

puede estar a merced de pequeños grupbs que buscan obtener sus intereses 

particulares. So1amente el pueblo a través de un Congreso Constituyente, está en 

posibilidad de cambiar esa Constitución Pero como en nuestro marco Jurídico no 

existe algún medro para ejercitar esa voluntad soberana de cambiar a la 
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Constitución, solamente es posible manifestar esa voluntad a través del llamado 

derecho a la revolución. 

La Constitución debe ser inviolable, pero no puede ser eterna, 

ya que un pueblo no puede someterse a una Constitución de manera permanente. Si 

la Ley Suprema no reUne las características que permitan la evolución y desarrollo 

de una socieaad ésta tiene e! derecho de desconocerla y tiene ei aerecho de 

rebelarse en contra de ese orden para hacer una nueva Constitución. 

Este derecho a la revolución no debe confundirse con 

movimientos que son apoyados por un importante sector de la sociedad. No llegan a 

tener el -Carácter de revolución, por no ser movimientos auténticos ni populares. 

Las Carta Magna en su articulo 136 señala que: "Esta 

Constitución no perderá su fuerza y vigor, aun cuando por alguna rebelión se 

interrumpa su ooservancia. En caso de que por cualquier trastorno público se 

establezca un gobierno contrario a los principios que ella sanciona, tan luego como 

el pueblo recobre su libertad, se restablecerá su observancia y con arreglo a ella y a 

las leyes que en su virtud se hubieren expedido, serán juzgados, así los que 

hubieren figurado en el gobierno emanado de la rebelión, como los que hubieren 

cooperado a ésta~ 

El articulo 136 protege a la Constitución de los posibles 

movimientos insurrectos. que no tienen e! carácter de revolución. Aunque existe la 

posibilidad de que las normas constitucionales sean interrumpidas por un pequeño 

grupo que asuma el control y que imponga alguna dictadura o modo de gobierno 

contrario a los deseos del pueblo. 

De lo anterior se desprende que si un movimiento aislado rompe 
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con el orden constitucional, pero no consolida las bases para alcanzar la legitimidad 

de la sociedad, pues no crea normas que ayuden a mejorar el nivel de vida, ni tiene 

mayor eficacia en las cuestiones jurídicas, políticas, económicas y sociales; en este 

caso no tiene e! carácter de revolución. 

Un pueblo que desee sustituir su Constitución debe romper con 

el oraen 1uríd1co establecido y crear normas que se ref1e1en en un mejoramiento en 

Jos diversos aspectos de vida de las mayorías. 

Así entonces, el articulo 136 constitucional, contiene el medio de 

protección de !a norma constituc1onal para enfrentar un movimiento insurrecto que 

no encierre de manera efectiva un mov1miento auténticamente revotuc1onario. 

3.2 La Ley Federal del Trabajo 

La Ley Federal del Trabajo es una norma reglamentaria del 

apartado "A" del articulo 123 constitucional, es la encargada de regir las relaciones 

laborales de los traba¡adores en general. 

La Ley tiene tres pilares fundamentales dentro de su estructura­

Las Relaciones Individuales de Trabajo, Las Relaciones Colectivas de Trabajo y el 

derecno Procesal del Trabajo. 

En sus primeros artículos, la Ley desarrolla los principios 

generales, aquellos bajo los cuales deberán su¡etarse todas y cada una de las 

relaciones de trabajo. Destaca que la Ley busca conseguir el equilibrio en las 
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relaciones entre trabajadores y patrones; con lo que se puede alcanzar la justicia 

social. 

La Ley tiene la finalidad de otorgar protección a los trabajadores, 

consagra que el trabajo es un derecho y un deber sociales No es artículo de 

comercio exige respeto para ias libertades y dignidad de quien lo presta y debe 

efectuarse en cond1c1ones que aseguren la vida, !a salud y un nivel económico 

decoroso para el trabajador y su familia. Hace mención a la igualdad en el trabajo y 

dice que no podrán establecerse distinciones entre los trabajadores por motivo de 

sexo, edad, credo religioso. doctnna politica o condición social. 

Las normas de la Ley son las mirnmas a las que pueden tener 

derecho los trabajadores. son tan sólo la base del derecho del trabajo, se pueden 

mejorar, pero no reducir. Lo anterior si consideramos que se trata de un derecho 

social, tal como lo describe el artículo 5º. Las disposiciones de esta Ley son de 

orden público, por lo que no producirá efecto legal, ni impedirá el goce ni ejercicio de 

los derechos, sea estncto o verbal, la estipulación que establezca: ... 11. Una jornada 

mayor que la perm1t1da para esta Ley; V. Un salario inferior al mínimo; VL Un salario 

que no sea remunerador, a juicio de la Junta de Conciliación y Arbitraje. XIII. 

Renuncia por parte del trabajador de cualquiera de Jos derechos o prerrogativas 

consignados en las normas de trabajo .. En todos los casos se entenderá que ngen 

la Ley o las normas supletonas en lugar de las cláusulas nulas. 

Las Relaciones tndrv1dua!es del Trabajo corresponden a la 

pnmera parte de la Ley. Entre sus disposiciones hace énfasis a la existencia de la 

relación de trabajo sin la necesidad de acudir a la teoría contractualista, tan sólo es 

necesaria fa existencia de un trabajo persona! y subordinado, para que exista una 

relación de trabajo. Articulo 20. Se entiende por relación de trabajo, cualquiera que 

sea el acto que le dé origen, Ja prestación de un trabajo personal subordinado a una 
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persona, mediante el pago de un salario ... Contrato individual de trabajo, cualquiera 

que sea su forma o denominación, es aquel por virtud de! cual una persona se obliga 

a prestar a otra un trabajo personal subordinado, mediante el pago de un salano. 

La prestación de un trabajo a que se refiere el párrafo primero y 

ei contrato celeorado producen Jos mismos efectos. 

La Ley considera como regla general la relación de trabajadores 

por tiempo 1ndeterm1nado, los trabajos de tiempo fiJO o de obra determinada son la 

excepción: Articulo 35. Las relaciones de trabajo pueden ser para obra o tiempo 

determinado o por tiempo indeterminado. A falta de estipulaciones expresas, la 

relación será por tiempo indeterminado. 

Si lo que se busca por la legislación laboral es la seguridad 

jurídica de los trabajadores, es importante destacar que las causas por las cuales se 

puede suspender o bien rescindir las relaciones de trabajo, se encuentran 

estabiecidas ae manera expresa por la norma. Ningún otro supuesto que no esté en 

la Ley será causa justificada para rescindir o suspender una relación de trabajo. El 

articulo 47 enumera las causales de rescisión de la relación de trabaJO, sin 

responsabilidad para el patrón. Asimismo, señala el procedimiento al que se debe 

ajustar ... El pa!rón debera dar al trabajador aviso escrito de la fecha y causa o 

causas de la rescisión ... Ei aviso deberá hacerse del conoc1miento de! trabajador, y 

en caso de que éste se negare a recibirlo, el patrón dentro de los cinco días 

s1gu1entes a !a fecha de la rescisión deberá hacerlo del conocimiento de la Junta 

respectiva, proporcionando a ésta el domicilio que tenga registrado y solicitando su 

notificación al trabajador. La falta de aviso-al trabajador o a Ja junta. por si sola 

Jastará para considerar que e! despido fue injustificado. 

Si el patrón no atiende los procedimientos legales de la 
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rescisión, el trabajador puede acudir a la junta para solicitar su reinstalación o bien 

el pago de una indemnización: Artículo 48. El trabajador podrá solicitar ante la Junta 

de Conciliación y Arbitraje, a su elección, que se le reinstale en el trabajo que 

desempeñaba, o que se le indemnice con el importe de tres meses de salario ... Si en 

el juiCJo correspondiente no comprueba el patrón la causa de !a rescisión, el 

traba1ador tenará derecho además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, 

a que se le paguen los salarros vencidos desde la fecha del despido hasta que se 

cumplimente el laudo. 

Si bien es cierto que la Ley indica el mínimo de condiciones por 

!as cuales se van a prestar cualquier trabajo, no debemos olvidar que eso no quiere 

decir que serán los únicos, no, al traba1ador se le pueden mejorar esas condiciones. 

La Ley entre otras cosas enuncia los derechos de los patrones y 

de los trabajadores. la edad mínima para el trabajo y otras que enunciaremos 

enseguida. 

La jornada de trabajo es el tiempo durante el cual el trabajador 

está a d1spos1c1ón del patrón para prestar su trabajo: Artículo 58 Ahora bien, el 

artículo 61 nos indica que la duración máxima de la 1ornada será· ocho horas Ja 

diurna, siete la nocturna y siete horas y media la mixta. 

Por otra parte los dias de descanso serán (artículo 69) por cada 

seis átas de trabajo disfrutará e! trabajador de un día de descanso, por lo menos, 

con goce de salario íntegro. 

Cabe señalar que otros beneficios que gozan los trabajadores se 

refieren a los días de descanso obligatorio y e! goce de vacaciones. Pero quizás uno 

de los derechos más importantes corresponden al salario. el cual de conform1daá a! 
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artículo 82 es "la retribución que debe pagar el patrón al trabajador por su trabajo", 

el que nunca debe ser menor al mínimo establecido de acuerdo a las disposiciones 

de la Ley. Siempre se debe respetar el pnncipio de que a trabajo igual, salario igual. 

El salario no solamente lo cubre la cuota diaria de la jornada, se integra con los 

pagos hechos en efectivo por cuota diaria, gratificaciones, percepciones, habitación, 

primas, com1s1ones, prestaciones en especie y cualquier otra canuaad o prestación 

que se entregue al traba¡ador por su traba¡o. Otro derecho que ha sido logro del 

esfuerzo del sector obrero, ha sido e! de la participación de los trabajadores en las 

utilidades de Ja empresa. 

Existen trabajos que por su naturaleza se tiene la necesidad de 

regular con algunas particulandades, pero sin tratarlos como traba¡adores ajenos a 

la legislación laboral. A continuación enumeraremos los trabajos especiales: 

• T rebajadores de confianza 

• Trabajadores de los buques 

• Trabajo de las tripulaciones aeronáuticas 

• Trabajo ferrocarrilero 

• Trabajo de autotransportes 

• Trabajo de maniobras de servicio público en zonas bajo jurisdicción federal 

• Trabajadores del campo 

• Agentes de comercio y otros semejantes 

• Deportistas profesionales Trabajadores actores y músicos 

• Trabajo a domicilio 

• Trabajadores domésticos 

• Trabajo en hoteles, restaurantes, bares. y otros establecimientos análogos 

Industria familiar 

• Trabajos de Médicos Residentes en período de adiestramiento en una 

especialidad 

• Trabajo en las Universidades e Instituciones de Educación Supenor Autónomas 
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por Ley. 

Grandes fueron los logros que alcanzaron los trabajadores con 

la creación de! artículo 123 constitucional, pero sin lugar a dudas que e! mayor de 

los triunfos se obtuvo con el reconocrmiento de los derechos colectivos de los 

traba;aaores. 

La Ley reconoce la libertad de coalición de trabajadores y 

patrones. Entendiendo a la coalición como el acuerdo temporal de un grupo de 

trabajadores o de patrones para la defensa de sus intereses comunes (artículos 354 

y 355). 

Los trabajadores y los patrones pueden formar síndícatos, sín la 

necesidad de autorización previa, entendiendo por sindicato: Articulo 356. Sindicato 

es la asociación de trabajadores o patrones, constituida para el estudio, 

mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses. 

A su vez existe la libertad sindical, por la cual los trabajadores 

pueden formar más de un sindicato en una sola empresa, y los sindicatos pueden 

agruparse en federaciones y confederaciones, todo con plena libertad y con las 

únicas limitaciones que marca el cuerpo lega!. 

Los trabajadores tienen como segundo pilar a la negociación 

colectiva, por la cual los trabajadores están en posibilidad de sentarse a Ja mesa de 

discusión con el patrón. para poder llegar a un acuerdo de las condiciones bajo las 

cuales se prestarán los traba1os. La Ley .dice en su artículo 386 que Contrato 

colecuvo de trabajo es e! conven·10 celebrado entre uno o varios sindicatos de 

trabajadores y uno o varios patrones. con objeto de establecer las condiciones 

según las cuaies debe prestarse el trabajo en una o más empresas o 
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establecimientos. Todavía más aún, existe la figura legal del Contrato-Ley, que es: 

Artículo 404 El convenio celebrado entre uno o varios sindicatos de trabajadores y 

varios patrones, o uno o vanos sindicatos de patrones, con obJeto de establecer las 

condiciones según las cuales debe prestarse el trabajo en una rama determinada de 

la industria, y declarado obllgatono en una o varias Entidades Federativas, en una o 

vanas zonas económicas que abarquen una o más de dichas entidades o en todo el 

terntono nacional Estos contratos pueden celebrarse para industrias de junsd1cc1ón 

íederal o local. 

El último de los puntos de la negociación es el referente al 

reglamento interior de trabajo, que consiste en- Articulo 422. El conjunto de 

disposiciones obligatorias para trabajadores y patrones en el desarrollo de los 

trabajos en una empresa o establecimiento ... No son materia del reglamento las 

normas de orden técnico y adm1n1strat1vo que formulen directamente las empresas 

para la ejecución de los trabaJOS. 

Para finalizar con el tema de las relaciones colectivas de trabajo, 

es indispensable mencionar que los trabajadores se han ganado con sangre un 

derecho a la defensa de sus intereses a través de la huelga. Es un derecho de 

fuerza, respetando Jos lineamientos de la norma, los trabajadores encuentran con 

esta institución la posibilidad de equilibrar las fuerzas con las de los patrones. 

De acuerdo al artículo 440, huelga es la suspensión temporal del 

traba10 llevada a cabo por una coalición de trabajadores. 

Antes de dar inicio a la parte relativa a los derechos adjetivos. es 

necesario mencionar a las autoridades del trabajo, contenidas dentro del artículo 

523 que a la letra dice· la aplicación de las normas de trabajo compete, en sus 

respectivas jurisd1cc1ones· 
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A la Secretaria del Trabajo y Previsión Social; 

11. A las Secretarias de Hacienda y Crédito Público y de Educación Pública; 

111. A las autoridades de las Entidades Federativas, y a sus Direcciones o 

Departamentos de Trabajo, 

IV. A la Procuraduría de la Defensa del Trabajo; 

V. Al Serv1c10 Nacional del Empleo, Capac1tac1ón y Adiestramiento, 

VI A la Inspección del Traba¡o, 

VII A las Comisiones Nacional y Regionales de los Salarios Mínimos; 

VIII. A la Comisión Nacional para la Participación ae los Trabajadores en las 

Utilidades de las Empresas; 

IX A las Juntas Federales y Locales de Conciliación; 

X A la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje; 

XI A las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje; y 

XII. Al Jurado de responsabilidades. 

Todas estas autoridades estarán encargadas de la aplicación de 

las normas del trabajo, de acuerdo a la competencia que la Ley les confiere. 

Es a partir del pnmero de mayo de 1980, cuando la justicia 

vuelve a sonreír!e a los trabajadores con una reforma a las normas procesales de! 

trabajo los trabajadores encuentran la protección que ayuda a equilibrar la posición 

que mantenían frente a los patrones en los tribunales. Articulo 685. El proceso del 

derecho del trabajo será público, gratuito, inmediato, predominantemente oral y se 

iniciará a instancia de parte. Las Juntas tendrán la obligación de tomar las medidas 

necesanas para lograr la mayor economía, concentración y sencillez del proceso .... 

Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que no comprenda 

todas !as prestaciones que de acuerdo con esta Ley deriven de la acción intentada o 

procedente, conforme a los hechos expuestos por e! trabajador. !a Junta, en el 

momento de admitir la demanda, subsanará ésta. Lo antenor sin perjuicio de que 
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cuando la demanda sea obscura o vaga se proceda en los términos previstos en el 

artículo 873 de esta Ley. 

Los procesos laborales deben ser públicos, gratuitos, 

inmediatos, preaom1nantemente orales, a instancia de parte y sobre todo, debeb 

ob!:gar a las au::-1dades a suplir !a defic!encia de !a demanda del trabajador. 

La Ley impone las reglas que deberán seguirse dentro de todo 

juicio laboral, desde la forma de la demanda, las notificaciones, las pruebas, los 

procedimientos especiales y los procedimientos de ejecución de los laudos. 

3.3 La Ley Burocrática 

Con la creación del apartado "B", del artículo 123 constitucional, 

se hizo necesa:-:o la aparición de una Ley que reglamentara los pnnc1p1os 

estaolecidos deo;ro del postulado const1tuciona/. 

Es a la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, a 

la que le corresccnde reglamentar al apartado "B", del articulo 123 const1tuc1onal. 

Articulo 1 º La cresente Ley es de observancia general para los titulares y 

traba;adores de ias dependencias de los Poderes de la Unión, del Gobierno del 

Distrito Federal :e las lnstrtuciones que a continuación se enumeran: Instituto de 

Segundad y Serv eros Sociales de los Trabajadores del Estado, Juntas Federales de 

Mejoras Materra:es Instituto Nacional de la Vivienda, Lotería Nacional, lnstttuto 

Nacional de Prc:ección a la Infancia. Instituto Nacional Indigenista, Comisión 

Nacional Bancana y de Valores, Comisión de Tarifas de Electricidad y Gas, Centro 
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Materno-Infantil "Maximmo Ávila Camacho" y Hospital Infantil; así como de los otros 

organismos descentralizados, similares a los anteriores que tengan a su cargo 

función de serv1c1os públicos 

Antes de continuar con el análisis de la Ley, es importante 

mencionar se deberán observar los principios básicos de la ley Federa! del Trabajo, 

Ja Ley muesrra aígunas reglas específicas que se le aplican a los burócratas, pero Jo 

que no se contempla en la Ley, se debe aplicar las nonmas establecidas en la Ley 

Federal del Trabajo Articulo 11 En lo no previsto por esta Ley o disposiciones 

especiales, se aplicarán supletonamente, y en su orden. la Ley Federal del Trabajo, 

el Código Federal de Procad1mientos Civiles.. las leyes del orden común, la 

costumbre, el uso, los principios generales de derecho y la equidad. 

Para la Ley, un trabajador es: articulo 3º. Toda persona que 

preste un serv1c10 físico, intelectual o de ambos géneros. en virtud de nombramiento 

expedido o por í1gurar en las listas de raya de los trabajadores temporales. Artículo 

5' Son trabajadores de confianza. l. Los que integran la planta de la Presidencia de 

la República y aquellos cuyo nombramiento o ejercicio requiere la aprobación 

expresa del Presidente de la República. 11. En el Poder Ejecutivo, los de las 

dependencias y los de las entidades comprendidas dentro del régimen del Apartado 

"s·- del artículo 123 constituc1ona!, que desempeñen funciones que conforme a los 

catálogos a que alude el articulo 20 de esta Ley sean de: a) Dirección. como 

consecuenc1a dei e1ercicio de sus atribuciones legales, que de manera permanente y 

general le confieren la representativ1dad e implican poder de decisión en el ejercicio 

del mando a nivel directores generales, d1rectores de área, adjuntos, sub-directores 

y Jefes de departamento b )Jnspeccrón. vigílanc1a y fiscalización: exclusivamente a 

nivei de las jefaturas y sub-jefaturas, cuando estén considerados en el presupuesto 

de ia dependencia o entidad de que se trate, así como el personal técnico que en 

forma exclusiva y permanente esté desempeñando tales funciones ocupando 
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puestos que a la fecha son de confianza. c) Manejo de fondos o valores, cuando se 

implique la facultad legal de disponer de éstos, determinando su aplicación o 

destino. El personal de apoyo queda excluido. d) Auditoria· a nivel de auditores y 

sub-auditores generales, así como el personal técnico que en forma exclusiva y 

permanente desempeñe tales funciones, siempre que presupuesta/mente dependa 

de las contra!orías o de las Áreas de Auditoría. e) Cont¡ol directo de adqu1s1c1ones 

cuando tengan la representación de la dependencia o entidad de que se trate, con 

facultades para tomar decisiones y que ocupe puestos presupuesta/mente 

considerados en estas áreas de las dependencias y entidades con tales 

características. f) En almacenes e inventarios, el responsable de autorizar el ingreso 

o salida de bienes o valores y su destino o Ja bajada y alta en inventarios. g) 

Investigación científica, siempre que implique facultades para determinar el sentido y 

la forma y de la investigación que se lleve a cabo. h) Asesoría o Consultoría, 

únicamente cuando se proporcione a los siguientes servidores públicos superiores 

Secretario, Sub-secretario, Oficial Mayor, Coordinador General y Director General 

en las dependencias del Gobierno Federal o sus equivalentes en las Entidades. 1). 

El personal adscrito presupuestalmente a las Secretarías particulares y Ayudantías. 

j) Los Secretarios Particulares de: Secretario, Sub-secretario, Oficial Mayor y 

Director General de las dependencias del Ejecutivo Federal o sus equivalentes en 

loas entidades. así como los destinados presupuesta/mente al servicio de los 

funcionarios a que se refiere la fracción 1 de este articulo. k) Los Agentes del 

Ministerio Público Federal y del Distrito Federal. 1) Los Agentes de las Policías 

Judiciales y los miembros de las Policías Preventivas ... Han de considerarse de 

base todas las categorías que con aquella clasificación consigne el Catálogo de 

Empleos de la Federación, para que el personal docente de la Secretaría de 

Educación Pública. La clasificación de los puestos de confianza en cada una de las 

jependencias o entidades, formará parte de su catálogo de puestos ... 111. En el 

'oder Legislativo en la Cámara de Diputados: el Oficial Mayor, el Director General 

Je Departamentos y Oficinas, el Tesorero General, los Cajeros de la Tesorería, el 
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Director Generai de Administración, el Oficia! Mayor de la Gran Comisión, e! Director 

Industrial de la Imprenta y Encuadernación y el Director de Ja Biblioteca del 

Congreso ... En la Contaduría Mayor de Hacienda: el Contador y el Subcontador 

Mayor, Jos Directores y Subdirectores, los Jefes de Departamento, Jos Auditores , Jos 

Asesores y Jos Secretarios Particulares de los funcionarios mencionado. En la 

Cámara de Senadores: Oilc1al Mayor. resorero y Subresorero; ... IV En el Poder 

Jud1c1a1 los Se:retarios de tos Ministros ae Ja S~prema Corte de Justicia de la 

Nación y en ei Tribunal Supenor de Justicia del Distrrto FederaL los Secretarios de! 

Tribunal Pleno y de las Salas 

Entonces por exclusión, los que no se encuentran en los 

supuestos anteriores, son trabajadores de base Articulo 6º. Son trabajadores de 

base· Los no 1nc1uidos en Ja enumeración anterior y que, por ello. serán inamovibles 

Los de nuevo ingreso no serán inamovibles sino después de seis meses de servicios 

sin nota desfavorable en su expediente 

Como Jo hemos apuntado, Jo relativo a los derechos individuales 

y a las condic1ones bajo las cuales Jos burócratas prestan sus servicios, en algunos 

rubros son supe~1ores a los de los trabajadores en general, como son los siguientes 

casos: Artículo 30. los trabajadores que tengan más de seis meses consecutivos de 

servicios disfru¡:arán de dos períodos anuales de vacaciones, de diez días laborales 

cada uno, en las fechas que se señalen al efecto· pero en todo caso se dejarán 

guardias para la tramitación de los asuntos urgentes, para los que se utilizarán de 

preferencia los servicios de quienes no tuvieron derecho a vacaciones ... Cuando un 

trabajador no pJdlere hacer uso de las vacaciones en los períodos señalados, por 

necesidades de: servicio, disfrutará de eua·s durante los diez días siguientes a la 

fecha en que haya desaparecido fa causa que impidiere e! dísfrute de ese descanso, 

pero en ningú:-i caso los trabajadores que laboren en períodos de vacaciones 

tendrán derecho a doble pago de sueldo 
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El aguinaldo que será de 40 días de salario cuando menos: 

Artículo 42 bis. Los trabajadores tendrán derecho a un aguinaldo anual que estará 

comprendido en el Presupuesto de egresos, el cual deberá pagarse en un 50% 

antes del 15 de diciembre y el otro 50% a más tardar el 15 de enero, y que será 

equivalente a 40 días de salario cuando menos, sin deducción alguna. El Ejecutivo 

Federal dictará las normas conducentes para fijar las proporciones y el 

procedimiento para los pagos en caso de que e/ trabajador hubiere prestado sus 

servicios menos de un año. 

Otro beneficio es el referente a las reglas del escalafón: Artículo 

47. Se entiende por escalafón el sistema organizado en cada dependencia conforme 

a las bases establecidas en este título, para efectuar las promociones de ascenso de 

los traba¡adores y autorizar las permutas 

Pero lamentablemente en donde si se encuentran 

menoscabados los derechos de los burócratas, es en lo relativo a sus derechos 

colectivos: Artículo 68. En cada dependencia sólo habrá un sindicato En caso de 

que concurran varios grupos de traba¡adores que pretendan ese derecho. el Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje otorgará el reconocimiento al mayoritario. Artículo 

69. Todos los trabajadores tienen derecho a formar parte del sindicato 

correspondiente. pero una vez que soliciten y obtengan su ingreso, no podrán dejar 

de formar parte de él, salvo que fueran expulsados Artículo 70. Los trabajadores de 

confranza no podrán formar parte de los sindicatos. Cuando los trabajadores 

sindicalizados desempeñen un puesto de confranza, quedarán en suspenso todas 

Jas obligaciones y derechos sindicales. 

Solamente puede existir un sindicato por cada dependencia, los 

traba¡adores de confianza no pueden formar sindicatos, y solamente existe una 

central obrera· Articulo 78 Los sindicatos podrán adherirse a la Federación de 
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Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado, única central reconocida por el 

Estado. 

Los derechos colectivos se ven afectados por la falta de una 

negociación por parte del Estado con sus trabajadores, para establecer las 

cond1c1ones de trabajo. Artículo 87. Las Cond1c1ones Generales de Trabajo se fi1arán 

por el Titular de la Dependencia respectiva, tomando en cuenta la opinión del 

S1nd1cato correspondiente a soltcitud de éste, se revisarán cada tres años Artículo 

89. Los sindicatos que objetaren sustancialmente las condiciones generales de 

trabajo, podrán ocurrir ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, el que 

resolverá en deftnrtiva. 

Por último y quizás la mas grave violación a los derechos 

laborales de los burócratas, es el tema referente a la huelga. Esta no existe, 

juridicamente es imposible que pueda presentarse: Articulo 92. Huelga es la 

suspensión temporal del trabajo como resultado de una coalición de trabajadores, 

decretada en la forma y términos que esta Ley establece. Articulo 93. Declaración de 

huelga es la manifestación de la voluntad de la mayoría de los trabajadores de una 

dependencia de suspender las labores de acuerdo con los requisitos que establece 

esta Ley, s1 el titular de la misma no accede a sus demandas. Articulo 94. Los 

trabajadores podrán hacer uso de los derechos de huelga respecto de una o vanas 

dependencias de los Poderes Públicos, cuando se violen de manera general y 

sistemática los derechos que consagra el apartado B, del articulo 123 

Constitucional. Articulo 95. La huelga sólo suspende los efectos de los 

nombramientos de los trabajadores por el tiempo que dure, pero sin terminar o 

extinguir los efectos de! propio nombramiento 

No son las únicas trabas que tienen los trabajadores, también es 

necesario, para declarar una huelga, la calificación previa del tribunal. Articulo 100. 
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Antes de suspender las labores los trabajadores deberán presentar al presidente del 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje su pliego de peticiones con ta copia del 

acta de ta asamblea en que se haya acordado declarar ta huelga. Et presidente, una 

vez recibido el esenio y sus anexos, correrá traslado con Ja copia de ellos al 

funcionario o funcionarios de quienes dependa la concesión de las peticiones, para 

que resuelvan en el rérmino ae diez días, a partir ae la norif1cac1ón. Artículo 101. El 

Tribunal Federal de Conc1l1ac1ón y Arbitraje decidirá dentro de un término de setenta 

y dos horas, computado desde la hora en que se reciba copia del escrito acordando 

Ja huelga, s1 ésta es legal o ilegal, según que se hayan satisfecho o no Jos reqws1tos 

a que se refieren los artículos anteriores. Si Ja huelga es legal, procederá desde 

luego a ta conciliación de tas partes, siendo obligatoria Ja presencia de éstas en tas 

audiencias de avenimiento. Articulo 102. Si ta declaración de huelga se considera 

legal, por et Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, y si transcurrido et plazo de 

dlez días a que se refiere el artículo 95, no se hubiere llegado a un entendimiento 

entre las parres, Jos trabajadores podrán suspender labores. 

Las formalidades del procedimiento siguen Jos lineamientos 

marcados por Ja Ley Federal del Traba¡o. El órgano competente para dirimir tas 

controversias laborales es et Tribunal Federal: Artículo 118 El Tribunal Federal de 

Concil1ac1ón y Arbitra¡e será colegiado, funcionará en Pleno y en Salas, se integrará 

cuando menos con tres Salas, las que podrán aumentarse cuando así se requiera. 

Cada Sala estará integrada por un Magistrado designado por el Gobierno Federal, 

un Magistrado representante de Jos trabajadores, designado por Ja Federación de 

S1nd1catos de Traba¡adores al Servicio del Estado y un Magistrado tercer árbitro, que 

nombrarán los dos primeros y que fungirá como Presidente de Ja Sala.. Además de 

Jas Salas a que se refiere el párrafo anterior, en las capitales de tas entidades 

federativas podrán funcionar las Salas Auxiliares del Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje que el Pleno considere necesarias, integradas en igual forma 

que las Salas.. El Pleno se integrará con Ja totalidad de Jos Magistrados de tas 
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Salas y un Magistrado adicional, designado por el Presidente de la República, que 

fungirá como Presidente del propio Tribunal. Articulo 124. El Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje será competente para: l. Conocer de los conflictos 

individuales que se susciten entre titulares de una dependencia o entidad y sus 

trabajadores ... 11. Conocer de los conflictos colectivos que surjan entre el Estado y 

las organizaciones de trabajadores a su servicio . llL Conceder el registro de los 

sindicatos o, en su caso, dictar la cancelación de! mismo... IV. Conocer de los 

conflictos sindicales e intersindicales, y.. V Efectuar el registro de las Cond1c1ones 

Generales de Trabajo, Reglamentos de las Com1s1ones Mixtas de Seguridad e 

Higiene y de los Estatutos de los Sindicatos. 

El Tribunal tiene la obligación de resolver los conflictos de la 

manera más pronta, que evita el perjuicio de los trabajadores. Articulo 127. El 

procedimiento para resolver las controversias que se sometan al Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje, se reducirá: a la presentación de la demanda respectiva que 

deberá hacerse por escrito o verbalmente por medio de comparecencia, a la 

contestación, que se hará en igual forma, y a una sola audiencia en la que se 

recibirán las pruebas y alegatos de las partes, y se pronunciará resolución, salvo 

cuando a juicio del propro Tribuna! se requiera la práctica de otras diligencias, en 

cuyo caso se ordenará que se lleven a cabo, y, una vez desahogadas, se dictará 

laudo. 

Un caso particular dentro de los conflictos entre el Estado y sus 

traba¡adores, se presenta en el Poder Judicial de la Federación, parece dificil pensar 

que el máximo Tribunal del País, sea juzgado por otro Tribunal. Articulo 152. Los 

conflictos entre e! Poder Judicial de la Federación y sus servidores. serán resueltos 

en única instancia por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Artículo 153. Para los efectos del artículo anterior, se constituye con carácter 

permanente, una comisión encargada de substanciar los expedientes y de emitir un 
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dictamen, el que pasará al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 

su resolución. 

3.4 Normas de Seguridad Social 

Para ubicarnos dentro del marco jurídico del tema que estamos 

analizando, es necesario hacer referencia de algunas Leyes que de alguna u otra 

manera se relacionan con los temas en cuestión. 

Sin lugar a dudas que son muy complejas las normas que 

regulan las relaciones de trabajo_ Cómo ya vimos existen las Leyes reglamentarias 

de los Apartados A y B del articulo 123 de la Constitución, pero a su vez existen 

normas que son de un mayor alcance protector para los trabajadores 

Existen Leyes de Seguridad Social que extienden su brazo 

protector más alla que lo mínimo que en su origen declaró la Ley Fundamental Para 

nuestro estudio es necesano hacer mención aunque sea de manera breve de los 

esquemas fundamentales de dichas normas; todo este estudio lo haremos sin olvidar 

que los dos lnsiitutos de Segundad Social de los que haremos función, son 

organismos descentralizados y también requieren de personas humanas que 

realicen los trabajos necesarios para e! funcionamiento de esas instituciones, y 

veremos que cada Ley regula de manera diferente a estos trabajadores. 

La Ley del Seguro Social. La seguridad social es uno de los 

instrumentos de protección de los trabajadores, se otorgan grandes beneficios, ya 

que tiene la finalidad de garantizar el derecho humano a la salud, la asistencia 
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médica, Ja protección de Jos medios de subsistencia y los servicios sociales 

necesarios para el bienestar individual y colectivo. 

La seguridad social tiene por finalidad garantizar el derecho a la 

salud, la asistencia médica, la protección de los medios de subsistencia y los 

servicios sociales necesarios para e! bienestar individual y colect1vo, así como el 

otorgamiento de una pensión que, en su caso y previo cumplimiento de los requisitos 

legales, será garantizada por el Estado. La realización de la seguridad social está a 

cargo de entidades o dependencias públicas, federales o locales y de organismos 

descentralizados, conforme a lo dispuesto por la Ley y demás ordenamientos legales 

sobre la materia (artículos 2 y 3). 

La Ley establece dos regímenes bajo los cuales los trabajadores 

serán beneficiarios de la seguridad social, son e! régimen obligatorio y el régimen 

voluntario. 

El primero comprende los seguros de Riesgos de trabajo, 

Enfermedades y maternidad, Invalidez y vida, Retiro, cesantía en edad avanzada y 

veJez. y Guarderías y prestaciones sociales. 

Los sujetos que se aseguran dentro del régimen obligatorio son 

las personas que se encuentren vinculadas a otras, de manera permanente o 

eventual, por una relación de trabajo cualquiera que sea la personalidad jurídica o la 

naturaleza económica de! patrón y aun cuando éste, en v1rtud de alguna Ley 

especial, esté exento del pago de impuestos o derechos. Los miembros de 

sociedades cooperativas de producción. Las personas que determine el Ejecutivo 

Federal a través del Decreto respectivo, bajo los términos y condiciones que señala 

la Ley. 



112 

Ahora bien bajo el régimen voluntario, se pueden asegurar a los 

trabajadores en industrias familiares y los independientes, como profesronales, 

comerciantes en pequeño, artesanos y demás trabajadores no asalariados. Los 

trabajadores domésticos. Los ejidatarios, comuneros, colonos y pequeños 

propíetarios. Los patrones personas físicas con trabajadores asegurados a su 

servicio. Los trabajadores al servicio de las administraciones públicas de la 

Feaerac16n, ent1daaes federativas y mun1c1p1os que estén excluidas o no 

comprendidas en otras leyes o decretos como sujetos de seguridad social. 

De manera breve haremos referencia a algunos de !os seguros 

más destacados que establece Ja Ley. El primero se refiere a los riesgos de trabajo, 

que son los accidentes y enfermedades a que están expuestos los trabajadores en 

ejercicio o con motivo del trabajo. Dichos riesgos pueden producir incapacidad 

temporal, incapacidad penmanente parcial; incapacidad permanente total y muerte 

(artículo 55). Y de confonmidad a cada una de las incapac·1dades, el trabajador tiene 

derecho a Ja asistencia médica, quirúrgica y fannacéutica; servicio de 

hosp'italizac1ón; aparatos de prótesis y ortopedia, y rehabilitación, o bien 

prestaciones en dinero que pueden ser de! cien por ciento, mientras no se declare 

una incapacidad parcial o permanente. ya que si se declara alguna de estas, el 

traOaJador tendrá derecho a una pensión mensual equivalente al setenta por ciento 

de su salario 

En lo que se refiere al seguro de en!enmedades y maternidad, se 

ampara al asegurado, a !os pensionados, al cónyuge o concubina, a los hijos 

menores de eaad. Las prestacrones corresponden a fa atención médico quirúrgica, 

farmacéutica y hospitalaria. y en su caso un subsidio del setenta por ciento de su 

salario hasta por 52 semanas (articulas 91 y 96). En el caso de la maternidad se 

prestaré asistencia obstétrica, ayuda de seis meses de lactancia. y una canastilla. y 

en su caso el pago de! cien por ciento de su salario durante 42 días anteriores al 
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parto y 42 días postenores. 

El último de los seguros a que haremos referencia, corresponde 

al de retiro, la cesantía en edad avanzada y la vejez. Lo interesante de este capitulo, 

es la integración a la Ley de luna cuenta individual, la cual será aquella que se 

abn:-á para cada asegurado en las Administradoras de Fondos para el Retiro, para 

que se depositen en la misma las cuotas obrero-patronaies y estatal por concepto 

del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, así como los rendimientos. 

La cuenta individual se rntegrará por las subcuentas de retiro, 

cesantía en edad avanzada y vejez; de vivienda y de aportaciones voluntarias. Es 

decir cada trabajador contará con una cuenta individual, y su administración estará 

a cargo de las Administradoras de Fondos para el Retiro (AFORE). 

El titulo cuarto de Ley, hace mención al Instituto Mexicano del 

Seguro Social, que en su artículo 256 establece que: Las relaciones entre el Instituto 

y sus trabajadores se regirán por lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo. Es decrr 

le corresponde a la Ley Federal del Trabajo, regular las relaciones de trabajo entre 

el IMSS y sus trabajadores. Ahora, el artículo 303 establece que los trabajadores del 

Instituto, estarán sujetos a las disposiciones de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos: El Director General del Instituto, los consejeros, el 

Secretario General, los directores, los directores regionales, Jos coordinadores, los 

delegados, los subdelegados, los jefes de oficinas para cobros del Instituto 

Mexicano del Seguro Social y demás personas que desempeñen cualquier empleo, 

cargo o comisión dentro de! Instituto, aun cuando fuese por tiempo determinado 

estarán sujetos a las responsabilidades civiles o penales en que pudreran incurrir 

como encargados de un servicio público. Tan alto deber obliga a exigir a éstos el 

más alto sentrdo de responsabilidad y ética profesionales, buscando alcanzar la 

excelencia y calidad en la prestación de Jos servicios y en la atención a Jos 
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derechohabientes. El incumplimiento de las obligaciones administrativas, que en su 

caso correspondan, serán sancionadas en los términos previstos en la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, salvo los que se encuentren 

comprendidos en el articulo 5º de dicho reglamento. 

La Ley del instituto de Seguridad Social y Servicios Sociales 

de los Trabajadores del Estado. Otra Ley de gran 1mportanc1a dentro del ámbito 

laboral es la Ley del Instituto de Segundad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado. Dicha Ley se aplica a los trabajadores al servicio civil de las 

dependencias y de las entidades de la Administración Pública Federal que por la ley 

o por acuerdo de! Ejecutivo Federa! se incorporen a su régimen, así como a los 

pensionistas y a los familiares derechohabientes unos y otros: a las Dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal y de los Poderes de la Unión; a las 

Dependencias y entidades de la Administración Pública en los estados y municipios 

y a sus trabajadores en los térrnmos de los convenios que el Instituto celebre; a los 

Diputados y Senadores que durante su mandato constitucional se incorporen 

individual y voluntariamente 

Al igual que la Ley del Seguro Social, la Ley comprende al 

régimen obligatorio y el voluntario Los seguros que presta son los de medicina 

preventiva; seguro de enfermedades y maternidad; servicios de rehabilitación física 

y mental; seguro de riesgos del trabajo; seguro de jubilación; seguro de retiro por 

edad y tiempo de servicios, seguro de 1nval1dez; seguro por causa de muerte, seguro 

de cesantía en edad avanzada; así como otras prestaciones y servicios. 

De igual manera, haremos una breve reflexión a cerca de los 

seguros que otorga la Ley. En caso de enfermedad el trabajador tiene derecho a 

atención médica de diagnóstico. odontológica, quirúrgica, hospitalaria. farmacéutica 

y de rehabilitación que sea necesaria desde el comienzo de la enfermedad y durante 
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el plazo máximo de 52 semanas para la misma enfermedad. En el derecho de 

enfermedad, la asegurada llene derecho a la asistencia obstétrica necesaria, ayuda 

para la lactancia cuando exista incapacidad física o laboral para amamantar al hijo y 

una canastilla (artículos 23 al 29). 

Con relación al seguro de medicina preventiva, e! Instituto 

proporcionará servicios de medicina preventiva tendientes a preservar y mantener la 

salud de los trabajadores. pensionistas y sus familiares derechohabientes quienes 

tendrán derecho a la atención preventiva (artículo 30). 

La Ley protege a los trabajadores con el seguro de riesgos de 

trabajo. accidentes y enfermedades a que están expuestos los trabajadores en el 

ejercicio o con motivo de! trabajo. La protección se hace efectiva con las 

prestaciones que corresponden al diagnóstico, asistencia médica, quirúrgica y 

farmacéutica; servicio de hospitalización; aparatos de prótesis y ortopedia·, y su 

rehabilitación: además de prestaciones en dinero correspondientes al pago de su 

salario integro hasta que no se declare incapacidad parcial o permanente (artículos 

39 y 40). 

Los trabajadores tienen derecho a una pensión por jubilación si 

tienen 30 años o más de servicio (las mujeres deben tener 28 años o más), sin 

mportar la edad. También existe la pensión de retiro por edad y tiempo de servicios, 

iue se a aquellos que habiendo cumplido 55 años, tuviesen 15 años de servicios 

;orno mínimo e igual tiempo de cotización a! Instituto. La pensión por cesantía en 

;dad avanzada se otorgará al trabajador que se separe voluntariamente del servicio 

, que quede privado de trabajo remunerado, después de los 60 años de edad y haya 

:atizado por un mínimo de 10 años al Instituto. Todas estas siguiendo sus 

aracterísticas para determinar el monto de la pensión. No hay que olvidar que la 

ey también adoptó el Sistema de Ahorro para el Retiro. 
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El Título cuarto señala las funciones y organización del lnstrturo 

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. Los trabajadores 

de Instituto, regirán sus relaciones de trabajo de conformidad al Apartado B del 

articulo 123 constitucional, según lo ordena el artículo 14 de la Ley: Los trabajadores 

del Instituto quedan incorporados al régimen de la presente Ley. Las relaciones de 

trabajo entre el propio Instituto y su personal, se regirán por la Ley Federal de los 

Trabajadores af Servicio del estado reglamentaria del Apartado B del articulo 123 

Constitucional. Y de acuerdo al artículo 192. los servidores del Instituto estarán 

sujetos a las responsabilidades crviles, administrativas y penaies en que pudieran 

incurrir, de acuerdo a las disposiciones legales aplicables. 



IV. LOS TRABAJADORES DE LOS ORGANISMOS 

DESCENTRALIZADOS 

4.1 Administración Pública Federal 

El Estado tiene la tarea de alcanzar diversos fines, para lo cual 

esta dotado de múltiples atribuciones. Estas atribuciones son tantas como 

necesidades tenga una sociedad Entonces el Estado tiene a su cargo la 

procuracíón de justicia, la seguridad pública, la prestación de servicios públicos, etc. 

Las atribuciones estatales se hacen efectivas por medio de la 

función legislativa, la función JUdicial y la función administrativa. La función 

legislativa consiste en crear, modificar o extinguir reglas generales de conducta, 

abstractas y permanentes. 

La función judicial tiene como objetivo resolver alguna cuestión 

de derecho, supone la preexistencia de un conflrcto con pretensiones opuestas, ya 

sea para ejercitar un derecho o por la interpretación de alguna norma jurídica. 

La tercera función del Estado la realiza el Poder Ejecutivo, que 

como su nombre lo indica se encarga de ejecutar, es decir, hacer efectivos los 

mandamientos de las d·1sposiciones leg1slat1v:as. 

Las atribuciones del E1ecutivo encuentran sustento 

constitucional en el artículo 89 de la Carta Magna, que establece las facultades y 

obligaciones del Ejecutivo Federal, tal como se desprende de su fracción 1, que 
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dicta: "Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, 

proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia'". 

La administración pública tiene distintas tareas, tales como la de 

ejercitar el poder público, es decir, la tarea de gobierno; la de administración, que 

consiste en la organización y atención de Jos serv1c1os púo!Jcos, que se d1ngen a 

satisfacer las necesidades ae !a sociedad 

La administración pública es la acción del Estaao encaminada a 

concretar sus fines, administrar es servir, es proveer por medio de servicios públicos 

o de serv1c1os administrativos a los intereses de una sociedad. Al ejecutar las leyes 

que expide el Congreso de la Unión, el poder Ejecutivo realiza la importante función 

de administrar.39 

Por tanto, la administración pública federal la componen los 

órganos del Estado. que .jependen directa o indirectamente del poder Ejecutivo y 

que tienen a su cargo toda la act1v1dad estatal que no desarrollan los otros poderes 

(Legislativo y Jud1c1a!), su acción es continua y permanente, siempre persigue el 

interés público, adopta una forma de organización jerarquízada y cuenta con 

elementos personales, elementos patrimoniales, estructura jurídica y proced1m1entos 

técnicos.40 

La administración pública selecciona, coordina y organiza las 

actividades del Estado con medios materiales y con el personal técnico adecuado. 

Es decir. las personas físicas, los bienes y Ja importante función directiva de los 

e1ecutivos. son los elementos indispensables de una eficaz administración, para lo 

cual se selecciona al me1or personal técnico, capaz de proporcionar un buen 

serv1cío 

39 SERRA ROJAS, Andrés Derecho Admimstrafrvo Op. Cit pág. 527. 
~ 0 ACOSTA ROMERO, Miguel. Teoría Genera! de! Derecho Administrativo Op. Cit pág. 6. 
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la administración pública encuentra su sustento jurídico en el 

artículo 90 constitucional que a la letra dice: "la Administración Pública Federal será 

centralizada y paraestatal conforme a la ley Orgánica que expida el Congreso, que 

distribuirá los negocios del orden administrativo de la Federación que estarán a 

cargo de las Secretarias de Estado y Departamentos Administrativos y definirá las 

bases generales de creación de las entidades paraestatales y la intervención del 

E1ecut1vo Federal en su operación". 

4. 1.1 Centralizada 

La centralización administrativa implica la unidad de los 

Jiferentes órganos que la componen. Entre ellos existe un orden jerárquico de 

;ubord1nacíón frente al titular del poder ejecutivo (artículo 2' de la Ley Orgánica de 

a Administración Pública Federal). Se coordinan las Secretarías, los Departamentos 

je Estado, y existe subordinación en el orden interno, por lo que respecta a los 

>rganos que la conforman. 

El ariículo 2' de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

'ederal, establece que: 

=n el ejercicio de sus atribuciones y para e! despacho de los negocios del orden 

dministrativo encomendados al Poder Ejecutivo de la Unión, habrá las siguientes 

ependenc1as de la Admln1strac1ón PúblJca centralizada: 

Secretarias de Estado; 

Depariamentos Administrativos, y 
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111. Consejería Jurídica". 

De acuerdo a los distintos elementos que contiene la 

Administración Pública Centralizada, se entiende la existencia de una serie de 

órganos que a pesar de encontrar niveles desiguales, mantienen una estrecha 

relación de dependencia 

La dependencia la entendemos cómo una relación de jerarquía 

que se da desde el jefe del Ejecutivo, que mantiene el nivel jerarquice más alto, 

hasta los demás integrantes de la administración pública, lo que podemos entender 

de mejor manera al analizar la siguiente resolución: 

DELEGACION DE FACULTADES EN EL REGIMEN DE DESCENTRAUZACION 

ADMINISTRATIVA. NO CONTRAVIENE AL SISTEMA CONSTITUCIONAL DE DIVISION 

DE PODERES NI SE AFECTA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, Tratándose del régrmen de 

centralización administrativa, Jos órganos se agrupan colocándose unos respecto a otros en 

una situación de dependencia tal. que entre todos ellos existe un vínculo que, partiendo de! 

organismo situado en él más alto grado de ese orden, los va ligando hasta el órgano de 

ínfima categoría, existiendo una relación de jerarquia entre las dlversas unidades que 

integran el sistema. Mediante esta relación se mantiene Ja unidad de! poder admín1strativo, 

a pesar de la diversidad de los órganos que lo conforman. En este orden de ideas cuando 

dentro de Ja forma de organizacrón centralizada se establece la posibilidad legal de que un 

órgano de superior jerarquia delegue las facultades legales a otro que le esté subordinado, 

dada Ja urndad entre todos los órganos que confonnan el sistema, no puede estimarse que 

Ja autoriaad que emitió eJ acto por delegación de facultades sea ajena a la autoridad 

delegante de el!as, no afectando, por tanto, el sistema constitucional de división de poderes. 

Por otra parte. /a delegación de facultades establecida en fa ley, a efecto de que el titular de 

un órgano situado en un nivel superior (como puede ser el secretario del Trabajo y Previsión 

Social) pueda delegar sus funciones a otro de inferior categoría (como puede ser el 

Delegado Federal del Trabajo), no contraviene et pnncipio de legalidad del que se 

desprende que las facultades de las autoridades sólo puede emanar de la ley. En efecto, 

como lo apunta Gabmo F=raga (Derecho Administrativo, editona! Porrúa. México, 1968, 

página 130) ~Aun en et caso de delegación admitida por la ley, es ella misma y no la 
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volun1ad de Jos funcionarios respectivos, la que autoriza que determinadas facultades se 

otorguen a otros funcionarios, lo cual equivale a que sea la propia ley e! ongen de la 

competencia delegada." 

TERCER ffilBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo directo 287/95, Compañía Azucarera La Concepción, S.A. de C.V. 6 de JUiio de 

1995. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zavaleta. Secretaria· María 

Guadalupe Herrera Calderón. 

La relación de jerarquía se caracteriza por contar con varíes 

poderes que mantienen la unidad de dicha administración, de los que destacan el 

poder de decisión y de mando.41 

Son múltiples los organismos que forman Ja centralización 

administrativa, pero muy reducido el número de aquéllos que poseen la facultad de 

resolver sobre algún caso en concreto, o bien, crear, modificar o extinguir alguna 

situación jurídica. 

Lo anterior constituye la principal característica de la 

administración pública centralizada, ya que quienes imponen sus decisiones son 

solamente algunos órganos que ocupan el más alto grado de jerarquía. Los demás 

tan solo van a desarrollar /os actos materiales, que si bien es cierto se hacen casi a! 

grado de su resolución, éstos no pueden decidir en aplicarlo o no, su tarea es 

únicamente el estudio y preparación de los asuntos. 

El segundo principio que caracteriza a esta forma de 

organización administrativa es el poder de mando. Se entiende que existen 

autoridades que van a aplicar la fuerza públi.ca, están dotadas de competencia para 

transgredir la esfera jurídica de los particulares. Dicha fuerza se ejerce a través de 

los órganos subordinados compete al titular ejercer ese poder de mando. 

4
• FRAGA, Gabino. Derecho Administrativo. Op Cit. pág. 166. 
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Los poderes de decisión y de mando son los más caracterist1cos 

dentro de la administración centralizada, pero no son los únicos, además existen 

otros poderes que son: 

• nombramiento, 

• vigilancia, 

• d1s::::.1piinano, 

• revisión, y 

• resolución de confhctos de competencia. 

El titular del órgano tiene el poder de ordenar e instruir a los 

órganos inferiores, para que se pueda hacer efectiva la tarea encomendada. Esas 

órdenes se dan con instrucciones de carácter individual, o bien, a través de 

Circulares que obligan de manera general a los subordinados 

El trabajo que realizan los órganos de la administración pública 

es variado y comple¡o, por lo que su titular tiene Ja facultad de pedir información e 

investigar todos los asuntos que confieren a ese órgano. Todo con el fin de asegurar 

e! buen desempeño y asegurar que no se presen irregularidades en los asuntos que 

le corresponden al órgano de la administración. 

S1 se presenta alguna irregularidad, la persona responsable 

puede ser acreedora de alguna sanción administrativa, civil ó penal. El titular del 

órgano tiene facultad de sancionar a todo servidor que haya incurrido en alguna 

falta. Estas sanciones van desde e! apercibimiento, amonestación, multa, descenso, 

suspensión temporal del empleo. privación del derecho de ascenso y hasta la 

privación del empleo. 

Por último, dado que la administración pública se constituye por 

una diversidad de órganos, se puede dar el caso de que surjan conflictos de 
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competencia. En estos casos, el titular se encuentra facultado para resolver a que 

órgano le corresponde determinada función. 

El Presidente de la República es el titular del Poder Ejecutivo, 

por lo que ocupa el más alto grado de jerarquía dentro de la administración pública, 

es el encargado de mantener la unidad administrattva y concentrar los poderes de 

decisión y de mando. 

En este sentido, es a partir del Jefe del Ejecutivo donde se 

encuentran colocadas las demás unidades administrativas, que de conformidad al 

artículo 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal se cuenta con 

las siguientes dependencias: 

• Secretaría de Gobernación, 

• Secretaría de Relaciones Exteriores, 

• Secretaría de la Defensa Nacional, 

• Secretaría de Manna, 

• Secretaria de Hacienda y Crédito Público, 

• Secretaría de Desarrollo Social, 

• Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, 

• Secretaría de Energía, 

• Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, 

• Secretaría de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural, 

• Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 

• Secretaría de Contraioría y Desarrollo Administrativo, 

• Secretaría de Educación Pública, 

• Secretaría de Salud, 

• Secretaría de Trabajo y Previsión Social, 

• Secretaría de la Reforma Agrana, 

Secretaría de Turismo. 
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• Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal. 

4.1.2 Paraestatal 

El artículo 90 de la Constitución establece que: "La 

Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal conforme a la Ley 

Organica que expida el Congreso, que distribuirá los negocios del orden 

administrativo de la Federación que estarán a cargo de las Secretarías de Estado y 

Departamentos Administrativos y definira las bases generales de creación de /as 

entidades paraestatales y la intervención del Ejecutivo Federal en su operación". 

Por otro lado el artículo 3º, de la LOAPF, establece que: El 

Poder E1ecutivo de la Unión se auxiliará, en los términos de las disposiciones 

legales correspondientes, de las siguientes entidades de la administración pública 

paraestatal: 

l. Organismos descentralizados 

11. Empresas de participación estatal, instituciones nacionales de crédito, e 

mstituciones nacionales de seguros y de fianzas, y 

111. Fideicomisos 

Los autores aluden al término paraestatal como un vocablo 

carente de sustento 1urídico, que no abarca la totalidad de las actividades que 

::iesarrollan los diversos organismos y empresas estatales, que tienen como tarea 

Jnncipa! la de cooperar para cumplir con los fines del Estado 
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La administración pública descentralizada existe cuando se 

crean organismos con personalidad jurídica propia, mediante disposiciones 

legislativas, para realizar una actividad que compete al Estado, o que es de interés 

público". 

Esta descentralización tiene lugar en el momento que el Estado 

confía el desempeño de ciertas actividades, que en principio le corresponden a 

organismos que se encuentran desvinculados en mayor o menor grado de la 

administración central. 

Su principal característica consiste en que el Estado otorga 

actividades administrativas a organismos que no presentan relación de jerarquía, 

propia de la administración centralizada, pero sí deben sujetarse a las reglas que 

buscan conservar la unidad administrativa. Este tipo de administración se presenta 

por la necesidad de satisfacer las necesidades de interés general, que solamente 

pueden ser cumplidas con Ja aplicación de conocimientos técnicos, industriales etc. 

El Estado tiene que cumplir diversos fines, tarea que día con día 

se hace más complicada, si consideramos Jos avances tecnológicos y científicos 

necesarios para cumplir los objetivos del Estado, en beneficio de una creciente 

población. El Estado debe prestar múltiples servicios, pero en ocasiones no es 

posible hacerlo en su totalidad, ya que sus órganos son insufic·1entes y no pueden 

dejar en manos de particulares. que lo ayuden en cumplimiento de sus obligaciones. 

El Estado sutre las consecuencias de dicha dinámica, y al no 

contar con la capacidad necesaria para cunplir con esa responsabilidad, necesita 

dar origen al sector paraestatal, el cual fonmará parte de la administración pública y 

se hará cargo de las funciones necesarias para el beneficio de la sociedad. 

12 ACOSTA ROMERO, Migue!. Teoría General de Derecho Administrativo. Primer curso. Porrúa. 
;exta edición. México 1984, pág. 202. 
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Al no poder cumplir el Estado con sus funciones a través de sus 

propios organismos, descentraliza su actividad, es decir, aparta sus funciones de la 

estructura de jerarquía. El nuevo sector paraestatal deberá encargarse de algunas 

actividades que en ongen le corresponden al Estado. 

Para entender a la aescentralización administrativa, es 

necesano referirnos a la siguiente clasificación: 

a) descentra! 1zación por región, 

b) descentralización por colaboración, 

e) descentralización por serv1cro, 

La descentralización por región consiste en el establecimiento 

de una organización administrativa destinada a manejar los intereses colectivos que 

corresponde a la población radicada en una determinada circunscripción territoria!.43 

Este tipo de descentralización se presenta cuando existe la 

1ecesidad de hacer llegar a todos los integrantes de la sociedad los servicios 

~úblicos necesanos, y el poder central al ser muy limitado no puede hacerse cargo 

je las necesidades de cada uno los territorios. 

La principal característica de la descentralización por región es 

iue los encargados son elegidos a través de la participación del pueblo. 

La descentralización por colaboración se presenta en el 

nomento que e! Estado va adquiriendo mayores tareas y sus organismos no cuentan 

:on los elementos técnicos que permiten dar~es cumplimiento. Por tanto, para hacer 

rente a esas tareas necesita autonzar a organizaciones privadas su colaboraclón 

)ara que coadyuven a! cumplimtento de esas funciones. 

1 FRAGA, Gabino. Derecho Admin!Strativo. Op. Cit. pág. 218. 
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Por último encontramos a Ja descentraJización por servicio, esta 

forma de descentralización se presenta en razón de un desbordamiento de la 

capacidad de servicio del Estado para prestar servicio,s públicos. Pero el Estado no 

puede transmitir dichas funciones a los particulares por ser de gran importancia para 

la vida nacional, por lo cual es necesario dar ongen a lo que conocemos como 

organismos descentralizados 

4.2 Los organismos descentralizados 

Los organismos descentralizados son personas jurídicas con 

personalidad, patrimonio y un régimen 1uridico propio que se establece en el 

momento de su creación, ya sea por una ley o por decreto del Congreso de la Unión 

o decreto del E1ecutivo FederaL Dicho régimen es similar al que presentan las 

sociedades de carácter privado, ya que cuentan con un estatuto orgánico, por lo que 

su forma de extinción debe ser igual al de su nacimiento. 

Si los organismos descentralizados no cumplen con los 

requisitos de creación ni con alguno de los elementos que la ley establece, no serán 

considerados como tales. 

ALMACENES NACIONALES DE DEPOSITO, NO ES UNA EMPRESA 

DESCENTRALlZADA NI DE PARTJC!PACtON ESTATAL E! artículo 2º, de la Ley para el 

control de Organismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal establece que 

son or.gamsmos descentralizados las personas morales creadas por e! Estado, mediante 

leyes expedidas por el Congreso de Ja Unión o por el Ejecutivo Federal en ejen::icro de sus 

facultades administrativas. Desde luego se advierte que "Almacenes Nacionales de 

Depósito ti, no fue creada por ninguna Jey, ya sea expedida por el congreso de la Unión o por 

el ejecutivo Federa!, SlílO que precedió al nacimiento de esta organización un acuerdo 
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preshjenciaJ, que oo es lo mismo que una ley no tiene el carácter de tal, pues este aruerdo 

es inefispensable para la creación de cualquier organismo de crédito. Tampoco la citada es 

una empresa de participación estatal, pues de acuerdo con el artículo 3~. de la propia Ley, 

tendrfai que reunir con requisitos esenciales la facultad del Estado de designar al Gerente, 

Presidente o Director o vetar los acuerdos de la Asamblea Accionista, y además tener 

cuando menos el cincuenta y uno por ciento del capital o acciones; y dicha compañía está 

integrada por diez mil acciones, de las cuales cuatro mil deben o pueden ser suscritas por la 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público, y las otras seis mil por los particulares 

Amparo penal drrecto 1132150. 28 de junio de 1952. Mayoría de tres votos. Relator: 

Femando de la Fuente. 

En otro orden de ideas, si estos organismos no son inscritos en 

el Registro Público de Organismos Descentralizados, no es motivo para no ser 

considerados como tales, ya que han cumplido con todos los demás elementos. 

PODERES GENERALES OTORGADOS POR EMPRESAS PARAESTATALES, SURTEN 

EFECTOS FRANTE A TERCEROS AUNQUE NO ESTEN INSCRITOS EN EL REGISTRO 

PUBLICO DE ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS POR NO HABERSE CONSTITUIDO 

DICHO REGISTRO. No es suficiente que los artículos 22, fracción VI!, y 23 de la Ley 

Federal de Entidades Paraestatates, señalen que para otorgar validez a los poderes 

notariales expedidos por los drrectores generales de los organismos descentralizados, sea 

1mpresandib!e su inscripción en el Registro Públrco de Organismos Descentralizados; toda 

vez. que el artículo 25, así como el qumto y octavo transitorio de ese propio ordenamiento 

legal, disponen que el reglamento de la citada Ley determinará constitución y el 

funcionamiento de tal Registro, así como las formalidades de las inscripciones y sus 

anotaciones que de ac:tos y operaCJones de Jos organismos descentralizados que en fas 

ténnínos de la citada Jey especial deban inscribirse en el Registro Público de Organismos 

Descentralizados, hasta en tanto se expida el reglamento de ese ordenamiento y se 

fonnabcen las funciones del expresado registro, se regirán para su validez y consecuencias 

en función de tas leyes, reglamentos, decretos y acuerdos vigentes hasta la fecha de la 

expedición de dicha Ley; y que los directoreS generales de los organismos descentralizados 

deberán inscribir los documentos que en un plazo de treinta dias computados a partir de la 

constitución formal del registro. En este orden de ideas, si el Reglamento de la Ley Federal 

de las Entidades Paraestatales publicado en el Diana Oficial de la Federación el 29 de 

enero de mil novecientos noventa, con v(gencia a! día siguien1e, es omrso en lo relativo a la 
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constitución y formallzación de las Funciones del Registro Público de Organismos 

Descentralizaaos; debe concluirse que es ilegal la obligación que se imponga a los 

directores generales de los organismos descentralizados, de acreditar la inscripción de su 

mandato en el Citado Registro; mas cuando hasta la fecha no existe dato fidedigno alguno 

que acredite la constitución, existencia ni la formalización de tas funCJones de! multicitado 

Registro. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CIRCUITO. 

Amparo directo 247/96. Pemex-exploraclón y producción. 4 de juho de 1996 Unanlmtdad de 

votos. Ponente· Raquel Aldama Vega. Secretario. Agustín López Díaz Amparo directo 

291196. Pemex-Exploración y ProduCClón. 8 de agosto de 1996. Unanimidad de votos 

Ponente: Raque! Aldama Vega. Secretario: Gabriel A. Ayala Quiñonez. Amparo directo 

302196. Pemex-Exploración y Producción. 8 de agosto de 1996. Unanimidad de votos. 

Ponente: Raque! Aldama Vega. Secretario. Agustín l.;.ópez Díaz. Amparo directo 296/96. 

Pemex~Exploración y Producción. 15 de agosto de 1996. Unanimidad de votos. Ponente. 

Luis A Cortés Escalante, Magistrado interino por acuerdo del Conse10 de la Judicatura 

Federal. 

Sin importar la forma por la que se Je haya dado vida a un 

)rganismo descentralizado -por ley o por decreto- es obltgatorio que contenga Jos 

'lementos propios de toda persona 1urídica, y que se induyan en el estatuto 

irgánico, Jas bases de organización, así como las facultades y funciones que 

~orrespondan a las distintas áreas que integren e! organismo. 

El primero de estos elementos es la denominación del 

>rganismo, que consiste en una palabra o un conjunto de palabras que sirvan para 

1d1vidualizar un órgano de otros o de cualquier institución privada. La denominación 

:e encuentra ligada a Ja actividad que se pretende ejecutar con su creación. 

Además de un nombre, Jos organismos requreren, señalar un 

omicilio legal para poder ejecutar los actos Jurídicos necesarios para lograr su 

bjet1vo 
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Como hemos apuntado, Jos organismos públicos 

descentralizados van a ejecutar actos que originalmente correspondían al Estado, 

actividades de carácter técnico, que proporcionen los servicios necesarios para la 

vida de la sociedad. El objeto de los organismos descentralizados debe estar bien 

determinado. Pueden ser variados, cómo el de realizar actividades correspondrentes 

a las áreas estratégicas o prioritarias, Ja prestación de un servicio púb/rco o social. la 

obtención o aplicación de recursos para fines de asistencia o segundad social 

(artículo 14 de Ja LOAPF). 

Uno de los temas más delicados en la figura de los organismos 

descentralizados es e! referente a su patrimonio, ya que una de sus características 

es la de contar y disponer de los recursos que el Estado le provee para lograr sus 

fines. Si bien es cierto que el organismo podrá disponer libremente de ese 

patrimonio, el Estado vigila permanentemente el manejo de esos recursos. 

Se proporciona un patrimonio a estos organismos, para acreditar 

oierta autonomía que le ayude a alcanzar sus objetivos. Su presupuesto se forma de 

3cuerdo a los programas anuales, los cuales deben contener los objetivos, las metas 

r las unidades responsables de su ejecución. 

Estos organismos deben formular su presupuesto sujetándose a 

os lineamientos generales que establece la Secretaría de Hacienda y Crédito 

'úb!ico 

Por lo tanto, los organismos descentralizados tienen que 

justarse a los programas financieros y a los lineamientos generales de la Secretaría 

e Hacienda y Crédito Público, teniendo la obligación de informar sus fondos, 

portaciones de capital, contrataciones de crédito, el apoyo de los proveedores de 

1sumos, de servicios, y de los suministradores de los bienes de producción. Estos 
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programas deben contener los criterios conforme a los cuales debe ajustarse el 

presupuesto en cuanto a montos, costos, plazos, garantías y avales. 

Corresponde a los titulares de las Secretarías, la coordinación 

de los sectores y el establecimiento de las políticas de desarrollo para los 

organismos del sector correspondiente. 

La administración de Jos organismos descentralizados estará a 

cargo de un órgano de gobierno, que podrá ser una junta de gobierno o su 

equivalente. El órgano de gobierno se integrará por lo menos qe cinco miembros y 

un máximo de 15 y será presidida por el titular de la coordinadora de sector. Este 

órgano colegiado se reunirá con la periodicidad que establezca el estatuto orgánico, 

periodo que no deberá ser menor de 4 veces al año. 

Además del órgano de gobierno, la administración de los 

organismos corresponde a un Director General, que será designado por el 

Presidente de la República. El director debe cumplir con una serie de requisitos 

como el ser ciudadano mexicano; haber desempeñado cargos de alto nivel 

decisorio, cuyo ejercicio revistiera conocimientos; y experiencia en materia 

administrativa. 

Los Directores Generales están !acuitados para celebrar y 

itorgar toda clase de actos y aocumentos inherentes a su objeto, ejercer actos de 

lomm·10, administración, pleitos y cobranzas. Puede avalar y negociar títulos de 

:rédito, formular querellas, ejercitar y desistirse de acciones judiciales incluso del 

J1c10 de amparo; así como otorgar poderes generales y especiales. 

La personalidad del director se acredita con la cert1!1cación de la 

1scripc1ón de su nombramiento o mandato en el Registro Público de Organismos 
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Descetralizados Al director le corresponde además administrar y representar 

legalmente a los organismos descentrahzados; formular los programas 

institucionales (que constituyen la asunción de compromisos en términos metas y 

resultados que debe alcanzar la entidad paraestatal), de corto, mediano y largo 

plazo; así como el presupuesto de la entidad. 

Corresponde a los órganos de gobierno establecer los 

programas sectoriales, las políticas generales y definir las prioridades de la entidad. 

aprobar los programas y presupuesto de la entidad. 

Así entonces, los organos de gobierno en ninguna forma podrán 

actuar más alla de lo que la ley les autoriza, pues sus facultades no son ilimitadas. 

SEGURO SOCIAL, CONSEJO TECNICO DEL. CARECE DE FACULTADES PARA CREAR 

ORGANOS CON FUNCIONES DE AUTORíOAD. El Instituto Mexicano del Seguro Social es 

un orgamsmo descentralizado cuya función pñmorcfia! estriba en la prestación de servicios 

de seguridad social y tiene personalidad jurídica y patrimonio propios; sus recursos 

financieros se integran con un porcentaje otorgado por ef Estado y con las llamadas cuotas 

obreras patronales. A dichas cuotas se les atribuye naturaleza fiscal, para efectos de su 

cobro; por esta razón y sólo para los efectos indicados, el Instituto asume el carácter de 

autoridad; es decir, tiene doble actuación: como prestador de servicios y como autoridad. 

Sentado lo anterior, cabe señalar que si bien es cierto que conforme al artículo 253, fracción 

VI, de Ja ley de ta materia, el Consejo Técnico de dicho Instituto tiene facultades para 

expedir reglamentos interiores. tal disposición resulta apl1cable, únicamente, cuando ejerce 

Jas funciones señaladas en pnmer ténnmo; o sea, para Ja creación de órganos internos 

puramente adrninistrafivos; sin embargo, el aludido Consejo carece de facultades para crear 

organismos que, como la Jefatura de Auditoria a Patrones o el Departamento de 

Verificación realicen funciones fiscales, puesto que en este aspecto, asumen el carácter de 

autondad, y por ende deben ser creados conforme a derecho, es decir, a través del órgano 

estatal competente 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. Séptima Epoca: Amparo en revisión 1652/81. El Cuarto, S.A. 1~ de Juho de 

1982 Unanimidad de votos. Amparo en revisión 268/82 Constructores e Ingenieros, S.A de 



133 

agoste de 1982. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 332183. Transportes Norte de 

Sonora, S.A. de C.V. 23 de junio de 1983. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 

505182. Constructores e Ingenieros, S.A. 3 de mayo de 1984. Unanlmidad de votos. Amparo 

en Revisión 522184. Fehpe Consuelo Sánchez y otro. 15 de junio de 1984. Unanimidad de 

votos. Semanario Judicial de la Federación, Séptima Epoca, vals. 181-186, Sexta Parte, 

págin" 273 Apéndice al semanario Judicial de la Federación 1917-1995, tomo 11!, materia 

administrativa. tesis número 746, p 557 

La autonomía de los organismos descentralizados se encuentra 

limitada por la ley. Se consigna la existencia de un órgano de vigilancia que se 

integra por un comisario público propietario y un suplente, designados por la 

Secretaría de la Contraloría. Este comisario evaluará el desempeño general del 

organrsmo, realizará estudios de eficiencia de las erogaciones y de las inversiones, 

así como de los ingresos y el adecuado cumplimiento de sus funciones. 

Los organismos descentralizados son creados para cumplir con 

1n objetivo determinado, por lo tanto, si ese organismo no cumple con ese objetivo 

1a no tienen razón de existir y debe desaparecer. Si algún organismo 

lescentralrzado creado por el ejecutivo deja de cumplir sus fines, su objeto, o su 

unc1onamiento no resulta conveniente para la economía nacional o el interés 

>úblico, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público propondrá su disolución, 

quidación o extinción. 

Para extinguir a un organismo descentraiizado, se requiere 

umplir con los mismos requisitos que sirvieron para su creación, y la ley o el 

ecreto respectivo, debe fuar la fonma y ténmmos de su extinción o liquidación. 

El tema de la liquidación es de los más delicados, ya que todo el 

3:tnmonio de ese organismo deberá regresar al erario público, tal como lo 1nd1ca el 

tículo 3º, de la Ley de Bienes Nacionales, que menciona que entran al dominio 

ivado de la federación los bienes que hayan formado parte de en!Jdades 
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Paraestatales que se extingan en la parte que corresponde a Ja Federación. 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS. COMPETENCIA DEL FUERO FEDERAL PARA 

CONOCER DE JUICIOS EN LOS QUE INTERVENGAN, Y SE COMPROMETA SU 

PATRIMONIO. La creación de los organismos públicos descentralizados obedece a una 

necesidad de confiar algunas actividades administrativas a órganos que guardan con la 

administración federal, una relación que no es de jerarquía, para Jograr de esa manera Ja 

satisfacción más eficaz de Jos intereses sociales; por ello, como caracteres esenciales oe los 

organismos descentralizados, se encuentra la existenCfa de una personahdad Jurídica especial y 

de un patrimonio propio. Sin embargo, el patrimomo de esos organismos fonna parte de la 

federación ya que de acuerdo a tos artículos 1 º. 3º y 45 de la LOAPF, los organismos 

descentralizados se encuentran integrando la Administración Pública Federal, y de confonnidad 

con los artículos 1" a 3º de la Ley Genera! de Bienes Nacionales Jos bienes que integran su 

patrimonio son creados como bienes de la Federación, Por lo que la misma tiene interés en los 

rrtigiosa que estén comprometidos De ello debe concluirse, con fundamento en Jos artículos 

104, frac. lll, constitucional, 54, frac. 11, de la Ley Orgánica de! Poder Judicial de la Federación, 

18 y 19 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que es en el fueru federal en el que 

radica Ja jurisdieción para conocer de tales controversias, lo que coincide con to previsto en el 

artículo 7"' de la Ley Genera! de Bienes Nacionales que drspone que "solo /os tribunales de fa 

Federación serán competentes para conocer de los juicios de civiles, penales o admimstrattvos, 

así como de los procedimientos judioales no contenciosos que se relacionen con bienes 

nacionales, sean de dominio público o de dommio privado~. Competencia 207/81.- Jueces 

Primero de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco y Pnmero de lo CNil en la ciudad de 

Guadala1ara, Jalisco - 9 de septiembre de 1982.- Unanimidad de 4 votos.- Ponente: Gloria León 

Orantes. Secretano Raúl Ponce Farias. Competencia 280/8.2.- Jueces Pnmero de Distñto en 

Materia Civil en e! Distrito Federal y Vigésimo Noveno de Jo Civil en el Distrito Federal.- .23 de 

junio de 1983.- 5 votos.- Ponente: Ernesto Díaz Infante. Secretario: Víctor Manuel Islas 

Domínguez. Competencia 223187.- Juez Quinto de Distrito en Materia Civil en er Estado de 

Veracruz y Juez Segundo de Primera Instancia de Poza Rica, Veracruz.- 24 de febrero de 

1988.- Unanimidad de 4 votos.- Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria. María Estela 

Ferrer Mac-Gregor Poisot Ausente: Ernesto Díaz Infante. Competencia 190/86.· Jueces 

Primero de DISl:rito en Matena Civil en el Estado de Jalisco y Primero de lo Civil en la ciudad de 

Gvadalajara, Jalisco.- 9 de septiembre de 1982.- Unanimidad de 4 votos.- Ponente: Gloria León 

Orantes. Secretario. Raúl Ponce Farias. 
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El estatuto organice de estos organismos deberá inscribirse en 

el Registro Público de Organismos Descentralizados, y la Secretará de Hacienda y 

Crédito Público debe publicar anualmente en el Diario Oficial de la Federación la 

relación de entidades Paraestatales que formen parte de la Administración Pública 

Federal. 

De conformidad al Diario Oficial de la Federación del 13 de 

agosto de 1999, los organismos descentralizados que forman parte de la 

Administración Pública Federal son: 

SECRETARIA DE GOBERNACION 

1. Instituto Mexicano de la Radio. 

2. Talleres Gráficos de México. 

>ECRET ARIA DE LA DEFENSA NACIONAL 

l. Instituto de Segundad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas 

>ECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

Casa de Moneda de México. 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros. 

Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas. 

Instituto para la Protección al Ahorro Bancario. 

Lotería Nacional para la Asistencia Pública. 

Patronato del Ahorro Nacional. 

). Pronósticos para la Asistencia Pública. · 

oCRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL 

Comisión Nacional de Zonas Aridas. 
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12. Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra. 

13. Instituto Nacional Indigenista. 

SECRETARIA DE ENERGIA 

14. Comisión Federal de Electricidad 

15. Instituto de Investigaciones Eléctricas 

16. Instituto Mexicano del Petróleo. 

17. Jnstituto Nacional de Investigaciones Nucleares. 

18. Luz y Fuerza del Centro. 

19. Pemex-Exploración y Producción. 

20. Pemex-Gas y Petroquímica Básica. 

21. Pemex-Petroquím1ca. 

22. Pemex-Refinación 

23. Petróleos Mexicanos. 

SECRETARIA DE COMERCIO Y FOMENTO INDUSTRIAL 

24. Centro Nacional de Metrología. 

25 Consejo de Recursos Minerales. 

26. Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA Y DESARROLLO RURAL 

?7. Colegio de Postgraduados. 

~8. Productora Nacional de Biológicos Veterinarios. 

'9. Productora Nacional de Semillas. 

>ECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 

ü. Aeropuertos y Servicios Auxiliares. 

1. Cáminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos 

2. Ferrocarrrles Nacionales de México. 
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33. Servicio Postal Mexicano 

34. Terecomun1caciones de México. 

SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 

35. Centro de Enseñanza Técnica Industrial. 

36 Centro de Ingeniería y Desarrollo Industrial. 

37. Centro de Investigación Científica y Educación Superior de Ensenada, 

B.C. 

38 Centro de Investigaciones en Química Aplicada. 

39. Centro de Investigación y de Estudios Avanzados del Instituto 

Politécnico Nacional. 

40. Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social. 

41. Colegio de Bachilleres. 

42. Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica. 

43. Comisión de Operación y Fomento de Actividades Académicas del 

1 nstituto Politécnico Nacional. 

44 Comisión Nacional de libros de Texto Gratuitos. 

45. Comité Administrador del Programa de Construcción de Escuelas 

46. Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

ff Consejo Nacional de Fomento Educativo. 

18. El Colegio de la Frontera Sur. 

19. Fondo de Cultura Económica. 

>O. Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora. 

;1 _ Instituto Mexicano de Cinematografía. 

>2. Instituto Mexicano de la Juventud 

·3. Instituto Nacional de Astrofísica, Opticay Electrónica. 

4 Instituto Nacional para la Educación de los Adultos. 

5 Patronato de Obras e Instalaciones del Instituto Politécnico Nacional. 
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SECRETARIA DE SALUD 

56. Hospital General de México. 

57. Hospital General "Dr. Manuel Gea González". 

58. Hospital lnfantil de México "Federico Gómez". 

59. Instituto Mexicano de Psiquiatría. 

60 Instituto Nacional de Cancerología. 

61 Instituto Nacional de Cardiología "Ignacio Chávez" 

62. Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias. 

63. Instituto Nacional de la Nutrición "Salvador Zubirán". 

64. Instituto Nacional de la Senectud. 

65. Instituto Nacional de Neurologia y Neurocirugía "DR. Manuel Velazco 

Suárez". 

66. Instituto Nacional de Pediatría. 

67. Instituto Nacional de Perinatología. 

68 Instituto Nacional de Salud Pública. 

69 Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 

70. Comisión Nacional de los Salarios Mínimos. 

PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

71. Instituto Nacional de Ciencias Penales. 

)RGANISMOS DESCENTRALIZADOS NO SECTORIZADOS 

'2. lnstttuto de Segundad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado. 

'3. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

"4. Instituto Mexicano del Seguro Social 
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ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS EN PROCESO DE DESINCORPORACION 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CRED!TO PUBLICO 

75 Instituto Nacional de Capacitación Fiscal. 

SECRETARIA DEL MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y PESCA 

76. Forestal Vicente Guerrero 

77. Productos Forestales Mexicanos 

SECRETARIA DE COMERCIO Y FOMENTO INDUSTRIAL 

78. Servicio Nacional de Información de Mercados 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA Y DESARROLLO RURAL 

79. Compañía Nacional de Subsistencias Populares 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS NO SECTORIZADOS 

Patronato de Promotores Voluntarios. 

L5 Régimen jurídico de los trabajadores de los organismos 

tescentralizados 

lamentablemente no existe en la Ley Fundamental un artículo 

ue establezca el régimen laboral de los organismos descentralizados. 
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El artículo 123 constitucional establece que: "Toda persona tiene 

derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverá Ja creación de 

empleos y la organización social para el trabajo, conforme a Ja Ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes, deberá expedir 

leyes sobre el trabajo. las cuales regirán: 

A: Entre los obreras 1ornaleros, e:npleados, domést1cos, artesanos y, de una manera 

general, todo contrato de trabajo ... 

B: Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus 

trabajadores .. : 

Tras un analisis del precepto constitucional antes citado, 

encontramos en del apartado A, fracción XXXI, Jo siguiente: 

La apl1cac1ón de las Leyes del trabajo corresponde a las autoridades de los Estados, 

en sus respectivas 1urisd1cciones pero es de la competencia exclusiva de las 

autoridades federales en !os asuntos relativos. 

b) Empresas: 

1. Sean administradas en forma directa o descentralizada por el Gobierno Federal. 

Ei apartado ·A de manera ambigua si hace una breve anotación 

an cuanto a la facultad de las autoridades federales para atender los asuntos del 

:rabajo. en los organismos descentralizados. Anotación que no se presenta en otra 

)arte del articulo 123. 

Al no mencionarse en el- apartado 8 a los trabajadores de los 

irganrsmos descentralizados, pero si hace referencia dentro del apartado A, se 

>uede entender que corresponde a las leyes de los trabajadores en general, regular 

.s relaciones de laborales de los organismos descentralizados y sus trabajadores. 
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Sin embargo, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, nonma de carácter secundario, incluye las relaciones de traba¡o de los 

organismos descentralizados dentro de los lineamientos del apartado B. 

La Ley Federal de Trabajadores al Servicio del Estado, en su 

artículo 1° establece: "La oresente Ley es de observancia genera! para los titulares y 

traba¡adores de las dependencias de los Poderes de la Unión, del Gobierno del 

Distrito Federal. de las Instituciones que a continuación se enumeran. Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los trabajadores del Estado, Juntas Federales de 

Me¡oras Materiales, Instituto Nacional de la Vivienda, Lotería Nacional, Instituto 

Nacional de Protección a la Infancia, Instituto Nacional Indigenista, Comisión 

Nacional Bancana y de Seguros, Comisión Nacional de Valores, Comisión de Tarifas 

de Electricidad y Gas, Centro Materno-Infantil "Maxímino Avila Camacho" y Hosprtal 

Infantil; así como de los otros organismos descentrafizados, similares a los 

anteriores que tengan a su cargo función de servicios públicos". 

Por otra parte, la Ley Federal de Entidades Paraestatales, en su 

artículo 15 establece que: "en las leyes o decretos relativos que se expidan pcr el 

Congreso de Ja Unión o por el Ejecutivo Federal para la creación de un organismo 

descentralizado se establecerán entre otros elementos. Fracción IX- el régimen 

aboral a que se sujetarán las relaciones de trabajo". 

De lo antenor se entiende que existe la posibilidad para que el 

·ég1men laboral de los traba¡adores de Jos organismos descentralizados se 

¡gtablezca por una ley o decreto del Congreso o bien pcr decreto del Ejecutivo, 

1iguiendo conveniencias políticas y olvidándose del bienestar de los trabajadores. 

Los trabajadores al Servicio del Estado no cuentan con bases de 

eguridad jurídica. Sus relaciones de trabajo se establecen de conformidad a una 
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facultad discrecional que tienen distintas autoridades para fijar las normas jurídicas 

aplicables en sus relaciones de trabajo. 

Es mínimo el número de organismos descentralizados que se 

rigen por las normas del apartado A La razón de que estos organismos se rijan por 

la ley de Jos trabajadores en general, es por que en el momento de su creación no 

existía e! apartado · B" El reconocimJento de sus derechos labora/es no se consiguió 

de manera facil. 

Los organismos descentralizados que encuentran su regulación 

laboral bajo el amparo del apartado A, del artículo 123 constitucional, son los 

siguientes: 

1) Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos. 

Expresamente el articulo 13 de su decreto de creación publicado el 29 de junio de 

1963 establece: "Todos los empleados y trabajadores que presten sus servicios a 

Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos, estarán sujetos a 

las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. 

2) Comisión Federal de Electricidad (14 de enero de 1949). 

Artículo 9º. - Las controversias en que sea parte la Comisión Federal de Electricidad, 

serán de la competencia exclusiva de los Tribunales de la Federación o de la Junta 

Federal de Conciliación y Arbitraje, quedando exceptuada la institución de otorgar 

las garantías que Ja Ley exija de las partes, tratándose de dichas controversias. 

3) Ferrocarriles Nacionales de México (30 de-diciembre de 1948). 

l\rtículo 23.- Las controversias en que sea parte "Ferrocarriles Nacionales de 

México". serán de la competenc1a exclusiva de los Tribunales Federales, con 

~xcepción de aqué!1as cuyo conoc1miento corresponda a la Junta Federa! de 
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Conciliación y Arbitraje. 

4) Instituto Mexicano del Seguro Social (12 de marzo de 1973). 

En el artículo 245 de la Ley del Seguro Social, se establece: "Las relaciones entre el 

Instituto y sus trabajadores se regirán por lo dispuesto en la Ley Federal del 

Trabajo". 

5) Petróleos Mexicanos (6 de febrero de 1971 ). 

Artículo 17°.- En todos los actos, convenios y contratos en que intervenga Petróleos 

Mexicanos, serán aplicables las Leyes Federales, y las controversias en que sea 

parte, cualquiera que sea su carácter, serán de la competencia exclusiva de los 

Tribunales de la Federación. 

Los organismos descentralizados -casi todos-, encuentran 

reguladas sus relaciones laborales por el apartado B del artículo 123 constitucional, 

y por lo tanto encuentran disminuidos sus derechos laborales. 

Sobre estos organismos descentralizados daremos algunos 

ejemplos; anotaremos su denominación; enseguida la fecha del decreto respectivo y 

el artículo del mismo, en donde se establece su régimen laboral. 

1) Aeropuertos y Servicios Auxiliares (12 de junio de 1965). 

Articulo 24.- Los empleados y trabajadores de este organismo quedan sujetos a la 

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, tal como lo dispone el 

artículo 1 º de la misma. 

2) ConseJO Nacional de Ciencia y Tecnología (29 de diciembre de 1970). 

~rtículo 19. - Las relaciones de traba10 entre el ConseJO Nacional de Ciencia y 

recnología y sus trabajadores se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al 
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Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado "B" del articulo 123 Constitucional. 

3) Consejo Nacional de Fomento Educativo (10 de septiembre de 1971 ). 

Articulo 19.- Las relaciones de trabajo entre el Consejo Nacional de Fomento 

Educativo y sus trabajadores se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al 

Serv1c10 del Estado. reglamentaria del apartado "B" dei artículo 123 Const1tuc1onal 

4) Forestal "Vicente Guerrero" (2 de agosto de 1972). 

Artículo 12.- Las relaciones de trabajo entre Forestal "Vicente Guerrero" y sus 

trabajadores se regirán por la ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, reglamentaria del apartado "8' del artículo 123 Constitucional. Este 

organismo deberá cubrir las aportaciones que correspondan conforme al citado 

ordenamiento. 

5) Hospital General "Dr. Manuel Gea González" (26 de julio de 1972). 

Artículo 17., El personal del Hospital General, quedará sujeto al régimen jurídico 

laboral, establecido en el apartado "B", del artículo 123 Constitucional y en la Ley 

Reglamentaria del mismo. 

6) Instituto de Segundad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (29 de junio 

de 1976). 

Artículo 226.- Las relaciones entre el Instituto y su personal, se regirán por la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

Artículo 227.- los trabajadores del Instituto quedarán bajo el régimen de la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

7) Instituto Mexicano de Psiquiatría (26 de diciembre de 1979). 

Articulo 8.- Las relaciones de trabajo del Instituto Mexicano de Psiquiatría, se regirán 

por lo dispuesto en la Ley Federal de los Trabajadores del Estado, reglamentaria del 
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apartado "B" del articulo 123 Constitucional y el personal quedará incorporado al 

régimen de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 

Articulo 9.- Serán trabajadores de confianza el Secretario del Patronato, el Director 

General, los Subdirectores Particulares y quienes desempeñen funciones de 

Inspección y vigilancia 

8) Instituto Mexicano del Petróleo (23 de agosto de 1965). 

A éste le fue asignado régimen laboral, mediante acuerdo publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 1966, mismo que estableció: 

Articulo 1.- las relaciones jurídicas de trabajo del lnstiluto Mexicano del Petróleo se 

regirán por Ja Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria 

del apartado "B' del artículo 123 Constitucional. 

Artículo 2.- Para los efectos de dicha ley y contarme al artículo 5º de la misma, son 

trabajadores ele confianza en el Instituto Mexicano del Petróleo, los siguientes: 

C:onsejeros; Director General; Subdirector General; Subdirectores; Gerentes y 

Subgerentes; Jefes de Departamento y de Oficina; Inspectores; Jefe de Almacén; 

Jefe de Vigilancia; Secretarios Particulares y Privados; Asesores y Consultores 

récrncos; Auditores; Contador y Subcontador Generales; Pagador General, 

ntendentes; Agentes de Adquisiciones; Instructores; Investigadores Científicos 

)rofesionistas y Pasantes 

1rticulo 3º .- Se incorporan al régimen de la Ley del instituto de Seguridad y 

;erv1cios Sociales de los Trabajadores del Estado, a los trabajadores del Instituto 

1ex1cano del Petróleo, para cuyo efecto ambos Institutos deberán proceder a los 

etalles de ejecución. 

) Instituto Nacional de Astrofísica, Optica y Electrónica (12 de noviembre de 1971) 

rticulo 7. Las relaciones de trabajo entre el Instituto Nacional de Astrofísica, Optica 

Electrónica y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al 
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Servicio del Estado, Reglamentaria del apartado "B" del artículo 123 Constitucional. 

Serán considerados trabajadores de confianza los miembros de la Junta de 

Gobierno y los del Patronato, así como el Director General, el Director Técnico, los 

Jefes y Subjefes de Departamento, Supervisores, Almacenistas, Secretarios 

Particulares y Privados, Asesores y Consultores Técnicos, Contadores, Auditores, 

Controladores, Pagadores, Intendentes. Investigadores Profesores, Ayudantes de 

Investigador o Profesor, Técnicos, Profesionales y pasantes en general. 

Artículo 8. El personal del Instituto Nacional de Astrofis1ca, Optica y Electrónica 

queda incorporado al régimen del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 

10) Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias (14 de enero de 1982). 

Articulo 9.- Las relaciones de trabajo entre el Instituto Nacional de Enfermedades 

Respiratorias y sus trabajadores se regirán por la Ley Federal de los Traba¡adores al 

Servicio del Estado, reglamentaria del apartado "B" del artículo 123 constitucional. 

Se consideran empleados de confianza al Director, Subdirectores, Jefes de División, 

Jefes de Departamento, Jefes de Servicio y aquéllos empleados que tengan bajo su 

cargo el manejo de recursos financieros y bienes del Instituto, así como el personal 

administrativo adscrito a la Dirección General y todos aquéllos que realicen 

funciones de inspección, vigilancia y fiscalización. 

Artículo 10.- El personal del Instituto quedará incorporado al régimen de la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

11) Instituto Nacional de la Nutrición "Salvador Zubirán" (27 de noviembre de 1981 ). 

l\rticulo 12.- Las relaciones de trabajo del Instituto se regirán por la Ley Federal de 

os traba1adores del Estado, reglamentaria del apartado "B" del artículo 123 

~onstituc1onal, y su personal estará dentro del régimen de la Ley del Instituto de 

3egundad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

\rtículo 13- Serán trabajadores de confianza el Director General, el Administrador y 
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quienes desempeñen funciones de vigilancia e inspección. 

12) Instituto Nacional de la Senectud (22 de agosto de 1979). 

Artículo 8.- Las relaciones de trabajo del Instituto Nacional de la Senectud se regirán 

por lo dispuesto en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

Reglamentaria del Apartado "B" del articulo 123 Constitucional. 

Artículo 9. - El personal de este organismo quedará incorporado al régimen de la Ley 

del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Artículo 10.- Serán trabajadores de confianza los miembros del Consejo Directivo, el 

Secretario, el Director General, los Subdirectores, los Jefes de Departamento, los 

Secretarios Particulares y quienes desempeñen labores de inspección y vigilancia. 

13) Productora Nacional de Biológicos Veterinarios (14 de diciembre de 1973). 

Articulo 12.- Las relaciones de trabajo entre Productora Nacional de Biológicos y sus 

trabajadores se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, reglamentaria del apartado B) del artículo 123 Constitucional. 

Artículo 13.- Serán considerados trabajadores de confianza los miembros del 

Consejo de Administración, el Director General, el Subdirector Técnico, el 

Subdirector Administrativo, el Auditor, Jefes y Subjefes de departamento, 

supervisores, visitadores, inspectores, abogados, contadores, cajeros, pagadores, 

auxiliares de compras, almacenistas, intendentes, secretarios particulares y 

auxiliares. consultores y asesores técnicos y demás personal que tenga ese carácter 

de conformidad con lo dispuesto por el artícuJo 5' de Ja Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado B) del articulo 123 

Constitucional. 

l\rticulo 14.- El personal de la Productora· Nacional de Biológicos Veterinarios, 

"uedará incorporado al régimen de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

:>ociares de los Traba¡adores del Estado. 
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14) Pronósticos Deportivos para la Asistencia Pública (24 de febrero de 1978). 

Articulo 13.- Los trabajadores de Pronósticos Deportivos para la asistencia Pública 

estarán inccrporados al lnsfüuto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, y dentro del régimen de la Ley Federal de los Trabajadores 

al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado "8" del articulo 123 

Constitucional. Serán trabajadores de confianza los siguientes: 

Director y Subdirector Generales, Directores y Subdirectores, Jefes y Subjefes de 

Departamento y, en general, todos aquéllos funcionarios y empleados que tengan a 

su cargo la custodia o manejo de fondos o valores, o labores de inspección, 

supervisión o vigilancia, así como los empleados adscritos directamente al servicio 

personal de los funcionarios superiores del organismo y a sus secretarias 

particulares. 

15) Servicio Multimodal Transistmico (10 de enero de 1980). 

Articulo 13.- Las relaciones de TrabaJO del Organismo Servicio Mult1modal 

Transistmico, se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado Reglamentaria del Apartado 8) del Articulo 123 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, con excepción del personal de confianza. Se 

consideran dentro de estos últimos al Director General, Subdirectores, Jefes de 

Departamentos y de oficinas, cajeros, supervisores y en general los que realicen 

funciones de dirección inspección, vigilancia y guarda de valores del Organismo, 

quedarán incorporados al régimen de la Ley del lnstituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los trabajadores del Estado. 

16) Patronato Nacional de Promotores Voluntarios (20 de septiembre de 1977) 

Articulo 10.- Los trabajadores del Patronato quedarán comprendidos en los 

regímenes que regulan la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 

Reglamentaria del apartado 8) del articulo 123 Constitucional y la Ley del Instituto 

je Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Se considera personal de confianza a los miembros de la junta directiva, al 
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secretario de ejecutivo, jefes de departamento, secretarios particulares y a quienes 

desempeñen labores de inspección y vigilancia. 

17) Transporte Aéreo Federal (14 de junio de 1984). 

Articulo 15 - Los trabajadores de este organismo, quedan sujetos al apartado "B" del 

artículo 123 const!tucional y a la Ley Federai de los Trabajadores al Servicio del 

Estado 

4.4 Criterios de la Corte 

En los últimos años el poder judicial ha retomado con decisión 

su autonomía, de1ando a un lado presiones sociales ó políticas. Sus resoluciones se 

dictan con verdadero sentido jurídico. 

En este sentido, Ja Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

j1ctado fallos contrarios a intereses partidistas, con un alto grado de 

·esponsabilidad, para favorecer a los mexicanos con deseos de justicia 

Alguna de esas decisiones que se han hecho en el sentido de 

econocer que los trabajadores al servicio de! Estado, deben regir sus relaciones 

3borales por lo dispuesto en el Apartado A, de\ artículo 123 constitucional. 

La resolución del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

lación que declara 1nconstituc1onal el decreto presidencial del 20 de agosto de 

996, mediante el cual se creó el Servicio Postal Mexicano, marca la pauta de una 

ueva etapa por la lucha de la clase trabajadora en nuestro pais A dicha tesis le 
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siguen una serie de resoluciones en el mismo sentido. 

SERVICIO POSTAL MEXICANO, EL ARTICULO 16 DEL DECRETO PRESIDENCIAL QUE 

LO CREO VIOLA EL PRINCIPIO DE DIVISION DE PODERES QUE CONSAGRA EL 

ARTICULO 49 CONSTITUCIONAL. (Diario Oficial de la Federación de 20 de agosto de 

1986). El artículo 16 del referído decreto viola e! artículo 49 de la Constitución Política de los 

Estados Umdos Mexicanos. al establecer que las relaciones laborales entre el organrsmo 

descentralizado Servicio Postal Mexicano y su personal, se regirán por la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria deJ artículo 123, Apartado "B'', de la 

Constitución Federal, siendo que el Constituyente Permanente en el propio precepto, pero 

en el Apartado "A", estableció lo contrario, al señalar en la fracción XXXI, inciso b), sub inciso 

1, que la aphcactón de las leyes de trabajo corresponde a las autoridades federales, en los 

asuntos relativos a empresas que sean administradas en fonna directa o descentralizada 

por el gobierno federal, pues a! Congreso de la Unión le compete la expedición de las leyes 

del trabajo reglamentarias del artículo 123, según se dispone en et artículo 73, fracción X, de 

la Constitución General de la República, por lo que el acto del Ejecutivo excede e! marco 

especificado por ef constituyente. 

P./J. 14/95 

Amparo en revisión 83194. Marco Antonio Becerril Torres. 16 de marzo de 1995. Mayoría de 

diez votos. Ponente Maña no Azuela Güitrón. Secretaria: lnTla Rodríguez Franco. Amparo en 

revisión 1115/93. lsmaef Contreras Martinez. 30 de mayo de 1995. Mayoría de ocho votos. 

Ponente: Guillenno J. Ortíz Mayagoitia, en ausencia de él hizo suyo el proyecto el Ministro 

MananoAzuela Güitrón. Secretario: Salvador Castro Zavaleta. Amparo en revisión 1226193 

Francisco Coronel Vetázquez. 5 de jumo de 1995. Mayoría de diez votos. Ponente: 

Juventino V. castro y Castro. Secretano: Artículo 8 - Las relaciones de trabajo del Instituto 

Nacmnal de la Senectud se regirán por lo dispuesto en la Ley Federal de los Trabajadores a! 

Servicio del Estado, reglamentaria del apartado ·a· del artículo 123 Constitucional. 

Artículo 9.- El personal de este organismo quedará Incorporado al régimen de la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de Jos Trabajadores del Estado. 

Articulo 10.- Serán trabajadores de confianza los miembros del Consejo Directivo el 

Secretario, el Director General, los Subdirectores, los Jefes de Departamento, los 

Secretarios Particulares y quienes desempefien labores de inspección y vigilancia. Martín 

Angel Rubio Padilla. Amparo en revisión 1911/94 José Luis Rodríguez González. 11 de julio 

de 1995. Mayoría de diez votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretano: Martín 

Angel RubiO Padilla. Amparo en revisión 1575/93 Armando Montes Mejía. 14 de agosto de 

1995. Mayoria de nueve votos. Ponente: Juventmo V. Castro y castro, en ausencia de él 
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hizo suyo el proyecto el Ministro Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Martín Angel Rubio 

Padilla. El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el quince de agosto en curso, por 

unanimidad de diez votos de los señores Ministros ~residentes José Vicente Aguinaco 

Alemán, Sergio SaJvador Aguirre Anguiano, Manano Azuela Gültrón, Juan Díaz Romero, 

Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillenno J. Ortíz 

Mayagoiba. Humberto Román Palacios. Oiga Sánchez Cordero y Juan N. Silva Meza, 

aprobó. Con e! número 15/1995 (9ª.) la tesis de jurisprudencia que antecede; y determinó 

que !as votaciones de los precedentes son idóneas para mtegrarla México, Distrito Federal 

a qurnce de agosto de mil novecientos noventa y crnco. 

TRABAJADORES DEL SERVICIO POSTAL MEXICANO. EL ARTICULO 16 DEL DECRETO 

PRESIDENCIAL DE CREACION DE DICHO ORGANISMO, EN CUANTO ESTABLECE 

QUE SUS RELACIONES LABORALES SE REGIRAN POR LA LEY FEDERAL DE LOS 

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, VIOLA EL ARTICULO 123 DE LA 

CONSTITUCION. Es inconstitucional el artículo 16 del decreto de creación del organismo 

descentralizado denominado servicio Postal Mexicano, publicado en el Diario Oficia! de la 

Federación del día 20 de agosto de 1986, al disponer Que tas relaciones laborales entre el 

citado organismo descentralizado y su persona! se regirán por la Ley federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado "B" del artículo 123 de la 

constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pues no obstante que se apega a la 

ley que reglamenta, específicamente por lo que hace a StJ artículo 1", que establece que en 

dicha ley se incluyen los organismos descentralizados, debe destacarse que el precepto 

impugnado riñe en forma directa con el referido precepto constituc1onal, Apartado "A", en 

cuanto que su fracción XXXI. Inciso b) submciso 1, que la aplicación de las leyes del traba10 

corresponde a las autoridades federales en los asuntos relativos a Jas empresas que sean 

administradas en forma directa o descentralizada por el gobierno federal. 

P./J.15/95. Amparo en revisión 83194. Marco Antonio Beceml Torres. 16 de marzo de 1995. 

Mayoría de diez votos Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: lrma Rodríguez 

Franco. Amparo en revisión 1115/93. Ismael Contreras Martínez. 30 de mayo de 1995 

Mayoría de ocho votos Ponente. Guillermo l. Ortíz Mayagoiha, en ausencia de él hizo suyo 

el proyecto el Mmistro Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Salvador Castro Zavateta. 

Amparo en revisión 1226/93 Francisco Corone! Velázquez.. 5 de JUnio de 1995. Mayoria de 

diez votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Martln Angel Rubro Padilla. 

Amparo en revisión 1911/94. José Luis Rodríguez González. 11 de jul!o de 1995. Mayoría 

de diez votos. Ponente: Juventmo v. Castro y Castro. Secretario: Martin Angel Rubio 

Padilla. Amparo en revisión 1575/93. Armando Montes Mejía. 14 de agosto de 1995. 
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Mayoría de nueve votos. Ponente: Juventino V. castro y Castro, en ausencia de él hizo 

suyo el proyecto el Ministro Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Martín Angel Rubio Padilla. 

El Tribuna! Pleno en su sesión privada celebrada el quince de agosto en curso, por 

unanimidad de diez votos de los señores Ministros Presidentes José Vicente Aguinaco 

Alemán, Sergio Salvaoor Agulrre Anguiano, Manano Azuela Güitrón, Juan Oíaz Romero, 

Genaro Davíd Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo !. Ortiz 

Mayagoit1a '1umberto Román Palacios. Oiga Sánchez Cordero y Juan N Silva Meza; 

aprobó. Con e! número 1511995 (9ª.) la tesis de jurisprudencia que antecede; y determinó 

que las votaciones de los precedentes son idóneas para integrarla. México, Distrito Federa!, 

a quince de agosto ae mil novecientos noventa y cinco. 

TRABAJADORES DEL SERVICIO POSTAL MEXICANO. SUS RELACIONES LABORALES 

CON DICHO ORGANISMO DESCENTRALIZADO SE RIGEN DENTRO DE LA 

JURISDICCION FEDERAL, POR EL APARTADO "A" DEL ARTICULO 123 

CONSTITUCIONAL El organismo descentrahzado Servicio Postal Mexicano, al no fonnar 

parte del Poder EJecutivo Federal, no se rige por el apartado •a" del artículo 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino por el apartado ~A" de dicho 

precepto, específicamente dentro de la jurisdicción federal, conforme a lo establecido en su 

fracción XXXJ, inciso b), submciso 1, que reserva a la competencia exclusiva de las Juntas 

Federales, los asuntos relativos a empresas que sean administradas en forma 

descentralizada por el Gobierno federal, características que corresponden ar referido 

organismo descentralizado, aunque no sea e! lucro su objetivo o finalidad, ya que de 

acuerdo con Ja ley y la 1urisprudencia, por empresa se entiende, para efectos laborales la 

organización de una actividad económica dírigida a la producción o al intercambio de bienes 

o de servicios, aunque no persiga fines lucrativos. 

P./J.16195. 

Amparo en revisión 83/94. Marco Antonio Becerril Torres. 16 de marzo de 1995. Mayoría de 

diez votos Ponente Manano Azuela Güitrón. Secretaria: lnna Rodríguez Franco. Amparo en 

revisión 1115/93. Ismael Contreras Martínez. 30 de mayo de 1995. Mayoria de ocho votos. 

Ponente: Guillermo J. Ortíz Mayagortia, en ausencia de él hiZO suyo el proyecto el Mmistro 

Mariano Azuela Gúitrón. Secretario: Salvador Castro Zavaleta. Amparo en rey¡sión 1226/93. 

Franclsco coronel Velázquez. 5 de junio de 1995. Mayoría de diez votos. Ponente: 

Juventmo V Castro y Castro Secretario: Martín Angel Rubio Padilla. Amparo en re\'iSión 

1911194. José Luis Rodríguez González. 11 de jubo de 1995. Mayoría de diez votos. 

Ponente: Juventmo V Castro y Castro. Secretario. Martín Angel Rubio Padilla. Amparo en 

revisión 1575/93 Armando Montes Mejia. 14 de agosto de 1995. Mayoría de nueve votos 



153 

Ponente: Juventino V. Castro y Castro, en ausencia de él hiZo suyo el proyecto el Ministro 

Mariano Azuela GOitrón. Secretario: Martín Angel Rubio Padilla. El Tribunal Pleno en su 

sesión privada celebrada el quince de agosto en curso, por unanimidad de diez votos de los 

señores Ministros Presldentes Jasé V1cente Aguinaco Alemán, Sergio Salvador Aguirre 

Anguiano, Manano Azuela Güitrón, Juan Dfaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, 

José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo L Ortíz Mayagoitia, Humberto Román Paiacios 

Oiga Sánchez Cordero y Juan N. Silva Meza; aprobó. Con e! número 1511995 (9ª.) !a tesis 

de Junsprudencia que anlecede, y detem11nó que las votaciones de los precedentes son 

idóneas para mtegrar1a. México, Dtstrrto Federal, a quince de agosto de mil novecientos 

noventa y cinco. 

Dentro de estas tesis se desprende la interpretación que se le da 

a la fracción XXXI, del Apartado A del articulo 123 constitucional, que de manera 

tajante dicta que el organismo descentralizado Servicio Postal Mexicano debe regir 

sus relaciones de trabajo por esta norma. 

COMPETENCIA, CONFLICTO DE. DEBE RESOLVERSE A FAVOR DE lA 

CORRESPONDIENTE JUNTA FEDERAL DE CONCILIACION Y ARBITRAJE, CUANDO SE 

DEMANDE A BODEGAS RURALES CONASUPO, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL 

VARIABLE. De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley para el Control por 

parte del Gobierno Federal de los Organismos descentralizados y Empresas de participación 

Estatal, la secretaría de Programación y Presupuesto publicó en el Oiano Oficial de Ja 

federación de quince de noviembre de mil novecientos ochenta y dos, el registro de la 

administración pública federal paraestatal en el que, bajo et apartado 11, correspondiente a 

las empresas de participación estatal mayoritaria, aparece Bodegas Rurales Conasupo, 

sociedad anónima de capital variable, con el número 55. Ahora bien, como se desprende de 

los artículos 1º, párrafo segundo y 3º, fracción 11, de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, ese tipo de empresas son entidades de la Administración Pública Federa!, 

ese upo de empresas son entidades de la Administración pública paraestatal, las cuales 

agrupa e! Presidente de la República por s~ctores, con el fin de coordinarlas y evaluar su 

operación, a través de Ja Secretaría de Estado o dependencia del Ejecutivo Federal que 

corresponda, tal como se desprende de los artículos 48 al 50 del ordenamiento legal antes 

mencionado Por tanto, cuando se mande en un juicio labora! a la empresa de referencia, ta 

autoridad competente para conocer y resolver tal controversia, lo es la Junta F"ederal de 

Conciliación y Arbitraje, que corresponda, conforme lo preceptuado por los artlculos 123, 
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apartado "A", fracción XXXI, inciso b}, subinciso 1, de la Constitución General de la 

Repúblíca y 527, fracción ll, inciso 1, de la Ley Federal del Trabajo, los cuales establecen 

que ta aplicación de las nonnas de trabajo corresponde a -tas autoridades federales, cuando 

se trate de aquellas empresas que sean administradas en fonna directa o descentrahzada 

par el Gobierno Federal. Competencia 45188. Primera Sala de! Tribunal Federar de 

Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal y Junta Especial NUmero Treinta y Cinco de la 

Federa! de Concihación y Arbitraje en e! Estado de Sinaloa 30 de mayo de 1988 Cinco 

votos. Ponente Ullses SchmllJ OrdOñez. Secretario: Víctor Ernesto Maldonado Lara. 

Competencia 164/88 Primera Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje en el 

Distrito Federal y Junta Especial Número Treinta y Dos de la Federal de Conciliación y 

Arbitraje en el Estado de Oaxaca. 5 de diciembre de 1988. Cinco votos Ponente: Juan Díaz 

Romero. Secretaria: Maríá del Refugio Covarrubias de Martín del Campo. Competencia 

145/88. Primera Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal y 

Junta Especial Número Veintiuno de Ja Federal de Conciliación y ArbitraJe en el Estado de 

Yucatán. 30 de enero de 1989. Cinco votos. Ponente: Felipe López Contreras. Secretana: 

María del Pilar Nuñez González. Competencia 149/88. Pnmera Sala del Tribunal Federa! de 

Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal y Junta Especial Número Treinta y Seis de la 

Federal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de Tabasco. 5 de marzo de 1990. Cmco 

votos. Ponente: Carlos García Vázquez. Secretario: Elías AJvarez Torres. Competencia 

194/91. Primera Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal y 

Junta Especial Número Treinta y Dos de la Federal de Conciliación y ArbitraJe en el Estado 

de Oaxaca. 11 de noviembre de 1991. Cinco votos. Ponente: José Antonio Llanos Ouarte. 

Secretario· Gerardo Domínguez. TesiS de Jurisprudencia 2192 aprobada por la cuarta Sala 

de ese alto Tribuna! en sesión privada celebrada el veinte de enero de mil novecientos 

noventa y dos Por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Presidente Carios 

García Vázquez, Juan Diaz Romero, Ignacio Magaña Cárdenas y Fehpe López Contreras. 

Ausente: José Antonio Llanos ouarte, por comisión oficial. 

En este íallo se reitera que las relaciones laborales de los 

organismos descentralizados dentro de las disposiciones que regulan a los 

trabajadores en general, fundando su resolución en lo dispuesto por el artículo 123, 

apartado u.An, fracción XXXI, en su inciso b. 

Pero sin duda que la resolución de la Corte, que ha dado el 
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sentido de incons!itucionalidad a las leyes que consideran que los organismos 

descentralizados deben regirse por disposiciones del apartado B, es la 

jurisprudencia por reiteración de criterios 96/1, que dice: 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DE CARÁCTER FEDERAL SU INCLUSION EN EL 

ARTICULO 1º DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 

ESTADO ES INCONSTITUCIONAL. El apartado B deJ artículo 123 constrtueional establece 

las bases jurídlcas que deben regir las relaciones de trabajo de las personas al servicio de 

los Poderes de la Unión para expedir Ja legislación respectiva que, como es lógico, no debe 

contradecir aquellos fundamentos porque incurrióa en inconstitucionaJ1dad, como sucede en 

el artículo 1e de la Ley Federal de los lraba1adores al Servicio del Estado que sujeta el 

réglmen laboral burocrático no SÓio a los servidores de los Poderes de la Unión y del 

Gobierno del Dlstrito Federal, smo también a los trabajadores de organismos 

descentralizados que aunque integran la administración pública federal descentralizada, no 

forman parte del Poder Ejecutivo Federal, cuyo ejercicio corresponde, conforme a lo 

establecido en Jos artículos 80, 89 y 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, al presidente de la República, según a1rib1JC1ones que desempeña directamente 

o por conducto de las dependencias de la administración pública centralizada, como son las 

Secretarías de Estado y !os departamentos Administrativos. Por lo tanto. las relaciones de 

los organismos públicos descentrahzados son de carácter federal con sus servidores, no se 

rigen por las normas del apartado "B", del artículo 123 constitucional. 

Amparo en revisión 1115/93. Ismael Contreras Martínez. 30 de mayo de 1995 Mayoría de 

ocho votos. Ponente Guillermo Ortiz Mayagoitia, en ausencia de él hizo suyo e! proyecto e! 

Ministro Mariano Azuela Güitrón. Secretario· Salvador Castro Zavaleta. Amparo en revisión 

1a93194. Maria de la Luz Bachiller SandovaL 30 de mayo de 1995. Mayoría de ocho votos. 

Ponente Juventino V. Castro y Castro. Secretaño: Martín Angel Rubio Padilla. Amparo en 

revisión 1226/93. Francisco Coronel Velázquez. 5 de junio de 1995. Mayoría de diez votos. 

Ponente Juventlno V. Castro y Castro. Secretario: Martín Angel Rubio Padilla. Amparo en 

revisión 1911194. José Luis Rodñguez González. 11 de JUnio de 1995. Mayoría de diez 

votos Ponente Juventino v. Castro y Castro. Secretario: Martin Angel Rubio Padilla. 

Amparo en revisión 1575/93. Armando Montes Mejia. 14 de agosto de 1995 Mayoria de 

nueve votos. Ponente Juventino V. Castro y Castro, en ausencia hizo suyo eI proyecto el 

Mm1stro Manano Azuela Güitrón. Secretario: Martín Angel Rubio Padilla. El Tribunal Pleno 

en su sesión privada celebrada el -quince de enero en curso, por unanimidad de once votos 
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de los MinJStros: presidente José Aguinaco Alemán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, 

Matiano Azuela Güitrón, Juventino V. Castro y Castro, Juan Díaz Romero, Genaro David 

Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pefayo, Guillermo L. Ortiz Mayagoita, Humberto 

Román Palacios, Oiga María Sánchez Cordero y Juan N. Silva Meza; aprobó, con el 

número 111996 tesis de jurisprudencia que antecede; y detenninó que las votaciones de los 

precedentes son idóneas para integrarla Mexico Distrito Federal, a qumce de enero de mil 

novecientos noventa y seis. 

Lamentablemente existen algunos sectores que se oponen a tal 

resolución, e irónicamente son los mismos representantes de los trabajadores de los 

organismos descentralizados. Estas personas ven en peligro sus intereses 

personales y atacan este fallo. 

Al considerar que los organismos descentralizados deben 

regular sus relaciones de trabajo por el apartado A. se reconoce el principio de 

libertad sindical. Los intereses de los líderes sindicales se verían afectados y 

perderían sus beneficios personales; por lo que los hombres que sustentan el poder 

en la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado, han 

declarado que "a través del Congreso de la Unión se exigirá la revisión de esa tesis 

que no corresponde a los intereses de Jos trabajadores". 44 

Es indudable que existen muchas fuerzas de carácter político 

que se benefician de las malas condiciones de los trabajadores al servicio del 

Estado. Solamente buscan alcanzar beneficios personales y no se preocupan por el 

bienestar de los trabajadores. 

44 El Unlve!§?! Gráfico. 24 de octubre de 1997, pág S. 
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4.5 La facultad del Ejecutivo Federal para determinar el régimen 

laboral de los organismos descentralizados 

Los organismos publicos descentralizados son creados por ley o 

decreto del Congreso de la Unión o por decreto del E1ecut1vo Federal. 

Lamentablemente, la Ley Federal de Entidades Paraestatales, ordena que al 

momento de crear a estos organismos, se incluya cómo uno de sus elementos el 

régimen laboral por el que se sujetarán las relaciones de trabajo. 

Lo anterior representa una violación al marco constitucional, el 

cual, de manera expresa establece las facultades de cada uno de los órganos de 

gobierno, y en este caso la creación de leyes del trabajo reglamentarias del articulo 

123 constitucional, corresponde de manera exclusiva al Congreso de la Unión 

(articulo 73 fracción X). 

La función de legislar es aquella que desempeñan los órganos 

del poder legislativo, es decir, el Congreso de la Unión. El Congreso se integra por 

dos cuerpos colegiados, la Cámara de Diputados y la de Senadores. Sus funciones 

son de tal 1mportancia, que sus resoluciones adquieren e! carácter de ley o decreto, 

es decir, que los actos que emanan de este organismo son resoluciones que 

solamente pueden modificarse o extinguirse por otro acto de la misma naturaleza. 

Nuestro sistema jurídico ostenta el principio de la división de 

poderes. De acuerdo a este principio, los actos que corresponden al Estado se 

encuentran a cargo de tres poderes que sori el e1ecutivo, el legislativo y el ¡udicial, y 

las funciones de cada uno se encuentran perfectamente determinadas y definidas en 

la Constitución 
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Las funciones que desempeña el Estado se pueden apreciar 

desde dos puntos de vista, el primero es un punto de vista formal que atiende al 

órgano que realiza Ja función, y el segundo un punto de vista material que atiende a 

la naturaleza intrínseca del acto sin importar el órgano que realiza la función. 45 

De lo anterior se desprende que el Ejecutivo Federa!, sin violar 

el principio de división de poderes, tiene la facultad constitucional para crear normas 

jurídicas que tienen todas las características de una ley, pero siempre respetando 

las facultades que le son exclusivas al Poder Legislativo. 

Esta facultad del ejecutivo, que le confiere Ja Carta Magna, en su 

artículo 89, fracción primera dice: "promulgar y ejecutar las leyes que expida el 

Congreso de la Unión proveyendo en la esfera administrativa a su exacta 

observancia"_ 

Así entonces, un organismo descentralizado puede ser creado 

por decreto del Ejecutivo Federal, ya que de esta forma se agiliza la tarea de la 

administración. No se requiere la aprobación de una ley que requiere de todo 

formal1smo. 

Por otra parte. la Constitución establece en su artículo 70 que 

"toda resolución del Congreso tendrá el carácter de ley o decreto', por lo que 

consideramos que este término es utilizado indistintamente por la legislación. 

Ahora bien, es necesario dejar en claro, la naturaleza que tiene 

el decreto que emana del ejecutivo para crear los organismos descentralizados, "e! 

decreto es toda resolución que dicta una persona investida de autondad en el 

eJerc1cio de sus funciones sobre un asunto o negocio de su competencia" .. 46 

45 CARP!ZO, Jorge. la Constitución Mexicana de 1917. Op. Cit. pág. 188. 
46 Enciclopedia Jurídica OMEBA. Tomo IX. Editonal Driski!J, S.A. Buenos Aires. 1982, pág. 984. 
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El decreto es una figura de carácter imperativo cuya validez se 

extiende solamente en la esfera del órgano del Estado del cual emanó. "Por su 

propia substancia implica el poder de decidir, mandar, fallar u ordenar y que puede 

manifestarse en un acto de autoridad ejecutora como expresión general o particular 

de la actividad administrativa".47 

El órgano administrativo para hacer efectivas tas funciones 

encomendadas, requiere ejecutar decisiones que formalmente le corresponden a 

otro poder, pero matenalmente está facultado para hacerlo, como es el caso del acto 

administrativo llamado decreto. 

Existen dos tipos de decretos, el decreto general o reglamentario 

y el decreto delegado, el primero es el que se emite para garantizar el cumplimiento 

de una ley, para facilitar su cumplimiento y su aplicación de manera práctica. El 

decreto delegado es aquel por el cual el ejecutivo emite una decisión en virtud de 

una autorización legislativa expresa, sobre un asunto que originalmente le 

corresponde al legislador 

La Ley Fundamental faculta al Ejecutivo para expedir decretos 

con la finalidad de hacer más ágil la aplicación práctica de las leyes, ya que el 

decreto no requiere de solemnidad para su existencia. El decreto supone desde su 

pubhcac1ón, una existencia cierta con fuerza ejecutora y eficaz. 

También existe el llamado decreto ley, que es una decisión de 

carácter legislativo que dicta el poder ejecutivo. Estos actos tienen las 

características de una ley, por lo que se puede entender como un acto formalmente 

legislativo, por las disposiciones que emanan de él, pero materialmente 

administrativo por tener origen de un órgano ejecutivo. 

47 Ídem. 
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La facultad de crear un organismo descentralizado por parte del 

poder ejecutivo, emana de la facultad que le confiere la ley, en cumplimiento de sus 

atribuciones, siempre y cuando respete el ámbito de competencia de los otros dos 

poderes. 

Sin embargo, el problema radica en la facultad que le confiere la 

ley secundana para determinar e! régfmen laboral de dichos organismos, invadiendo 

Ja esfera de competencia de los orros dos poderes. 

Para emitir un decreto, el ejecutivo debe limitarse a !as 

facultades que le correspondan, y ese acto administrativo no puede extender su 

campo de aplicación a funciones expresas de Jos otros poderes. No debe incidir 

sobre alguna facultad expresamente señalada en la Ley Suprema. 

Todo decreto debe observar ciertos principios, y no puede 

modificar las disposiciones de alguna ley, ni puede atender materias que 

constitucionalmente son exclusivas para otro poder, tal es el caso de la materia 

referente al trabajo 

4.6 El Artículo 15 fracción IX, de la Ley Federal de Entidades 

Paraestatales 

Como hemos apuntado, existen materias que solamente pueden 

ser reguladas por una ley emitida con el procedimiento respectivo, es decir, actos 

que deben emanar de! órgano constitucionalmente instituido para ello. 

El articulo 15. de la Ley Federal de Entidades Paraestatales. 
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establece que: "En las leyes o decretos relativos que se expidan por el Congreso de 

la Unión o por el Ejecutivo Federal para la creación de un organismo 

descentralizado se establece entre otros: 

IX. El régimen laboral a que se sujetarán las relaciones de trabajo". 

Sin lugar a dudas que esta norma de carácter secundario es 

contradictoria a la norma constitucional, ya que Ja facultad de legislar en materia de 

trabajo, es exclusiva del órgano legislativo, tal como se desprende del artículo 73, en 

el que se enmarcan las facultades del Congreso de la Unión, y que en su fracción X 

indica: "Para legislar en toda la República sobre hidrocarburos, minería, industria 

cinematográfica, comercio, juegos con apuestas y sorteos, intermediación y servicios 

financieros, energía nuclear, y para expedir leyes de trabajo reglamentarias del 

artículo 123". 

El artículo 73 es claro, es facultad exclusiva del Congreso 

legislar en materia de trabajo, por lo tanto, ni las legislaturas de los Estados, ni 

alguno de los otros poderes lo pueden hacer. 

La facultad excesiva que la Ley Federal de Entidades 

Paraestatales atribuye al ejecutivo federal, no es extraña, pues en nuestro sistema 

jurídico el Presidente de Ja República, tiene poderes excesivos, a tal grado que 

algunos autores lo han considerado como "un Rey europeo del siglo XVIJJ. Sus 

poderes son amplios y en su campo de acción casi no tiene restricciones~. 46 

Si bien es cierto que la ley faculta al Ejecutivo para ejercer 

funciones que formalmente corresponde al legislador, tal excepción debe justificarse 

expresamente por el texto constitucional y nunca ir más allá de lo que éste le marca 

48 CARPIZO, Jorge. La Constitución Mexicana de 1917. Op. Cit. pág. 282. 
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En este sentido, la facultad del Ejecutivo para imponer el 

régimen laboral de los organismos descentralizados, va más allá del texto 

constitucional, el cual reserva dicha tarea al Congreso. 

Esta facultad del ejecutivo rebasa el marco constitucional al 

invadir esferas de competencia que se encuentran perfectamente señaJadas, por lo 

que este decreto puede ser atacado por lnconstitucionalidad ante el órgano 

JLinsd1ccional. 

Ahora bien, el ejecutivo federal al expedir el decreto de creación 

de los organismos descentralizados, no solamente va más allá de su competencia 

constitucional al determinar el régimen laboral de los organismos descentralizados. 

sino además, peor aún, en algunos decretos determinan a que trabajadores se les 

dará el carácter de trabajador de confianza. 

Como hemos mencionado, el trabajador de confianza en el 

derecho burocrático, mantiene desventaja jurídica con respecto a los trabajadores en 

general. El articulo 5º de la Ley Federal de Trabajadores al Servicio del Estado, 

enuncia aquellos trabajadores que por su función específica serán considerados de 

confianza, por lo tanto, los decretos que emite el Ejecutivo para crear organismos 

descentralizados, no tienen sustento juridico alguno para determinar quiénes serán 

los trabajadores de confianza. 

Al respecto haremos mención del decreto de creación del 

organismo descentralizado denominado "Productora Nacional de Biológicos 

Veterinarios', publicado en el Diana Oficial el 14 de diciembre de 1973, que en su 

articulo 13 dice: "Serán considerados trabajadores de confianza los miembros del 

Consejo de Adm1n1stración, el Director General, el Subdirector Técnico, el 

Subdirector Administrativo, el Auditor, jefes y subjefes de departamento, 
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supervisores, visitadores, inspectores, abogados, contadores, cajeros, pagadores, 

auxiliares de compras, almacenistas, intendentes, secretarios particulares y 

auxiliares, consultores y asesores técnicos y demás personal que tenga ese carécter 

de conformidad con lo dispuesto en el articulo 5• de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentario del Apartado B) del articulo 123 

constitucional'· 

El articulo 5º de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 

del Estado es claro, enumera de forma detallada aquellos trabajadores que tendrán 

el carácter de confianza, tal como lo indica el articulo 6º de la misma ley al consignar 

que: "serán trabajadores de base los no incluidos en el articulo precedente". 

Lo anterior es reconocido por el poder judicial que en diversas 

ejecutorias se ha inclinado en este sentido: 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO, DETERMINACION DEL 

CARACTER DE. La condición de empleado de confianza no se detennina por la 

denom1nac1ón que a un puesto se le dé en el nombramiento respectivo, sino por la 

naturaleza de Ja función desempeñada o de las labores que se le encomienden, las que 

deban estar dentro de las que se enumeran como de confianza por el artículo So, de la Ley 

Federal de /os Trabajadores af Servicio de! Estado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 

CIRCUITO. Amparo directo 8542/89 Enrique Valenzuela Alonso. 7 de marzo de 1990. 

unanimidad de votos. Ponente: Miguel Bonilla Solis. Secretario: Mario Augusto Herrera 

Hernández. Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo V, enero-jumo de 

1990, segunda parte-1, p. 513. 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. DETERMINACION DEL 

CARACTER DE. La denominación que de confianza recibe una plaza regulada por la Ley 

Federal de !os Trabajadores ar serv1clo del Estado, no Ja hace tener tal caracter, pues es la 

actividad desarrollada por el trabajador lo que la determina; por to tanto, el señalamiento 
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que hace a! artículo So. de dicho ordenamiento legal, debe corresponder plenamente a 

todos aquellos trabajadores que guardan las condiciones ahí precisadas. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

!.4o."T.J/21. Amparo directo 161/88. Rafael Alcino Reyes. 26 de agosto de 1988. Unamm1dad 

de votos. Ponente Fortino Valencia Sandova!. Secretario: René Díaz Nárez. Amparo directo 

1020192. Adulfo Po!a Simuta 21 de octubre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente· Arturo 

Carrete Herrera Secretano: Gi!berto León Hemández. Amparo directo 1077/92. Ana Rosa 

Rice Peña 11 de noviembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente· l=ortmo Valencia 

Sandoval. secretano: Miguel César Magallón Trujillo. Amparo directo 1110192. Antonio 

García León 6 de enero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Fortino Valencra 

Sandoval. Secretario: René Diaz Nárez. Amparo directo 798/93. Director del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 29 de octubre de 1993. 

Unanimidad de votos. Ponente: Fortlno Valencia 5andoval Secretario: Migue! César 

Magallón Trujil!o. Gaceta de! Semanario Judíeial de la Federación Octava época. Número 

86w2. Febrero de 1995 Página 37. 

TRABAJADORES DE CONFJANZA AL SERVICIO DEL ESTADO, DETERMINACION DEL 

CARACTER DE. La denominación de confianza que recibe una plaza regulada por la Ley 

Federa! de los Trabajadores a! Servicio del Estado, no la hace tener tal carácter, pues es la 

actividad desarrollada por el trabajador lo que la detennina; por lo tanto, el señalamiento 

que hace el articulo 5o, de dicho ordenamiento legal, debe corresponder plenamente a 

todos aquellos trabajadores que guarden las condrciones ahí precisadas. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

Octava Epoca: Amparo directo 161/88. Rafael Alcina Reyes. 26 de agosto de 1988. 

Unanimidad de votos. Amparo directo 1020/92. Adulto Pala Simuta. 21 de octubre de 1992. 

Unanimidad de votos Amparo directo 1ont92. Ana Rosa Rice Peña_ 1í de novrembre de 

1992 Unanimidad de votos_ Amparo directo 1110/92_ Antonio García León. 6 de enero de 

1996. Unanimidad de votos. Amparo directo 798/93_ Director del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 29 de octubre de 1993. Unanimidad de 

votos. 

Tesis L4o.T.J/21. Gaceta número 86-2, pág. 37; véase ejecutoria en el Semanario Judicial 

de la Federación, tomo XV-l! febrero, pag. 174. Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación 1917w1995, tomo V, matena del trabajo, tesis número 966, p. 672. 
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TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO, PRUEBA DEL 

CARACTER DE. Si bien es cierto que los empleados de confianza al servicio del Estado, no 

están protegídos por el apartado "B" del articulo 123 constitucional, en cuanto a ta 

estabilidad en el empleo, no menos cierto es que ta! carácter debe ser demostrado por el 

trtular demandado en forma fehaciente, cuando él puesto que acepta tener el activo no se 

encuentra íncrurdo expresamente en el diverso de! So. de !a ley burocrat1ca, siendo además 

necesario que e! patrón a fin de probar su excepción, consigne en qué norma se formalizó la 

creación de Ja J)1aza del trabajador, para estimar que las funciones que desempeñaba 

pertenecían a la categoría de confianza, esto último conforme a 10 que prevé el numeral 7o 

del mismo ordenamiento legal. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO 

1 5o.T.J/8. Amparo directo 10225/88.-Fortunato Valenzuela López.-9 de marzo de 1989.-­

Unanimidad de votos.-Ponente: Gemma de la Llata Valenzuela.-Secretaria. María Isabel 

Haruno Takata Gut1érrez. Amparo directo 6425/89.-Colegío de Bachilleres-19 de octubre 

de 1989.-Unanimidad de votos.-Ponente Gemma de la Llata Va1enzuela --Secretario: José 

FrancISco cma López Amparo directo 2355/92 -Alberto López del Olmo -26 de marzo de 

1992.-Unanimidad de votos.-Ponente Gemma de fa Uata Valenzuela.-Secretario: Erub1el 

Arenas González. Amparo directo 835/96.-Eduardo García Valtierra -27 de febrero de 

1996.-Unanimidad de votos.-Ponente· Rafael Barreda Pereira -Secretano: Martín Borrego 

Dorantes. Amparo directo 5475196 --Servicio Postal Mexicano.-20 de junio de 1996 -­

Unanimidad de votos.--Ponente: Gemma de Ja Lata Valenzuela -Secretario José Francisco 

cma López. semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo IV, 

septiembre de 1996, página 580. 

Como lo hemos apuntado, la Constitución es la norma jurídica 

suprema, de la cual toda norma secundaria debe ajustarse, por lo que ninguna otra 

ley debe ir más lejos de lo que la Constitución le marca. Por lo tanto, el articulo 15 

en su fracción IX, es violatorio de la Constitución, por atribuir al Ejecutivo, facultades 

exclusivas del legislador. 
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4. 7 Propuesta para que tos trabajadores al servicio de los 

organismos descentralizados se incluyan en el Apartado "A", del 

Artículo 123 constitucional 

Como hemos mencionado, e! derecho de! trabaJO nace para 

asegurar el bienestar de la clase trabajadora, su objetivo es el de alcanzar la justicia 

socia!. 

Los trabajadores de los organismos descentralizados no son 

objeto de los beneficios del derecho del trabajo, sus derechos laborales no se 

encuentran plenamente reconocidos dentro del marco Constitucional. lo que provoca 

que algunas de estas entidades se rijan dentro de lo dispuesto por el apartado A del 

articulo 123 constitucional, y por la Ley Federal del Trabajo; mientras que otros se 

regulan por el apartado B y la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado. 

Los trabajadores al servicio de los organismos descentralizados, 

1nd1stintamente pueden ser regulados como trabajadores al servicio del Estado, o 

bien, como trabajadores en general, situación que es grave, ya que es indispensable 

que toda persona cuente con la garantía de segundad jurídica. 

Siguiendo la opinión generalizada de los autores, es necesario 

que estos derechos se incorporen al apartado A del artículo 123 constitucional, pues 

"el respeto a los derechos de los trabajadores no pueden depender del rumbo que 

tome el viento".49 

19 DAVALOS. José. "Los Orgamsmos Descentralizados" E! Universal Sábado 1Q de noviembre de 
1997. Pag. 6. 
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Ademas del criterio que dan algunos autores, Ja Suprema Corte 

de Justicia de Ja Nación ha manifestado que las relaciones laborales entre Jos 

organismos descentralizados y sus trabajadores deberían estar reguladas por el 

apartado A. 

Es necesario concretar el régimen laboral que deben seguir los 

traba1adores de Jos organismos descentralizados. Se deben beneficiar de todas las 

prerrogativas que gozan los trabajadores en general 

No hay trabajadores de segunda o de tercera, nuestra 

inclinación paraque se les regule en el apartado A, y no en el apartado B del articulo 

123 constitucional, no es una pretensión caprichosa. Nuestra postura se basa en 

observar Ja desventaja jurídica en que se encuentran los trabajadores al servicio del 

Estado, con respecto a Jos trabajadores en general. 

El primer sustento Jo encontrarnos dentro del propio apartado B, 

del articulo 123 constitucional que establece: Toda persona tiene derecho al trabajo 

digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán Ja creación de empleos y la 

organización social para el trabajo, conforme a Ja ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes, deberá expedir 

leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: 

B. Entre Jos Poderes de la Unión, el gobierno del Distrito Federal y sus 

trabajadores.' Solamente los trabajadores enunciados, no más. 

La norma no va más alla, es clara, nunca menciona a Jos 

organismos descentralizados, nl existe enuntiamtento posterior a este respecto. Por 

ele anterior, Jos trabajadores de los organismos descentralizados, deben estar 

dentro de Jo que marca el apartado A. 
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Por qué se debe condenar a estos trabajadores a las 

desventajas jurídicas se presentan en primer lugar en las relaciones de trabajo 

individual. En la Ley Federal del Trabajo, una persona adquiere el carácter de 

trabajador, con e! hecho de prestar un servicio personal y subordinado; si se 

presentan estos elementos, e! trabajador goza de tos privilegios que se consignan 

en la Ley Federal del Trabajo. 

Los trabajadores al servicio del Estado, para adquirir el carácter 

de trabajador, necesitan además de los elementos a que hicimos referencia, un 

nombramiento, o bien, aparecer en las listas de raya en el caso de los trabajadores 

temporales, y peor aún, para gozar de los beneficios de la estabfüdad se requiere 

permanecer en el empleo por seis meses sin nota desfavorable. Lo que da manga 

ancha para desconocer las relaciones de trabajo .. 

El requisito del nombramiento causa muchos daños a la clase 

trabajadora. Los tiempos difíciles en que vivimos acrecientan la necesidad de los 

traba1adores, lo que facilita que en distintas dependencias se firmen contratos civiles 

de prestación de servicios profesionales, siendo que el contratante realiza las 

mismas funciones que otro trabajador de base o de confianza. 

Otro caso es el relativo a los llamados trabajadores de 

confianza. En principio estos servidores no son considerados como trabajadores, ya 

que la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, en su artículo 8' 

señala que: "quedan excluidos del régimen de esta ley los trabajadores de 

confianza". Dichos servidores. sólo gozan de la protección del salario y los 

beneficios de la seguridad social (fracción XIV, apartado B, del artículo 123 

constituc1onal). 

Pero indudablemente, donde se presenta la mayor desventaja de 
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los trabajadores al servicio del Estado, en comparación con los trabajadores en 

general, es en materia de los derechos colectivos. 

Los derechos colectivos de los trabajadores son la mejor 

herramienta para alcanzar el equilibno de fuerzas con los dueños de los medjos de 

producción 

La Ley Federal del Trabajo consigna el derecho de los 

trabajadores para crear los sind1catos que consideren necesarios en una misma 

empresa. En el mismo sentido, la OIT en su convenio 87, ratificado por nuestro pais, 

consagra este principio de libertad sindical. 

La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado 

restringe la libertad sindical, ya que su articulo 68 consigna que "en cada 

dependencia sólo habrá un sindicato"; medida contraria al principio de libertad 

s1nd1cal. 

Por otra parte, los trabajadores en general tienen derecho de 

formar libremente parte de un sindicato, es decir, si no es su deseo ingresar, o su 

deseo es renunciar, lo pueden hacer sin consecuencia alguna. Los trabajadores 

burócratas no tienen esa libertad, ya que una vez ingresando al sindicato solamente 

pueden dejar de pertenecer a éste si son expulsados. 

Los sindicatos de los trabajadores en general pueden formar 

federaciones y confederaciones, mientras que los trabajadores al servicio del Estado 

solamente pueden adherirse a la Federaéión de Sindicatos de Trabajadores al 

Servicio del Estado, única central reconocida por el Estado. Esto provoca un 

completo control de los sindicatos, tanto en lo jurídico como en lo polit1co. 
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La negociación colectiva es un "instrumento insustituible por 

medio del cual los trabajadores están en posibilidad de influir en la determinación de 

las condiciones bajo las cuales van a prestar el servicio, así como el mejoramiento 

de las mismas". 50 Pero ésta negociación no existe dentro del derecho burocrático, ya 

que las condiciones generales de trabajo las fija el titular de la dependencia, 

tomando en cuenta la opinión del sindicato, por lo que no hay discusión entre !as 

partes y los trabajadores no pueden obtener los benef1c1os que a ellos interesan 

De estas limitaciones jurídicas, la peor violación a los derechos 

colectivos de Jos trabajadores al servicio del Estado, se refiere al derecho de huelga. 

Para que los trabajadores en general puedan ejercer su derecho 

de huelga, se requiere perseguir alguno de los objetivos que señala el artículo 450 

de la Ley Federal del Trabajo: 

1 Conseguir el equilibrio entre los diversos factores de la producción: 

11 Celebrar un contrato colect1vo o su revisión~ 

111 Celebrar un contrato-ley o su revisión; 

IV. Exigir el cumplimiento del contrato colectivo o del contrato-ley; 

V. Exigir el cumplimiento de las disposiciones sobre participación de utilidades; 

VI Apoyar una huelga que tenga por objeto alguna de las anteriores 

f1nalrdades; y 

VII Exigir la revisión de los salarios contractuales. 

Por otra parte, el artículo 94 de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, establece que "Jos trabajadores podrán hacer 

uso del derecho de huelga respecto de una o vanas dependencras de los Poderes 

Públicos, cuando se violen de manera genera! y sistemática los derechos que 

5°DAVALOS, José. Constrtución y Nuevo Derecho Coiectivo de Trabajo, Segunda Edícíón. Porrúa. 
México, 1991, pág 85. 
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consagra el Apartado ·s·, del artículo 123 oonstítucional". 

Con estos requisitos, los trabajadores al servicio del Estado, no 

pueden ejercer su derecho de huelga, ya que es imposible que se presente el 

supuesto que señala la Ley. Es decir, que aun en la peor de las circunstancias, 

rnngun titular de alguna dependencia puede violar todos los derechos que consigna 

la Ley, y mucho menos que esta violación se presente momento tras momento, ni día 

tras día. 

Como se puede observar, los derechos colectivos de los 

trabajadores al servicio del Estado son casi nulos, a tal grado que existen autores 

que consideran que el Apartado "B", debe desaparecer, para que el artículo 123 sea 

integrado con lo mejor de los derechos contenidos en los dos apartados vigentes. 01 

Pero antes de hacer toda una reforma para unificar los 

apartados, se deben reconocer los derechos laborales de los trabajadores al servicio 

de los organismos descentralizados dentro de la esfera del Apartado "A" del artículo 

123 constituc1onal, para unificar sus condiciones laborales, y de esa forma dar inicio 

a tan esperada reforma. 

51 DAVALOS. José. ~Desaparición del Apartado a~. El Universal. Sábado 29 de noviembre de 1997, 
pág 6·A. 



CONCLUSIONES 

1. El Constituyente de 1917 plasma en el Articulo 123 constítucional la declaración 

de los derechos sociales, sin hacer distinción alguna entre los trabajadores 

2. No es congruente que en el Articulo 123 existan dos apartados, ya que se rompe 

con la esencia original que plasmó el constituyente de Querétaro; eso puede ser 

causado por necesidades políticas pero no sociales. 

3. La Ley reglamentaria del Apartado "B" viola partes esenciales, principios 

originarios del Articulo 123, así como distintos acuerdos internacionales, lo que 

causa graves perjuicios para los trabajadores al servicio del Estado. 

4. Los organismos descentralizados son creados por ley o por decreto del Congreso 

de la Unión o por decreto del Ejecutivo Federal y tienen personalidad jurídica y 

patrimonio propios. 

5. Los organismos descentralizados no forman parte de la administración pública 

centralizada, por lo que gozan de autonomía que los desvincula de la relación de 

jerarquía con el titular de la administración pública centralizada. 

l. El Ejecutivo Federal al detenminar discrecionalmente el régimen laboral de los 

trabajadores de /os organismos descentra/izados, invade la esfera de 

competencia del Poder Legislativo. 

El Articulo 15, fracción IX, de la Ley Federal de Entidades Paraestatales, que 

faculta al Ejecutivo para determinar el régimen laboral de tos trabajadores al 
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servicio del Estado, es inconstitucional ya que va en contra de lo dispuesto en el 

Articulo 73, fracción X, constitucional. 

8. El articulo 1º de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado es 

inconstitucional, ya que va más allá de lo dispuesto en el Apartado "B" del 

Artículo í23, que de ninguna forma incluye a los trabajadores de los organismos 

descentralizados. 

9. La Constitución es la norma suprema en razón de que otras normas son creadas 

siguiendo el procedimiento que aquélla establece. Además, la norma 

constitucional es jerárquicamente superior a toda otra norma jurídica. 

10.Las relaciones de trabajo de los organismos descentralizados deben regularse 

expresamente dentro del marco constitucional, para que leyes secundarias o 

decisiones discrecionales del Ejecutivo Federal no sean tas que establezcan su 

régimen laboral. 

11 De acuerdo a la naturaleza jurídica de los organismos descentralizados, sus 

relaciones de trabajo deben regularse dentro del Apartado "A", del artículo 123 

constitucional. 

12 El Apartado "B" del articulo 123 constitucional debe desaparecer y crearse un 

capitulo especial dentro de la Ley Federal del Trabajo, para regular las relaciones 

laborales entre el Estado y sus trabajadores. 
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